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gracias a la fotógrafa Martha Ruiz Camino

A lo largo de este año vamos a poder disfrutar en las portadas de nuestra Gaceta de la generosidad y 
sensibilidad de Martha Ruiz Camino, extraordinaria artista de la fotografía, con amplio reconocimiento 
nacional e internacional, como lo acredita su participación en 22 exposiciones colectivas y seis individuales, 
la publicación de su obra y los reconocimientos acumulados a lo largo de su carrera artística.

Pero Martha es, antes que artista y fotógrafa, un maravilloso ser humano, dotado de un profundo sentido 
de espiritualidad y aprecio por la vida, así como de una intensa vocación por compartir y servir a los demás, 
que es lo que mueve e inspira su obra. Con esa vocación de servicio en su búsqueda de vida, entre otras 
actividades colaboró con Amnistía Internacional, en los años en que la organización fue reconocida con 
el Premio Nobel, de ahí su cercanía con la temática de los Derechos Humanos.

Para Martha su actividad en la fotografía no es proceso individual, es el medio y motivo para compartirnos 
ese permanente “diálogo con la luz” en que se centra su obra y con el que nos hace partícipes de su 
sensibilidad. Por eso queremos agradecerle su generosidad de compartir con nosotros las fotografías que 
ilustrarán este año el órgano oficial de difusión de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.
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La Declaración Universal  
de Derechos Humanos  

de la ONU 60 años después
Miguel Carbonell

El 10 de diciembre de 2008 se cumplieron 60 años de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de la ONU. Se trata del instrumento simbólicamente más 
relevante de todo el planeta en la materia, dada su vocación universal y su ca-
rácter innovador en el momento en que fue redactado.1 Hace 60 años el mundo 
estaba saliendo de la Segunda Guerra Mundial. Millones de personas habían muer-
to a manos de los sangrientos regímenes nazi-fascistas. La humanidad se sentía 
humillada. Los ideales de los Derechos Humanos se presentaban como una tabla 
de salvación para poder asegurar la paz y la convivencia pacífica durante la pos-
guerra.2

Lamentablemente, llagamos a la celebración del 60 aniversario de la Declara-
ción rodeados de malas noticias, tanto para México como para otros países. Aun-
que se ha avanzando mucho en la protección de los derechos más básicos de las 
personas, no podemos ocultar la presencia de espesos nubarrones que impiden 
su realización completa y que amenazan con generar nuevos retrocesos.

Las condiciones más elementales que aseguren la existencia humana todavía 
no son una realidad para un porcentaje importante de la población del mundo. 
En pleno siglo XXI hay más de 900 millones de personas en situación de subali-
mentación; cada año nacen 20 millones de niños con insuficiencia de peso; 200 
millones de familias tienen que subsistir con ingresos de un dólar diario. Mil mi-
llones de personas no tienen acceso al agua potable. Con el 1 % de lo que se ha 
dedicado al rescate financiero en Estados Unidos se podría erradicar el hambre 
en el mundo.

La discriminación es todavía hoy un fenómeno preocupante y muy extendido. 
En 70 países del mundo se persigue la homosexualidad, incluso penalmente. En 
otras muchas naciones, como en México, simplemente se niega su reconocimien-
to jurídico, intentando borrar del mapa legislativo lo que muchos califican “una 
aberración”. Las mujeres, los migrantes, las personas con discapacidad, los adul-
tos mayores, las minorías religiosas, los indígenas, son todos víctimas cotidianas 
del menosprecio y de la vulneración de sus derechos solamente por ser quienes 
son o por no responder a lo que las sociedades consideran “normal” respecto de 
la conducta de una persona.

Las detenciones arbitrarias y las ejecuciones extrajudiciales se practican en 
diversas naciones, incluyendo la nuestra. Solamente en la base de Guantánamo 
han sido encarceladas más de 800 personas, a las cuales no se les ha permitido, 
en muchos casos, ni siquiera contar con un abogado. Según informes de distin-
tas ONG hay al menos 17 buques de la armada de Estados Unidos de América 

1  Sobre su contenido puede verse, por ejemplo, la obra colectiva La Declaración Universal de 
los Derechos Humanos. Comentario artículo por artículo. Barcelona, Icaria, 1998.

2  Una muy completa narración de los sucesos que se dieron en Europa una vez terminada la 
guerra puede verse en Tony Judt, Posguerra. Madrid, Taurus, 2006.



GACETA
DIC/2008

10

D
ec

la
ra

ci
ón

 U
ni

ve
rs

al
 d

e 
D

er
ec

ho
s 

H
um

an
os

que interrogan y torturan a detenidos en alta mar, lejos de cualquier posible con-
trol judicial.3

Un caso especialmente llamativo es el de la violación de derechos que se pro-
dujo contra José Padilla, ciudadano norteamericano al que el Gobierno hizo literal-
mente desaparecer durante meses. Padilla fue detenido en el Aeropuerto “O’Hare” 
en Chicago, bajo la acusación de participar en la fabricación de una “bomba 
sucia”. Fue arrestado y enviado a la Prisión Metropolitana de Nueva York, en la 
que su abogada de oficio adujo que su detención era inconstitucional. Antes 
de que se pudiera tramitar el correspondiente recurso de habeas corpus, Padilla 
fue llevado, por órdenes del secretario Rumsfeld, a una prisión militar en Caroli-
na del Norte, bajo la calificación de “combatiente enemigo de los Estados Unidos”. 
No se le dio aviso a nadie del traslado, ni a sus familiares, ni a sus amigos, ni a 
sus compañeros de trabajo. Lo mantuvieron incomunicado, sin derecho a tener un 
de fensor o a promover un recurso en su defensa, y sin que se hubiera realizado 
algu na audiencia para determinar la legalidad de su detención. Su “desaparición” 
duró tres años. Geoffrey Stone no duda en describir esta agresión como una muy 
parecida al “estilo Gestapo”.4

Cuando el caso finalmente llegó a la Suprema Corte, la administración norte-
americana decidió poner fin a los 44 meses de cautiverio de Padilla y le abrió un 
proceso penal bajo cargos que no tenían nada que ver con la “bomba sucia”. El 
caso Padilla versus Rumsfeld llegó hasta la Suprema Corte, la cual emitió una 
sentencia, analizando solamente aspectos formales del procedimiento, relativos 
a la competencia para conocer del recurso de habeas corpus promovido por 
Padilla, sin entrar al fondo de la violación de derechos.5

El Juez John Paul Stevens, decano de la Corte y líder de su cada vez más exigua 
ala liberal, escribió un voto particular en el que reconoce expresamente el tama-
ño de la atrocidad realizada por el gobierno contra la libertad de un ciudadano 
norteamericano. Sus palabras son las siguientes:6

Lo que está en juego en este caso es nada menos que la esencia de una sociedad 
libre. Aun más importante que la manera mediante la que el pueblo selecciona a 
quien le gobierna son los límites que el Estado de Derecho y el imperio de la ley im-
ponen al Poder Ejecutivo. Si el Ejecutivo puede detener libremente a un ciudadano 
para investigarlo y para impedir actividades subversivas, entonces estamos ante la 
esencia caracterizada de la arbitrariedad inquisitorial. Garantizar a los ciudadanos 
el derecho a un abogado es protegerlos de las ilegalidades y arbitrariedades del 
poder… La detención por el gobierno de ciudadanos subversivos, al igual que la de-
tención de los soldados enemigos para apartarlos del campo de batalla, puede en 
ocasiones estar justificada para evitar que continúen combatiendo y disparen mi-
siles de destrucción (o que se conviertan ellos mismos en una de estas armas). Pero 
no se puede, en ningún caso, justificar con la única finalidad de arrancarles infor-
mación mediante procedimientos ilegales e injustos. Uno de estos procedimientos 
es la detención incomunicada durante meses. Resulta irrelevante que la información 

3  El debate sobre la tortura se ha hecho presente en Estados Unidos a raíz de las medidas to-
madas por la administración del Presidente George W. Bush en su guerra contra el terrorismo. 
Algunas cuestiones sobre el tema pueden verse en Karen J. Greenberg, ed., The Torture Debate 
in America. Cambridge, Cambridge University Press, 2006; Sanford Levinson, ed., Torture. A Collec­
tion. Nueva York, Oxford University Press, 2004.

4  Geoffrey R. Stone, War and Liberty. An American Dilemma, 1790 to the Present. Nueva York, 
W. W. Norton and Company, 2007.

5  Ronald Dworkin ha analizado la sentencia de este caso y de otros similares en su ensayo 
“Guantánamo y la Corte Suprema de EE. UU.”, Claves de Razón Práctica, núm. 146. Madrid, oc-
tubre, 2004, pp. 4-11.

6  Miguel Beltrán de Felipe, y Julio V. González García, Las sentencias básicas del Tribunal Su­
premo de los Estados Unidos de América. Madrid, CEPC, 2005, pp. 669-670.
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que así se haya obtenido sea más o menos fiable que la que se consiga mediante 
formas de tortura más extremas. Si esta nación quiere permanecer fiel a los ideales 
que su bandera simboliza, no debe emplear procedimientos propios de tiranos, ni 
siquiera para defenderse del ataque de las fuerzas de la tiranía.

En México las noticias dan cuenta diariamente de ejecuciones por doquier. Ter-
minaremos el año, según la información que proporcionaban periódicamente 
distintos medios de comunicación impresos, con más de 5,000 ejecuciones, la 
mayoría de las cuales quedarán sin ser investigadas ni, desde luego, castigadas. 
La impunidad, que es una violación permanente de los Derechos Humanos de las 
víctimas del delito, sigue estando presente en 98 % de los casos.7

Los migrantes siguen siendo los parias del siglo XXI.8 Una humanidad errante 
cuyos derechos son pisoteados en las puertas de entrada del mundo más desa-
rrollado, pero también en los países periféricos como México, en donde se per-
miten atrocidades innombrables en contra de quienes ingresan por la frontera 
sur con el propósito de alcanzar el sueño norteamericano. En el mundo hay, al 
menos, 200 millones de personas que viven fuera de su país de origen. Hay 10 
millones de personas que son apátridas, es decir, que no tienen ninguna nacio-
nalidad. Y otros 10 millones que tienen la calidad de refugiados.

La libertad de expresión tampoco está viviendo su mejor momento. La posibi-
lidad de expresar y comunicar libremente el pensamiento se encuentra apresada 
entre los grandes intereses de los grupos transnacionales de comunicación y las 
amenazas constantes de las mafias oficiales y no oficiales que se dedican al nar-
cotráfico, al secuestro, al comercio de armas y a la trata de personas. Los espacios 
de comunicación se van volviendo cada vez más homogéneos y el pensamiento 
disidente encuentra menos espacios para hacerse escuchar. A quienes se atreven 
a informar sobre temas “delicados” se les amenaza o se les elimina físicamente. 
Los opinadores son silenciados, lo mismo en Cuba que en Irak, en Arabia Saudita 
que en China. En México la reforma electoral de noviembre de 2007 a la Cons-
titución ha suscitado diversas críticas en el sentido de que reduce los márgenes 
de la discusión libre y robusta que debe caracterizar a cualquier régimen demo-
crático.9

El desempleo y la falta de oportunidades laborales se han disparado durante 
este año, debido a las condiciones económicas adversas y a la profunda crisis fi-
nanciera que vivimos desde hace unos meses. El subempleo, la precariedad labo-
ral, la discriminación en el trabajo, el acoso, la falta de condiciones salubres, los 
salarios miserables, son signos permanentes de nuestro tiempo y de nuestro ho-
rizonte. Doce millones de personas son esclavizadas laboralmente en el mundo, 
a veces bajo la tiranía de grupos guerrilleros y a veces a manos de las autoridades. 
Frente a tales violaciones son escasas las voces que se atreven a levantarse. Lo que 
está de moda son conceptos como la flexibilidad laboral, la productividad, la res-
ponsabilidad. De derechos de los trabajadores ya casi nadie habla.

Lo que podemos ver en el aniversario de la Declaración Universal es un mundo 
lleno de paradojas y de retos fabulosos. Un mundo que está asistiendo al asal-
to diario de los valores más elementales de la humanidad. Un mundo que se nos 
está yendo de las manos. La pregunta importante es cómo responder ante estas 

7  Las cifras correspondientes pueden verse en Guillermo Zepeda Lecuona, Crimen sin castigo. 
Procuración de justicia y Ministerio Público en México. México, CIDAC, FCE, 2004.

8  Esta idea está desarrollada en Owen Fiss et al., Una comunidad de iguales. El inmigrante 
como paria. México, Fontamara, 2008.

9  Sobre el tema, ver Miguel Carbonell, La libertad de expresión en materia electoral. México, 
TEPJF, 2008.
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tragedias que suceden día tras día, enfrente de nuestras narices. Quizá el primer 
paso consista en la muy básica tarea de recordar permanentemente el valor de 
los Derechos Humanos. Sin ellos la vida humana carecería de significado y sus más 
altos valores, como la igualdad, la libertad y la justicia, serían poco menos que 
promesas vanas e irrealizables. Sin una cultura de los Derechos Humanos será 
imposible tomar medidas para comenzar a cambiar una realidad que nos ofende 
y nos lastima profundamente. Depende de cada uno de nosotros.
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Número total 
de expedientes

Segunda Visitaduría

Primera Visitaduría

Quinta Visitaduría

Cuarta Visitaduría

Tercera Visitaduría

299

117

105

35

27

15

Expedientes de queja

A. Expedientes de queja registrados en el periodo
por Visitaduría y total

B. Expedientes de queja en trámite
por Visitaduría y total

Número total 
de expedientes

Primera Visitaduría

Segunda Visitaduría

Quinta Visitaduría

Cuarta Visitaduría

Tercera Visitaduría

1,620

565

516

254

215

70
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Total de expedientes 
concluidos 382

193Orientación al quejoso
y/o remisión de la queja

Solución de la queja 
durante su tramitación

81

Por no existir materia 65

Desistimiento 
del quejoso 24

10

6

2
1

Acumulación de expedientes

No competencia de la CNDH

Falta de interés del quejoso
Recomendación del Programa de Quejas

C. Total de expedientes concluidos y por Visitaduría

a. Formas de conclusión de expedientes en cada Visitaduría

Orientación al quejoso y/o remisión de la queja: 193

48

Primera
Visitaduría

106

Segunda
Visitaduría

11

 
 

Cuarta
Visitaduría

28

Quinta
Visitaduría

Solución de la queja durante su tramitación: 81

29

Primera
Visitaduría

18

Segunda
Visitaduría

11

Tercera
Visitaduría

12

 
 

Cuarta
Visitaduría

11
 

Quinta
Visitaduría
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No competencia de la CNDH: 1

1

Segunda
Visitaduría

Por no existir materia: 65

50

Segunda
Visitaduría

8

Tercera
Visitaduría

        4

Cuarta
Visitaduría

1

Primera 
Visitaduría

          2

Quinta
Visitaduría

Desistimiento del quejoso: 24

 21

 Segunda
 Visitaduría

       1

Tercera
Visitaduría

        1

Cuarta
Visitaduría

          1

Quinta
Visitaduría

Falta de interés del quejoso: 10

6

Segunda
Visitaduría

3

Quinta
Visitaduría

1

Tercera
Visitaduría

Recomendación del Programa de Quejas: 6

3

Primera
Visitaduría

1

Quinta
Visitaduría

2

Segunda
Visitaduría

Acumulación de expedientes: 2

2

Segunda
Visitaduría
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b. Situación de los expedientes de queja registrados 
y concluidos

1,620Total de expedientes en trámite

1,514

106

Presunta violación

Pendiente de calificación
por falta de información
del quejoso

1,620

Presunta violación: 1,514

557

Primera
Visitaduría

496

Segunda
Visitaduría

70

Tercera
Visitaduría

177

Cuarta
Visitaduría

214

Quinta
Visitaduría

20

Segunda 
Visitaduría

        8

Primera
Visitaduría

40

Quinta
Visitaduría

38

Cuarta
Visitaduría

Pendiente de calificación por falta de información del quejoso: 106
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D. Expedientes de queja concluidos de los registrados
  en el periodo

Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo 12

7Primera Visitaduría

Segunda Visitaduría 4

Quinta Visitaduría 1

Mes
Expedientes 

registrados en 
el periodo

Expedientes 
concluidos en 

el ejercicio

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en el mes

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en meses anteriores

Enero 403 433 28 405

Febrero 429 392 26 366

Marzo 531 442 30 412

Abril 734 427 45 382

Mayo 454 487 33 454

Junio 559 558 47 511

Julio 443 402 32 370

Agosto 598 539 43 496

Septiembre 484 681 31 650

Octubre 639 615 51 564

Noviembre 431 568 30 538

Diciembre 299 382 12 370

E. Expedientes de queja registrados y concluidos
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Núm. de 
quejas

CEFERESO Núm. 3 7

CNDPI 7

PEMEX 7

PROFECO 7

RANSRA 8

SS 8

AFIPGR 9

CNAM 9

CONDUSEF 9

PGJDF 10

PGJEO 10

SAT 10

CEFERESO Núm. 2 11

PROFEPA 11

SAGARPA 11

CEFERESO Núm. 1 12

PGJET 12

SEMARNAT 12

SEDESOL 14

SRA 15

CONAGUA 16

SCT 16

SM 16

SRE 20

LFC 21

CFE 25

FOVISSSTE 25

PA 30

OADPRSSSP 34

INFONAVIT 58

SEP 58

ISSSTE 65

SSPF 70

INM 78

PFP 92

IMSS 204

PGR 266

SEDENA 394

F. Autoridades señaladas como responsables de violaciones,
respecto de las quejas en trámite
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Siglas Autoridad responsable

CEFERESO Núm. 3 Centro Federal de Readaptación Social Núm. 3 “Noreste”

CNDPI Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas

PEMEX Petróleos Mexicanos

PROFECO Procuraduría Federal del Consumidor

RANSRA Registro Agrario Nacional de la Secretaría de la Reforma Agraria

SS Secretaría de Salud

AFIPGR Agencia Federal de Investigación de la Procuraduría General 
de la República

CNAM Comisión Nacional de Arbitraje Médico

CONDUSEF Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los 
Servicios Financieros

PGJDF Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal

PGJEO Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca

SAT Servicio de Administración Tributaria de la SHCP

CEFERESO Núm. 2 Centro Federal de Readaptación Social Núm. 2 “Occidente”

PROFEPA Procuraduría Federal de Protección al Ambiente

SAGARPA Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca 
y Alimentación

CEFERESO Núm. 1 Centro Federal de Readaptación Social Núm. 1 “Altiplano”

PGJET Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco

SEMARNAT Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales

SEDESOL Secretaría de Desarrollo Social

SRA Secretaría de la Reforma Agraria

CONAGUA Comisión Nacional del Agua

SCT Secretaría de Comunicaciones y Transportes

SM Secretaría de Marina

SRE Secretaría de Relaciones Exteriores

LFC Luz y Fuerza del Centro

CFE Comisión Federal de Electricidad

FOVISSSTE Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado

PA Procuraduría Agraria

OADPRSSSP Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social 
de la Secretaría de Seguridad Pública

INFONAVIT Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores

SEP Secretaría de Educación Pública

ISSSTE Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

SSPF Secretaría de Seguridad Pública Federal

INM Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación

PFP Policía Federal Preventiva de la Secretaría de Seguridad Pública

IMSS Instituto Mexicano del Seguro Social

PGR Procuraduría General de la República

SEDENA Secretaría de la Defensa Nacional
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A. Expedientes de recursos de inconformidad
registrados en el periodo

Expedientes de recursos 
de inconformidad

En trámite

Total de expedientes

93

4826

Concluidos

Registrados

19

B. Causas de conclusión

Total de expedientes

26 25

Desestimada 
o infundada

1

Recomendación 
dirigida a autoridad
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Morelos

Michoacán

Nayarit

48

Total de recursos de inconformidad

Guerrero

Guanajuato

Baja California

Aguascalientes

2

Durango

Hidalgo

Chiapas

Sinaloa

Veracruz

Yucatán

Estado de México

Nuevo León

Campeche

4

5
5

Chihuahua

Distrito Federal

Jalisco

3

3

3

3

3

2

2

1

1

1

1

1

1

1

1

1

Oaxaca

San Luis Potosí

Colima

2

2

C. Recursos de inconformidad recibidos
en contra de Comisiones Estatales
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Recomendaciones

Recomendación 
núm.

Autoridad Motivo de violación Visitaduría

Programa General de Quejas

2008/061 Gobernador constitucional del 
Estado de México

Negativa o inadecuada prestación del servicio 
público de salud.

1a.

2008/062 Secretaría de Marina Ejercicio indebido del cargo. 
Negligencia médica.

2a.

2008/063 Instituto Nacional de Migración 
de la Secretaría de Gobernación

Violación a los derechos de migrantes. 
Violaciones al derecho a la legalidad y a la 
seguridad jurídica. 
Ejercicio indebido de la función pública.

5a.

2008/064 Procuraduría General de la República Irregular integración de averiguación previa. 2a.

2008/066 Instituto Mexicano del Seguro Social 

Gobernador constitucional del 
Estado de Coahuila

Violación al derecho a la integridad 
de los menores. 
Dilación en la procuración de justicia.

1a.

2008/067 Secretaría de la Defensa Nacional Cateos y visitas domiciliarias ilegales. 
Detención arbitraria. 
Imputación indebida de derechos. 
Tortura.

1a.

Programa de Inconformidades

2008/065
H. Ayuntamiento de Calkiní, 
Campeche

Impugnación por incumplimiento de la 
Recomendación por parte de la autoridad.

1a.

A. Recomendaciones emitidas durante el mes
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Mes Diciembre

Número de Recomendaciones emitidas 7

No aceptadas 5

Aceptadas con pruebas de cumplimiento total 1

Aceptadas con cumplimiento insatisfactorio 1

Aceptadas con pruebas de cumplimiento parcial 1

Aceptadas sin pruebas de cumplimiento 1

Aceptadas en tiempo para presentar pruebas de cumplimiento 0

En tiempo de ser contestadas 0

Características peculiares 1

Total de autoridades destinatarias 8

B. Seguimiento por autoridad destinataria
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Conciliaciones

Número de conciliaciones formalizadas 
durante el mes

Secretaría de Seguridad Pública Federal

Órgano Administrativo 
Desconcentrado Prevención y 
Readaptación Social de la Secretaría 
de Seguridad Pública

Total de
conciliaciones
formalizadas

24

6

Policía Federal Preventiva 
de la Secretaría de 
Seguridad Pública

Procuraduría General 
de la República

1

1

1

1

2

2 Secretaría de la Defensa Nacional

Secretaría de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales

Procuraduría General 
de Justicia del Estado de 
Baja California

Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores 
del Estado

Dirección de Seguridad Pública, Tránsito 
y Turística de Cozumel, Quintana Roo

5

5
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Orientación y remisión

A. Orientaciones formuladas en las Visitadurías
y en la Dirección General de Quejas y Orientación

B. Remisiones tramitadas por las Visitadurías
y la Dirección General de Quejas y Orientación

Visitaduría En el mes

Primera 74

Segunda 86

Tercera 40

Cuarta 85

Quinta 13

D.G.Q.O. 17

Total 315

Visitaduría En el mes

Primera 43

Segunda 35

Tercera 10

Cuarta 53

Quinta 23

D.G.Q.O. 35

Total 199
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Destinatarios
Total 

mensual

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 117

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 19

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 18

Procuraduría Federal del Consumidor 17

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 8

Órgano Interno de Control en el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores de la Secretaría de la Función Pública

5

Procuraduría Agraria 3

Suprema Corte de Justicia de la Nación 3

Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado de la Secretaría de la Función 
Pública

2

Órgano Interno de Control en la Policía Federal Preventiva de la Secretaría 
de la Función Pública

2

Comisión Nacional del Agua 1

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 1

Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicana, 
Sedena

1

Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social 
de la Secretaría de la Función Pública

1

Órgano Interno de Control en la Secretaría de Educación Pública de la 
Secretaría de la Función Pública

1

Recalificación 1

Total 200

C. Destinatarios de las remisiones
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Atención al público

Actividad
Total 

mensual

Remisión vía oficio de presentación 64

Orientación jurídica personal y telefónica 1,683

Revisión de escrito de queja o recurso 30

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 36

Recepción de escrito para conocimiento 1

Aportación de documentación al expediente 2

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 11

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 12

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación vía personal o telefónica

25

Total 1,864

A. En el edificio sede de la CNDH

Actividad
Total 

mensual

Remisión vía oficio de presentación 19

Orientación jurídica 266

Revisión de escrito de queja o recurso 21

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 23

Recepción de escrito para conocimiento 2

Aportación de documentación al expediente 3

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación

177

Total 511

B. En la oficina del Programa de Atención a Víctimas 
del Delito en el Centro Histórico
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Actividad
Total 

mensual

Remisión vía oficio de presentación 6

Orientación jurídica personal y telefónica 316

Revisión de escrito de queja o recurso 6

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 3

Recepción de escrito para conocimiento 1

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 11

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal 
o telefónica

29

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación vía personal o telefónica

5

Total 377

C. Servicio de guardia en el edificio sede

Actividad
Total 

mensual

Primera Visitaduría 112

Segunda Visitaduría 84

Tercera Visitaduría 20

Cuarta Visitaduría 18

Quinta Visitaduría 15

Dirección General de Quejas y Orientación 22

Total 271

D. Servicio de atención telefónica

El Departamento de Atención Telefónica ofrece, además de los rubros ya mencionados, 
información sobre el curso de los escritos presentados ante este Organismo Nacional.
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Capacitación

Actividades realizadas durante el mes de diciembre

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

1, 3, 4 y 5-dic 
(6 ocasiones)

Escuela Islandia Distrito Federal Curso Derechos y responsabilidades 
de las niñas y los niños

Alumnos, 
padres de 
familia y 

profesores

Educación básica

Educación media

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

3-dic Vamos Juntos 
Integrémonos por 
Campeche, A. C.

Campeche Curso Derechos Humanos de las 
personas con discapacidad

Estudiantes

Educación superior

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

10-dic Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Campeche

Campeche Conferencia Declaración Universal de los 
Derechos Humanos

Estudiantes

10-dic Universidad Autónoma del 
Estado de México

Estado de México Conferencia Derechos Humanos: retos y 
perspectivas

Estudiantes

19-sep 
al 19-dic

Universidad Modelo Yucatán Diplomado Atención multidisciplinaria e 
intervención con víctimas 
y agresores

Profesionales

Servidores públicos (seguridad pública)

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

1-dic 
(2 ocasiones)

Secretaría de Seguridad 
Pública

Veracruz Curso Aspectos básicos de Derechos 
Humanos

Policías

2-dic 
(2 ocasiones)

Secretaría de Seguridad 
Pública

Veracruz Curso Seguridad pública y Derechos 
Humanos

Policías

3-dic 
(2 ocasiones)

Secretaría de Seguridad 
Pública

Veracruz Curso Los Derechos Humanos en el 
procedimiento de la 
detención

Policías
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Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

4-dic 
(2 ocasiones)

Secretaría de Seguridad 
Pública

Veracruz Curso El derecho de petición Policías

9-dic Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Zacatecas

Zacatecas Conferencia Derechos Humanos y 
democracia

Elementos

10-dic Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Zacatecas

Zacatecas Conferencia Derechos Humanos y 
seguridad pública

Elementos

10 y 11-dic 
(2 ocasiones)

Secretaría de Seguridad 
Pública

Baja California Conferencia Los Derechos Humanos 
en el procedimiento de la 
detención

Personal

15-dic Secretaría de Seguridad 
Pública

Distrito Federal Curso Sistema no jurisdiccional de 
protección a los Derechos 
Humanos

Policías

16-dic Secretaría de Seguridad 
Pública

Distrito Federal Curso Seguridad pública y Derechos 
Humanos

Policías

17-dic Secretaría de Seguridad 
Pública

Distrito Federal Curso Los Derechos Humanos 
en el procedimiento de la 
detención

Policías

18-dic Secretaría de Seguridad 
Pública

Distrito Federal Curso El derecho de petición Policías

Servidores públicos (procuración de justicia)

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

3-dic Procuraduría General de la 
República

Morelos Conferencia Derechos Humanos y 
procuración de justicia

Ministerios 
Públicos

Servidores públicos (salud)

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

5-dic Coordinación Municipal de 
Derechos Humanos 
Tlalnepantla

Estado de México Conferencia Violencia familiar Médicos

Servidores públicos (Organismos Públicos de Derechos Humanos)

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

1-dic Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Coahuila

Coahuila Curso Derechos Humanos de las 
personas que viven con 
VIH/SIDA

Personal

Servidores públicos (otros servidores públicos)

Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

23-sep 
al 10-dic

Cámara de Diputados Distrito Federal Diplomado Derechos de la mujer Diputados

8-dic Delegación Miguel Hidalgo Distrito Federal Curso Curso básico de Derechos 
Humanos

Personal
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Fecha Institución Estado Actividad Título Dirigido a

2-dic Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de 
Aguascalientes

Aguascalientes Curso Fortalecimiento a ONG Integrantes 
de ONG

3-dic Fraternidad Nacional de 
Organizaciones Unidas de 
Derechos Humanos, A. C.

Estado de México Conferencia Introducción a los Derechos 
Humanos

Integrantes 
de ONG

4-dic Comisión Estatal de 
Derechos Humanos del 
Estado de México

Estado de México Curso Derechos de las personas que 
viven con VIH/SIDA

Integrantes 
de ONG

4-dic Frente Ciudadano por 
México, A. C.

Veracruz Conferencia Introducción a los Derechos 
Humanos

Integrantes 
de ONG

4-dic Fundación Infantia, A. C. Distrito Federal Curso Derechos de las y los jóvenes Integrantes 
de ONG

5-dic Comisión Pro Observancia 
y Vigencia de Derechos 
Humanos, A. C.

Coahuila Curso Derechos Humanos y salud Integrantes 
de ONG

5-dic Comité Nacional de los 
Derechos Humanos, A. C.

Distrito Federal Conferencia Introducción a los Derechos 
Humanos

Integrantes 
de ONG

6-dic Consejo Permanente de 
Pueblos Indígenas de 
Michoacán, A. C.

Michoacán Conferencia Discriminación a grupos en 
situación vulnerable

Representantes 
de ONG

10-dic Consejo de ONG del 
Estado de Colima

Colima Curso Fortalecimiento a ONG Integrantes 
de ONG

Organizaciones sociales (Organismos No Gubernamentales)

Participantes en las 10 actividades

84

Básica

80

Media

183

Superior

Educación

Organizaciones sociales
Participantes en las 9 actividades

365

Organismos No Gubernamentales

Participantes en las 21 actividades

416

Seguridad 
pública

        38

Procuración 
de justicia

40

Salud

  30

Organismos Públicos 
de Derechos Humanos

203

Otros servidores 
públicos

Servidores públicos
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Publicaciones

Material Título
Núm. de 

ejemplares

Revista Gaceta 218 (septiembre, 2008) 1,500

CD Gaceta 218 (septiembre, 2008) 300

Revista Derechos Humanos México, año 3, número 7 1,000

Revista Derechos Humanos México, año 3, número 8 1,000

Revista Gaceta 219 (octubre, 2008) 1,500

CD Gaceta 219 (octubre, 2008) 300

Libro Pena de muerte. Debate, indulto, conmutación y abolición en México 1,000

Libro Derechos económicos, sociales, culturales y ambientales en México. 
Un índice de cobertura por entidad federativa

1,000

Libro Colección de leyes fundamentales que han regido la República Mexicana 
y de los planes que han tenido el mismo carácter desde el año de 1821 
hasta el año de 1857

2,000

Folleto Campaña Nacional para Promover la Equidad entre Mujeres y Hombres 
en el Hogar. Responsabilidades Familiares Compartidas. “Entre Tod@s es 
Mejor”

3,000

Cartel Campaña Nacional para Promover la Equidad entre Mujeres y Hombres 
en el Hogar. Responsabilidades Familiares Compartidas. “Entre Tod@s es 
Mejor”

1,000

Cartel Miles de personas son explotadas laboral y sexualmente en México… 
(trata de personas)

1,100

Cartel Derechos Humanos. Efectos de las sentencias internacionales 115

Tríptico La CNDH difunde los derechos y obligaciones en la escuela 1,000

Tríptico Campaña Nacional  para Promover la Equidad entre Mujeres y Hombres 
en el Hogar. Responsabilidades Familiares Compartidas. “Entre Tod@s es 
Mejor”

3,000

Tríptico Derechos humanos de los migrantes en México 50,000

Tríptico La trata de personas, esclavitud del siglo XXI 50,000

Tríptico Migrante, tus Derechos Humanos viajan contigo 20,000

Tríptico Programa de Agravios a Periodistas y Defensores Civiles 
de Derechos Humanos

2,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Aguascalientes 5,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Distrito Federal 6,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Tapachula 7,000

A. Listado de publicaciones del mes
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Material Título
Núm. de 

ejemplares

Calendarios Varios títulos 62

Carteles Varios títulos 49,366

Cartillas Varios títulos 3,416

Credenciales Varios títulos 499

Cuadernillos Varios títulos 498

Cuadernos Varios títulos 332

Cuadrípticos Varios títulos 2,100

Dípticos Varios títulos 11,354

Discos 
compactos

Varios títulos 691

Folletos Varios títulos 1,928

Gacetas Varios números 2,371

Informes Varios títulos 216

Libros Varios títulos 2,258

Manuales Varios títulos 592

Memorama Los derechos de la niñez, asuntos indígenas 
(caja con 48 tarjetas)

66

Revista Varios números 638

Tarjeta Donde estés y a donde vayas… Tus derechos humanos viajan contigo 
(noviembre, 2008)

5,000

Trípticos Varios títulos 79,194

Total 160,581

B. Distribución

Material Título
Núm. de 

ejemplares

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) San Cristóbal 7,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Villahermosa 7,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Coatzacoalcos 7,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Campeche 3,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Reynosa 2,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Nogales 2,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Ciudad Juárez 2,000

Díptico Atención a migrantes (extranjeros en México) Tijuana 2,000

Tarjeta Donde estés y a donde vayas… Tus derechos humanos viajan contigo 
(información para migrantes mexicanos)

50,000

CD Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
The National Human Rights Commission 
Commission Nationale des Droits de I’Homme

510

Total 241,325
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Biblioteca

A. Incremento del acervo

B. Compra, donación, intercambio y depósito

a. Compra

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre

200

180

160

140

120

100

80

60

40

20

0

117

129

80 76

142
136 134

119 118

68

118
113

140

120

100

80

60

40

20

0 0

5

65

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre

36 37
39

47

28 27 25 25

18



GACETA
DIC/2008

40

In
fo

rm
e 

m
en

su
al

b. Donación

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre

120

110
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90

80

70

60

50

40

30

20

10

0

26 27

37

12 13

40

54

64
69

22
20

25

c. Intercambio
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5

28

3

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre
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47

d. Depósito

86
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69

0

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre

10

0

13 1215

6

21
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18
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Transparencia

A. Solicitudes de información en trámite, recibidas
y contestadas

Diciembre

Solicitudes de Núm.

Información en trámite 63

Información recibidas 27

Información contestadas 40

Expediente Área responsable Solicitud
Causa de 

conclusión

2008/322 Primera Visitaduría 
General

Solicita toda la información contenida en cada uno de los expedientes 
que dieron origen a las Recomendaciones 82/2004 y 21/2005 
emitidas por ese Organismo Nacional de protección a los Derechos 
Humanos, con excepción del nombre de los quejosos, así como de 
cualquier otro dato confidencial en términos de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información.

Información 
clasificada como 
confidencial o 

reservada 
 

Información 
proporcionada

2008/323 Primera Visitaduría 
General

Solicita la información que al día de hoy obre en poder de esta 
Comisión Nacional en relación con el cumplimiento de las 
Recomendaciones tercera y quinta de la Recomendación 21/2005 
dirigida a la Secretaría de Educación Pública. Cabe hacer notar que 
de la revisión de los informes anuales de la CNDH no se desprende 
información alguna respecto al nivel de cumplimiento de los 
mencionados puntos tercero y quinto de la Recomendación.

Información 
proporcionada 

 
Información 

clasificada como 
confidencial o 

reservada

2008/324 Primera Visitaduría 
General

Solicita la información contenida en el expediente que dio origen a la 
Recomendación General Número 8, sobre el caso de la discriminación 
en las escuelas a menores portadores de VIH o que padecen de SIDA, 
así como los estudios que para el efecto realizó esa Comisión 
Nacional o cualquier otro documento que hubiese servido para su 
motivación, de conformidad con el artículo 140 del Reglamento 
Interno de la CNDH. 
La información contenida en el estudio general realizado por esa 
Comisión Nacional para verificar el cumplimiento de dicha 
Recomendación general, también de acuerdo con el citado precepto 
reglamentario. En caso de que ese estudio se encuentre en proceso 
de elaboración, favor de proporcionar la información que al momento 
se desprenda del mismo.

Información 
proporcionada 

 
Información 

clasificada como 
confidencial o 

reservada

B. Solicitudes de información contestadas en el periodo
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Expediente Área responsable Solicitud
Causa de 

conclusión

2008/325 Cuarta Visitaduría General Solicita acceso a la información de los siguientes expedientes: 
CNDH/122/94/CHAM/70.25, CNDH/121/94/CHIS/602, 
CNDH/121/90/CHIS/181, CNDH/122/91/CHIS/718.3, 
CNDH/122/91/CHIS/CO1995.000, CNDH/122/92/CHIS/
COO587.003, CNDH/122/93/CHIS/3419.003 y CNDH/122/92/
CHIS/587.003.

Información 
proporcionada

2008/329 Primera Visitaduría General Queja interpuesta con el siguiente número 2006/5171/1/Q y la 
resolución que hizo el Primer Visitador de la CNDH, Raúl 
Plascencia Villanueva, respecto a dicha queja. La queja fue 
presentada por los hermanos Bribiesca contra la Comisión 
Especial de Investigación de la Cámara de Diputados.

Falta de interés 
del solicitante

2008/345 Oficialía Mayor Solicita copia simple del Reglamento para la Operación del 
Fondo de Separación Individualizada de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, así como de las reformas realizadas al 
mismo relacionadas con el trámite y requisitos para el retiro del 
fondo de separación individualizada. La información solicitada 
también podría ser puesta a la vista vía el correo electrónico 
registrado.

Falta de interés 
del solicitante

2008347 Primera Visitaduría General Solicita toda la información contenida en cada uno de los 
expedientes que dieron origen a las Recomendaciones 39/2008, 
53/2004, 74/2004 y 18/2005 emitidas por ese Organismo 
Nacional de protección a los Derechos Humanos. 
Asimismo, solicita la información que al día de hoy obre en 
poder de esa Comisión Nacional en relación con el cumplimiento 
de las citadas Recomendaciones, así como de la Recomendación 
82/2004.

Información 
proporcionada 

 
Información 

clasificada como 
confidencial o 

reservada

2008/348 Cuarta Visitaduría General 
 
Dirección General de 
Comunicación Social 
 
Dirección General de Quejas 
y Orientación 
 
Primera Visitaduría General 
 
Secretaría Técnica del 
Consejo Consultivo 
 
Segunda Visitaduría General 
 
Tercera Visitaduría General 
 
Centro Nacional de Derechos 
Humanos 
 
Quinta Visitaduría General

1. Los datos generales correspondientes a las Recomendaciones 
y Recomendaciones generales emitidas por la CNDH entre el 1 
de enero de 2000 y el 29 de septiembre de 2008 con motivo de 
irregularidades relacionadas con el derecho a la educación por 
parte de autoridades de cualquiera de los niveles de gobierno.
2. Los programas o planes de estudio de los cursos de 
capacitación impartidos por la CNDH entre el 1 de enero de 
2000 y el 11 de septiembre de 2008 dirigidos tanto al personal 
de Instituciones Educativas de todos los niveles, así como a su 
alumnado en los distintos niveles de gobierno, así como 
información relativa a los objetivos pedagógicos de cada uno de 
dichos cursos, la metodología y las técnicas empleadas, los 
temas abordados, los materiales didácticos utilizados, el número 
y perfil de los participantes y los resultados obtenidos al cabo de 
los cursos.
3. Los datos generales de los informes especiales emitidos por el 
Organismo entre el 1 de enero de 2000 y  el  29  de  septiembre  
de  2008  con motivo de irregularidades o deficiencias en la 
prestación del servicio público de educación de las autoridades 
de cualquiera de los tres niveles de gobierno.
4. Los documentos de divulgación elaborados y difundidos por 
el Organismo entre el 1 de enero de 2000 y el 29 de septiembre 
de 2008 dirigidos a promover la plena efectividad del derecho a 
la educación en el país.
5. El número de expedientes de quejas abiertas de oficio por 
este Organismo con motivo de diferencias generales o 
particulares en los servicios de educación que  prestan  los  
distintos  niveles  de  gobierno  y  que redundarían en 
violaciones al derecho de la población a la educación.
6. El texto íntegro de los posicionamientos o pronunciamientos 
oficiales que la CNDH o el Presidente de la misma hayan 
realizado respecto de los planes y el programas desarrollados 
por el Gobierno Federal en materia de educación entre el 1 de 
enero de 2000 y el 29 de septiembre de 2008.
7. Una relación de los documentos de investigación o 
documentos académicos producidos por el personal de la CNDH 
en materia de derecho a la educación entre el 1 de enero de 
2000 y el 29 de septiembre de 2008, especialmente de aquellos 
que contienen diagnósticos, análisis y propuestas en dicha 
materia.
8. Una relación de las actividades que la CNDH ha realizado 
entre el 1 de enero de 2000 y el 29 de septiembre de 2008 con 
el propósito de contribuir al mejoramiento de la educación en el 
país o en alguna región del mismo.

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 
 

Información 
proporcionada
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Expediente Área responsable Solicitud
Causa de 

conclusión

2008/355 Primera Visitaduría General Solicita copia de todos los oficios dirigidos al Presidente de la 
CNDH del Comité Organizador de la Primera Marcha 
Internacional contra la Homofobia.

Falta de interés 
del solicitante

2008/367 Dirección General de Asuntos 
Jurídicos

Solicita el convenio de colaboración para el establecimiento de 
una red integral a víctimas del delito y del abuso del poder, el 
cual fue firmado por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos y el estado de Hidalgo el 13 de junio de 2005.

Falta de interés 
del solicitante

2008/368 Segunda Visitaduría General Solicita copia del expediente número CNDH/122/92/CHIS/5652. Información 
proporcionada 

 
Información 

clasificada como 
confidencial o 

reservada

2008/370 Coordinación General de 
Comunicación y Proyectos 
 
Tercera Visitaduría General

Solicita la opinión de la CNDH sobre la nueva Ley de Justicia 
Integral para Adolescentes en los diferentes estados.

Falta de interés 
del solicitante

2008/379 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita lo siguiente: “información verídica de casos sobre la 
violación de los Derechos Humanos” (sic).

Falta de interés 
del solicitante

2008/383 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita informes sobre el nombre completo de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos en el Estado de Zacatecas, así 
como su dirección y el nombre del Presidente de dicho 
Organismo.

Falta de interés 
del solicitante

2008/438 Dirección General de 
Planeación y Análisis

Solicita saber los avances que existen dentro del Programa de 
Protección y Defensa de los Derechos Humanos, de acuerdo a 
los compromisos contemplados en el Programa Anual de Trabajo 
2008-2012.

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 
 

Información 
proporcionada

2008/444 Primera Visitaduría General Solicita: 
- Copia simple de los oficios que la CNDH emite a la Directora 
del Hospital Psiquiátrico Infantil “Dr. Juan N. Navarro”, 
numerados como 21006 y 24417 en respecto a la queja metida 
por padres y madres de familia del hospital con expediente 
CNDH/1/2008/2598/Q y enunciados en oficios dirigido a la 
señora Xochil Bustos Miranda CV1/36150-CEXPO8/2598. 
- Copia simple del mismo número de queja de los oficios 
dirigidos a Director General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría 
de Salud enumerados como el 21007 y 24416. 
- Copia simple de la respuesta de la Directora del HPIJNN, doña 
María Pérez Ordaz, y la documentación adjunta que la misma 
haya enviado para sustentar su dicho. 
- Copia simple de la respuesta de la Secretaría de Salud, a través 
del Director General de Coordinación de los Hospitales Federales 
de referencia de la misma Secretaría. 
- Copia simple de la documentación adjunta que enuncia el 
párrafo segundo de la contestación a la queja de madres y 
padres del nosocomio en comento.

Información 
proporcionada 

 
Información 

clasificada como 
confidencial o 

reservada

2008/449 Secretaría Ejecutiva 
 
Comité de Información

Solicita lo siguiente: “número de comunicaciones recibidas por la 
CNDH del extranjero sobre casos de presuntas violaciones a 
Derechos Humanos desde 1990 hasta 2006 que incluya: 1) 
porcentaje sobre cuántas de estas comunicaciones provienen de 
ONG internacionales y particulares, 2) nombre y número de 
quejas presentadas por cada ONG internacional. Ejemplo” (sic).

No se encontró la 
información 

 
Información 

proporcionada

2008/450 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita lo siguiente: “derechos y obligaciones de los presos”. Falta de interés 
del solicitante
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Causa de 

conclusión

2008/453 Oficialía Mayor Solicita lo siguiente: “por qué se adquirieron vehículos 
automotores nuevos en 2007 y por qué no se han enajenado los 
vehículos anteriores, el costo de su manutención, quiero decir 
cuánto le ha costado a la CNDH resguardar esos vehículos y que 
la misma CNDH me informe por qué no se ha desecho de los 
mismos, además, en qué basa la CNDH compra vehículos 
blindados, dónde está el fundamento para hacerlo”.

Información 
proporcionada

2008/470 Dirección General de Quejas 
y Orientación

Solicita lo siguiente: “cuántas quejas ha recibido la CNDH, tanto 
las que recibe de forma directa como las que reciben las 
Comisiones de cada estado, en contra del Ejército Mexicano, en 
lo que va de este año 2008”.

Información 
proporcionada

2008/473 Dirección General de Quejas 
y Orientación

Solicita lo siguiente: “número de expedientes de recurso de 
impugnación que en los años 2005, 2006, 2007 y 2008 se 
concluyeron por las causales de confirmación de la resolución 
definitiva del Organismo Local de Derechos Humanos y 
declaración de suficiencia en el cumplimiento de la 
Recomendación formulada por el Organismo Estatal respectivo, 
previstas en el artículo 66 de la Ley de la CNDH, especificando el 
número de cada una de ellas y señalando quién suscribió los 
oficios respectivos”.

Información 
proporcionada

2008/477 Dirección General de Quejas 
y Orientación 
 
Quinta Visitaduría General

Solicita lo siguiente: “cuántas quejas se han interpuesto ante la 
Comisión Nacional, relativas a pornografía de infantes en 
internet, así como todas aquellas intervenciones que haya tenido 
la Comisión en ese tema. De igual forma, deseo conocer la 
postura oficial de la Comisión en cuanto a la pornografía infantil 
en internet”.

Información 
proporcionada

2008/481 Dirección General de 
Planeación y Análisis

Solicita archivos en Word o PDF que contengan la metodología, 
fuentes, bibliografía y texto final del documento sobre 
armonización de la legislación en las entidades federativas, así 
como la misma información sobre el IEDESCA.

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 
 

Información 
proporcionada

2008/485 Dirección General de Quejas 
y Orientación

Solicita información respecto al maltrato a los niños de 6 a 12 
años en Nayarit. Solicita la información de las denuncias en los 
últimos tres años.

Información 
proporcionada

2008/486 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita la siguiente información: “cómo se estructura una 
Recomendación y un documento de no responsabilidad” (sic).

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 
 

Información 
proporcionada

2008/488 Oficialía Mayor Solicita la siguiente información: “solicito cuáles fueron los 
criterios de contratación del Subdirector del Programa de 
VIH/SIDA de la CNDH”. (sic)

Información 
proporcionada

2008/491 Oficialía Mayor Solicita la siguiente información: “copia del contrato del licenciado 
Omar Feliciano Mendoza, Subdirector del Programa del 
VIH/SIDA de la CNDH protegiendo los datos personales” (sic).

Información 
proporcionada

2008/492 Tercera Visitaduría General Solicita la siguiente información: “datos del diagnóstico nacional 
de supervisión penitenciaria 2008 relativos al estado de 
Aguascalientes, como número de recursos en los tres Centros 
Penitenciarios y en el Centro de Internamiento para Menores, así 
como cuántos internos son por asuntos de fuero común, 
cuántos existen en cada centro, cuántos son sentenciados y 
cuántos procesados, si existen centros de atención médica en 
todos los centros y qué condiciones tienen, cuánto cuesta su 
alimento, etc.” (sic).

Información 
proporcionada 

 
Información 

publicada o en la 
página de  internet 

de la CNDH

2008/493 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita la siguiente información: “favor de enviar los nombres de 
las personas que están encargadas en las instituciones públicas a 
que se refiere el Capítulo III, artículo 15 de la Ley de las Personas 
Adultas Mayores, gracias” (sic).

Información 
proporcionada
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Causa de 

conclusión

2008/494 Dirección General de Quejas 
y Orientación

Solicita la siguiente información: ¿cuál es el total de quejas que 
ha recibido la CNDH por casos de tortura en las cárceles del 
país? ¿Cuál es el total de quejas que la CNDH ha documentado 
por irregularidades en arraigos, durante los dos últimos años de 
gobierno de Vicente Fox y los que lleva Felipe Calderón? y 
¿Cuántos por violación a los Derechos Humanos?” (sic).

Información 
proporcionada

2008/495 Dirección General de Asuntos 
Jurídicos 
 
Comité de Información

Solicita la siguiente información: “copia del convenio que realizó 
la CNDH con la Organización Aids Healthcare Foundation” (sic).

No se encontró la 
información

2008/496 Dirección General de Asuntos 
Jurídicos 
 
Comité de Información

Solicita la siguiente información: “copia del convenio y/o 
acuerdo que celebró la CNDH con la Agencia de Noticias sobre 
Diversidad Sexual (ANODIS) para la estrategia de “Hazte la 
prueba” (sic).

No se encontró la 
información

2008/499 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita la siguiente información: “información respecto a la 
forma de designación de los miembros del Consejo y Presidente 
de las Delegaciones Estatales de la CNDH conforme a la 
normatividad que resulta aplicable; asimismo, se me informe, en 
caso de existir convocatorias en los estados de la República para 
la designación de sus miembros, las fechas de publicación de las 
mismas” (sic).

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 
 

Información 
proporcionada

2008/501 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita la siguiente información: “formato de denuncia de 
violación de Derechos Humanos” (sic).

Información 
proporcionada 

 
Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/503 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita la siguiente información: “solicito a través de medio 
magnético (correo electrónico, CD, memoria, etc.) el manual de 
calificación de hechos violatorios de la CNDH” (sic).

Información 
proporcionada

2008/505 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita la siguiente información: “por medio de este conducto 
me dirijo ante la CNDH para que, de ser posible, se me pudiera 
dar a conocer algún caso relacionado con los agentes de la AFI 
para un trabajo escolar” (sic).

Información 
proporcionada 

 
Información 

publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH

2008/506 Dirección General de Quejas 
y Orientación

Solicito la siguiente información: “cantidad de denuncias que se 
hacen sobre las siguientes violaciones: + verbal, + emocional o 
psicológica, + física, + económica o financiera, + sexual, + social 
y + ambiental. Nota: denuncias realizadas en junio de 2008” 
(sic).

Información 
proporcionada

2008/512 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita información respecto de su expediente de queja con 
número 2007/2473/1/Q.

Información 
proporcionada

2008/513 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita un informe sobre el derecho a la justicia en México. En lo 
particular sobre al acceso a la justicia por las minorías, la 
independencia del poder y la corrupción en el poder judicial.

Información 
publicada o en la 
página de internet 

de la CNDH 
 

Información 
proporcionada

2008/514 Unidad de Enlace de 
Transparencia

Solicita: 
1.- El status actual del expediente de queja número 
CND/1/2008/264/Q. 
2.- Si el estado procesal de la queja número CND/1/2008/264/Q 
permite la consulta directa el mismo. 
3.- Informe, en relación a la queja número CND/1/2008/264/Q, 
si han ingresado nuevas quejas o han surgido nuevas 
investigaciones por parte de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos.

Información 
proporcionada
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C. Recursos en trámite, recibidos y resueltos

Diciembre

Recursos Núm.

En trámite 2

Recibidos 0

Resueltos 1

Expediente Recurso
Causa de 

conclusión

2008/6 Interpone recurso de revisión en contra de la negativa a proporcionar el nombre del 
servidor público que excluye del rol de guardia a la licenciada María Elena Pérez Vega, 
así como la negativa de conocer el motivo de esta exclusión.

Desechado, 
sobreseído, admitido 

sobreviene causal 
de improcedencia
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Programa de Visitas a Lugares 
de Detención en Ejercicio 

de las Facultades del Mecanismo 
Nacional de Prevención de la Tortura

Centros visitados

Núm. Estado Municipio Centro

1 Distrito Federal Agencia del Ministerio Público: TLH-1 
de la Fiscalía Desconcentrada en Tláhuac

2 Distrito Federal Agencia del Ministerio Público: TLP-4 
de la Fiscalía Desconcentrada en Tlalpan

3 Distrito Federal Agencia del Ministerio Público: COY-3 de 
la Fiscalía Desconcentrada en Coyoacán

4 Querétaro Querétaro Agencia del Ministerio Público: números I, 
IX-D y XII, Especializadas en Hechos 
de Tránsito y en Violencia Familiar

5 Querétaro Pedro Escobedo Agencia del Ministerio Público

6 Querétaro San Juan del Río Agencia del Ministerio Público

7 Querétaro Colón Agencia del Ministerio Público

8 Querétaro Huimilpan Agencia del Ministerio Público

9 Querétaro Corregidora Agencia del Ministerio Público

10 Querétaro Centro de Readaptación Social: Varonil 
y Femenil “San José el Alto”

11 Querétaro Centro de Readaptación Social de San 
Juan del Río

12 Querétaro Centro de Readaptación Social: Centro 
de Internamiento para Menores

13 Querétaro Amenalco de Bonfil Cárcel

14 Querétaro Pedro Escobedo Cárcel

15 Querétaro San Juan del Río Cárcel

16 Querétaro Tequisquiapan Cárcel

17 Querétaro Jalpan de Serra Cárcel

18 Querétaro Peñamiller Cárcel
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Núm. Estado Municipio Centro

19 Querétaro Colón Cárcel

20 Querétaro Querétaro Juzgado Cívico Santa Rosa Jáuregui

21 Querétaro Querétaro Juzgado Cívico Epigmenio Flores

22 Querétaro El Marqués Dirección de Seguridad Pública, Tránsito 
y Protección Civil de El Marqués

23 Querétaro El Marqués Área de Arresto de la Delegación 
Municipal de la Griega

24 Distrito Federal Hospital de Psiquiatría Médica 
con Unidad Familiar Núm. 10

25 Distrito Federal Hospital Regional de Psiquiatría “Morelos”

26 Distrito Federal Hospital Psiquiátrico Infantil 
“Dr. Juan N. Navarro”

27 Distrito Federal Hospital Psiquiátrico “Dr. Samuel 
Ramírez Moreno”

28 Distrito Federal Hospital Psiquiátrico “Fray Bernardino 
Álvarez”

29 Chihuahua Ciudad Juárez Escuela de Mejoramiento Social para 
Menores “México”

30 Chihuahua Chihuahua Escuela de Rehabilitación para Menores 
Infractores “José María Morelos y Pavón”

31 Chihuahua Ciudad 
Cuauhtémoc

Centro de Rehabilitación para Menores 
Infractores “12 de Octubre”
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Actividades de la CNDH

 Presidencia

• Sesión Internacional dedicada al LX Aniversario de la Declaración  
Universal de los Derechos Humanos en el Museo Nacional  
de Auschwitz

El 5 de diciembre de 2008, al participar en la Sesión Internacional dedicada al LX 
Aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos en el Museo 
Nacional de Auschwitz-Birkenau, en una discusión sobre la libertad de creencias, 
el Presidente de la CNDH, José Luis Soberanes Fernández, precisó que los esta-
dos más pobres suelen ser donde se ha extendido más la presencia de sectas re-
ligiosas.

“En sus manifestaciones más violentas, dijo, los problemas de intolerancia re-
ligiosa se presentan fundamentalmente en Chiapas, Oaxaca y Guerrero, donde 
las autoridades ejidales y, especialmente, los caciques locales se valen de medios 
violentos para tratar de controlar a los grupos minoritarios si éstos no cooperan 
económicamente o no participan en las fiestas religiosas o cuando pretenden pro-
pagar la doctrina que profesan”.

Tras señalar que México es un país preponderantemente católico (80 %) y las 
amenazas que enfrenta la libertad religiosa no se relacionan con la rivalidad en-
tre los creyentes y los no creyentes, sino con las nuevas realidades religiosas de 
carácter sectario, puso de relieve que la CNDH ha observado que hay quienes 
las consideran simplemente como pequeños grupos sin importancia, o quienes las 
denuestan y difaman, lo que conlleva a una creciente propagación de la intole-
rancia.

Ante Ombudsman de varios países y representantes de las autoridades de la 
República de Polonia y de la Comisión Europea, el Ombudsman mexicano hizo un 
recuento histórico para entender mejor la situación de la libertad de religión en 
México, y de manera similar en el resto de los países latinoamericanos.

Soberanes Fernández destacó tres grandes periodos en lo relativo al tema de 
la libertad religiosa y su sucedáneo —la relación Iglesia-Estado—: la época colonial, 
el México independiente y la Reforma liberal.

Explicó que en la época colonial el Estado español en Indias era un Estado mi-
sional, no sólo por conveniencia, sino también por convicción, pues los reyes cas-
tellanos sentían tener una vocación evangelizadora. En esa época se desarrolló 
al mismo tiempo la contrarreforma, cuyo objetivo consistía en renovar la Iglesia 
y evitar el avance de las doctrinas protestantes. Reinaba el estado confesional y, 
consecuentemente, la intolerancia religiosa era absoluta hacia todo aquello que 
no fuera católico.
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“La dominación española en nuestra patria concluyó en medio de un intenso 
debate en donde la relación del Estado español con la Iglesia católica, que de 
por sí nunca fue clara ni precisa, era profundamente revisada”.

Refirió que la independencia de México supuso nuevos problemas eclesiásticos 
severos, aparte de los heredados de la etapa anterior. Se refirió a los rompimien-
tos con la metrópoli, con el conducto que unía a la iglesia local con la Santa Sede 
y al social interno. No obstante, precisó, la independencia trajo consigo el estable-
cimiento de un Estado liberal y relativamente democrático, lo que implicó mayor 
grado de tolerancia religiosa.

Expuso que en el México posrevolucionario la libertad religiosa ha tenido diver-
sas etapas. La Constitución Política de 1917, en su redacción original, adoptaba 
una postura no sólo antirreligiosa, sino violatoria de los Derechos Humanos, en-
tre cuyos preceptos estaban las prohibiciones para fundar órdenes monásticas, 
así como el desconocimiento de la personalidad jurídica de todas las agrupacio-
nes religiosas.

Sin embargo el gobierno mexicano no adoptó una política antirreligiosa sino 
has ta la segunda mitad del decenio de 1920, mediante una persecución en con-
tra del catolicismo, conocida como la Guerra Cristera, que terminó mediante acuer-
dos entre la jerarquía católica y el gobierno federal, los cuales no derogaron las 
disposiciones constitucionales sobre la materia, pero dejaron de aplicarse. Dicha 
situación, de relativa simulación, llegó a su término con la adopción de reformas 
a la Constitución en 1992.

En este encuentro se hizo una revisión a la historia y a las consideraciones so-
bre los retos modernos relacionados con los Derechos Humanos, desde la pers-
pectiva de varias culturas y tradiciones.

Soberanes Fernández participó, además, en diversas actividades culturales en 
el Centro para Diálogo de Oswiecim y coincidió en actos con diversas personali-
dades, entre ellas el Ombudsman de Israel, Micha Lindenstrauss, y el cardenal 
metropolitano de Cracovia, Stanislaw Dziwisz.

 Primera Visitaduría General

PROGRAMA DE VIH/SIDA

• Impartición del cursos sobre Derechos Humanos  
en Hermosillo, Sonora

Los días 4 y 5 de diciembre personal del Programa de VIH/SIDA de la CNDH par-
ticipó en el Seminario-Taller Prevención de VIH en Usuarios de Drogas Inyectadas, 
organizado por El Colegio de Sonora, los Servicios de Salud del estado y el Cen-
tro Nacional para la Prevención y Atención del VIH/SIDA.

En esa ocasión, el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Director del Progra-
ma de VIH/SIDA de la CNDH, impartió los cursos “Los Derechos Humanos y el 
VIH/SIDA” y “El papel institucional en la prevención del VIH en usuarios de drogas 
inyectadas”, en las cuales enfatizó la vulnerabilidad particular de los usuarios de 
drogas y el derecho a la protección de la salud.

En el evento participaron 20 servidores públicos.
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• Impartición del curso “Derechos Humanos de las personas  
que viven con VIH/SIDA”, en Temixco, Morelos

En coordinación con la Comisión de Derechos Humanos de Morelos, el 1 de di-
ciembre de 2008, el Subdirector del Programa de VIH/SIDA de la CNDH, licencia-
do Omar Feliciano Mendoza, participó en la Conmemoración del Día Mundial de 
Lucha contra el SIDA, para lo cual se impartió una conferencia magistral en la Uni-
versidad del Valle de México en Temixco, Morelos, en la que se abordó el tema 
del ejercicio de los Derechos Humanos como una forma de evitar contextos de vul-
nerabilidad que ponen a los jóvenes en riesgo.

 Al evento acudieron 200 alumnos de la universidad mencionada.

• Participación en el Foro “De Joven a Joven”, en Acapulco, Guerrero

El 2 de diciembre de 2008, en conjunto con la asociación civil Grupo de Amigos 
con VIH, el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa de VIH/
SIDA de la CNDH, participó en el Foro “De Joven a Joven”, con una conferencia 
titulada “Los Derechos Humanos y el VIH/SIDA”, con la finalidad de familiarizar 
a los jóvenes con este tema.

 El evento se llevó a cabo en el Auditorio “Guillermo Soberón” de la Universi-
dad Americana de Acapulco, Guerrero, y asistieron 200 personas.

• Impartición de la conferencia “Los Derechos Humanos  
y el VIH/SIDA”, en la ciudad de México

El 3 de diciembre de 2008, dentro del marco del Día Mundial de Lucha contra el 
SIDA, el licenciado Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa de VIH/SIDA 
de la CNDH, impartió una conferencia titulada “Los Derechos Humanos y el VIH/
SIDA”, en la que destacó la Recomendación General Número 8 de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, sobre la discriminación en las escuelas a los 
portadores de VIH.

El evento se llevó a cabo en las instalaciones del Centro Médico Nacional; es-
tuvo dirigido a estudiantes, funcionarios y al público en general, y asistieron 27 
personas.

 Tercera Visitaduría General

PROGRAMA DE VISITAS DE SUPERVISIÓN A LUGARES DE DETENCIÓN  
EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES DEL MECANISMO NACIONAL  
DE PREVENCIÓN DE LA TORTURA

Durante diciembre de 2008, esta Comisión Nacional, en su calidad de Mecanis-
mo Nacional de Prevención de la Tortura (MNPT), realizó 34 visitas de seguimiento 
con el propósito de verificar las acciones realizadas por las autoridades respon-
sables de solventar las irregularidades señaladas en los Informes del MNPT núme-
ros 1/2008, 2/2008, 3/2008 y 4/2008, para lo cual se supervisaron los lugares 
de detención que se mencionan a continuación:
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Respecto del Informe 1/2008 se supervisaron las siguientes Agencias del Mi-
nisterio Público dependientes de la Procuraduría General de Justicia del Dis trito 
Federal: 

•	 TLH-1 de la Fiscalía Desconcentrada en Tláhuac.
•	 TLP-4 de la Fiscalía Desconcentrada en Tlalpan.
•	 COY-3 de la Fiscalía Desconcentrada en Coyoacán.

Por lo que se refiere al seguimiento del Informe 2/2008, sobre los lugares de 
detención que dependen del Gobierno del Estado de Querétaro, se realizaron 
visitas de seguimiento a los siguientes lugares:

— Agencias del Ministerio Público dependientes de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Querétaro:
•	 Números I, IX-D y XII, Especializadas en Hechos de Tránsito y en Violencia 

Familiar, así como a las ubicadas en los municipios de Pedro Escobedo, 
San Juan del Río, Colón, Huimilpan y Corregidora.

— Centros de Readaptación Social:
•	 Varonil y Femenil “San José El Alto”.
•	 Centro de Readaptación Social de San Juan del Río.
•	 Centro de Internamiento para Menores.

En cuanto al seguimiento del Informe 3/2008, dirigido a las autoridades mu-
nicipales del estado de Querétaro, se visitaron las cárceles ubicadas en:

•	 Amealco de Bonfil.
•	 Pedro Escobedo.
•	 San Juan del Río.
•	 Tequisquiapan.
•	 Jalpan de Serra.
•	 Peñamiller.
•	 Colón.

Del mismo modo, los siguientes Juzgados Cívicos del municipio de Querétaro:

•	 Santa Rosa Jáuregui.
•	 Epigmenio Flores.

Igualmente, se visitaron las siguientes áreas en el municipio de El Marqués:

•	 Dirección de Seguridad Pública, Tránsito y Protección Civil de El Marqués.
•	 Área de Arresto de la Delegación Municipal de La Griega.

Finalmente, en relación con el seguimiento de las observaciones plasmadas en 
el Informe 4/2008, sobre los hospitales psiquiátricos que dependen del Gobierno 
Federal, se visitaron las siguientes instituciones:

— Dependientes del Instituto Mexicano del Seguro Social:
•	 Hospital de Psiquiatría Médica con Unidad Familiar Número 10.
•	 Hospital Regional de Psiquiatría “Morelos”.

—Dependientes de la Secretaría de Salud:
•	 Hospital Psiquiátrico Infantil “Dr. Juan N. Navarro”.
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•	 Hospital Psiquiátrico “Dr. Samuel Ramírez Moreno”.
•	 Hospital Psiquiátrico “Fray Bernardino Álvarez”.

Por otra parte, con la finalidad de dar seguimiento a la aplicación del nuevo 
sistema de justicia integral para adolescentes en el estado de Chihuahua, duran-
te el periodo comprendido del 8 al 10 de diciembre un Visitador Adjunto se pre-
sentó en las instalaciones de los siguientes establecimientos:

•	 Escuela de Mejoramiento Social para Menores “México”, ubicada en Ciudad 
Juárez.

•	 Escuela de Rehabilitación para Menores Infractores “José María Morelos y 
Pavón”, en la ciudad de Chihuahua.

•	 Centro de Rehabilitación para Menores Infractores “12 de Octubre”, en Ciu-
dad Cuauhtémoc.

Durante estas visitas se realizaron recorridos por dichas instalaciones, para 
conocer la situación jurídica de los adolescentes, así como para verificar sus con-
diciones de internamiento y el respeto a sus Derechos Humanos.

En forma adicional, se entrevistó a diversas autoridades involucradas en la 
aplicación del Sistema de Justicia para Adolescentes, como Agentes del Ministe-
rio Público, Jueces, Defensores de Oficio, Directores y personal jurídico y técnico, 
todos ellos especializados en la materia.

 Cuarta Visitaduría General

DIRECCIÓN DE ANÁLISIS, ESTUDIO E INVESTIGACIÓN

• 6o. Encuentro de Educación Intercultural 2008, en Hidalgo

La Cuarta Visitaduría General, como parte de las actividades de promoción y 
difusión de los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas, en conjunto con la 
Coordinación General de Educación Intercultural y Bilingüe de la Secretaría de 
Educación Pública, impartió una conferencia sobre los Derechos Humanos de los 
pueblos indígenas y la labor de la Cuarta Visitaduría de la CNDH, el 4 de diciem-
bre de 2008, en el municipio de Ixmiquilpan, Hidalgo, con la participación de 
aproximadamente 60 personas, padres y madres de familia de comunidades in-
dígenas de la región del Mezquital, pertenecientes a la etnia otomí.

En el evento se proporcionó información respecto de la importancia de pro-
mover una cultura de reconocimiento y respeto a los derechos de los pueblos 
indígenas y se destacó el trabajo que la Cuarta Visitaduría de la CNDH desarrolla 
en materia de su defensa, así como la atención de quejas que se reciben por 
concepto de presuntas violaciones a los Derechos Humanos de los integrantes 
de pueblos y comunidades indígenas.

• Taller de Seguimiento del Programa Interactivo para el Desarrollo  
de la Lengua Hñahñu (Uantakua), en Hidalgo

La Cuarta Visitaduría General, en cumplimiento de sus actividades de promo-
ción y difusión de los Derechos Humanos de los pueblos indígenas, en coordi-
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nación con el Centro Estatal de Lenguas y Culturas Indígenas de la Secretaría de 
Educación Pública de Hidalgo y la Coordinación General de Educación Intercultu-
ral y Bilingüe de la Secretaría de Educación Pública, en Ixmiquilpan, Hidalgo, parti-
cipó, los días 4 y 5 de diciembre de 2008, en el Taller de Seguimiento del Programa 
Interactivo para el Desarrollo de la Lengua Hñahñu (Uantakua). 

En dicha ocasión se impartió una conferencia magistral titulada “Derechos 
Humanos de los pueblos indígenas e interculturalidad”, además de que colaboró 
en el taller del Centro Estatal de Lenguas y Culturas Indígenas. Participaron 230 
maestros bilingües de la región de Ixmiquilpan, Hidalgo.

Cabe destacar que se trabajó en la identificación de los Derechos Humanos de 
los hablantes de lenguas indígenas, y se informó a los maestros bilingües so bre los 
Derechos Humanos de los pueblos indígenas y su relación con la interculturalidad.

Durante el desarrollo de las actividades se destacó el trabajo de la Cuarta Vi-
sitaduría General de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en la defen-
sa de los Derechos Humanos de los pueblos indígenas de México. 

Otras instituciones participantes fueron el Instituto Nacional de Lenguas Indíge-
nas, la Dirección General de Educación Indígena y la Universidad Autónoma del 
Estado de Hidalgo.

• 6o. Encuentro de Educación Intercultural. Reflexiones  
y Testimonios de la Práctica Docente en Torno a la  
Educación Intercultural y Bilingüe

Como parte de las actividades de promoción y difusión de los Derechos Humanos 
de los pueblos indígenas que tiene encomendadas la Cuarta Visitaduría General, 
se participó en el 6o. Encuentro de Educación Intercultural. Reflexiones y Testi-
monios de la Práctica Docente en Torno a la Educación Intercultural y Bilingüe.

Esta actividad se llevó a cabo en coordinación con el Centro Estatal de Lenguas 
y Culturas Indígenas de la Secretaría de Educación Pública de Hidalgo y la Coor-
dinación General de Educación Intercultural y Bilingüe de la Secretaría de Educa-
ción Pública, en Pachuca, Hidalgo, los días 8 y 9 de diciembre de 2008.

En esa ocasión, personal de la Cuarta Visitaduría impartió una conferencia ma-
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gistral sobre “Derechos Humanos de los pueblos indígenas e interculturalidad” y 
colaboró en el Panel “Género y Educación”, con el tema “Derechos Humanos de 
las mujeres indígenas”. En esta actividad se contó con la participación de 165 
maestros bilingües del estado de Hidalgo.

Es importante mencionar que se trabajó en la identificación de los Derechos 
Humanos de las mujeres indígenas en la educación intercultural y se informó a 
los maestros bilingües sobre los Derechos Humanos de los pueblos indígenas y 
su relación con la interculturalidad. Durante el desarrollo de las actividades se 
destacó el trabajo de la Cuarta Visitaduría General de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos en la defensa de los Derechos Humanos de los pueblos indí-
genas de México. 

En este evento también participaron el Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación, el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, la Dirección General de 
Educación Indígena, la Dirección General de Culturas Populares, la Universidad 
Autónoma del Estado de Hidalgo y la Universidad Pedagógica Nacional.
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• 1er. Foro Regional de Derechos Humanos de las Comunidades  
Indígenas, en San Luis Potosí

La Cuarta Visitaduría General, como parte de las actividades de promoción y di-
fusión de los Derechos Humanos de los pueblos indígenas, en coordinación con 
Visión Mundial México, A. C., llevó a cabo el 1er. Foro Regional de Derechos Hu-
manos de las Comunidades Indígenas, el cual se realizó los días 9 y 10 de diciem-
bre de 2008, en El Naranjal, municipio de Xilitla y cabecera municipal de Coxca-
tlán, en el estado de San Luis Potosí, con la participación de aproximadamente 
115 personas, entre representantes indígenas y autoridades de diversas comuni-
dades de los municipios de Coxcatlán, Tancanhuitz y Xilitla.

En el evento se impartió una conferencia respecto de la importancia de pro-
mover una cultura de reconocimiento y respeto a los derechos de los pueblos 
indígenas, así como las actividades que lleva a cabo este Organismo Nacional en 
materia de defensa de los Derechos Humanos; además, se participó en distintas 
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mesas de trabajo, en las se discutieron temas como “Los derechos colectivos de 
las comunidades indígenas”; “Los derechos de las mujeres y la violencia familiar”; 
“Los derechos de las niñas y los niños indígenas” y “Maltrato infantil”, entre otros, 
y se proporcionaron folletos informativos.

 Quinta Visitaduría General

• Actividades realizadas durante diciembre de 2008

Atención al público (orientación)

Responsable  
de la actividad

Lugar donde se realizó Total

Distrito Federal Estación Migratoria  
de Iztapalapa

30

Tijuana En oficina 57

Nogales En oficina 49

Ciudad Juárez En oficina 77

Reynosa En oficina 11

Coatzacoalcos En oficina 35

Villahermosa En oficina 47

Tapachula En oficina 57

San Cristóbal En oficina 19

Aguascalientes En oficina 30

Campeche En oficina 5

Total: 417

Visitas a Estaciones Migratorias

Responsable  Lugar donde  Total
de la actividad se realizó

Distrito Federal
Estación migratoria o 

lugar habilitado
5

Tijuana
Estación migratoria o 

lugar habilitado
10

Nogales
Estación migratoria o 

lugar habilitado
13

Ciudad Juárez
Estación migratoria o 

lugar habilitado
4

Reynosa
Estación migratoria o 

lugar habilitado
20

Coatzacoalcos
Estación migratoria o 

lugar habilitado
4

Villahermosa
Estación migratoria o 

lugar habilitado
3
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Tapachula
Estación migratoria o 

lugar habilitado
7

San Cristóbal
Estación migratoria o 

lugar habilitado
11

Aguascalientes
Estación migratoria o 

lugar habilitado
1

Campeche
Estación migratoria o 

lugar habilitado
3

Total: 81

Gestiones

Responsable  
de la actividad

Lugar donde se realizó Materia Total

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal

Estación migratoria  
o lugar habilitado

Atención médica
17

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal

Estación migratoria  
o lugar habilitado

Atención alimentaria
1

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal

Estación migratoria  
o lugar habilitado

Comunicación
6

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal

Estación migratoria  
o lugar habilitado

Asistencia material
5

Oficinas foráneas  
y Distrito Federal

Estación migratoria  
o lugar habilitado

Asistencia jurídica
79

Total: 108

 Secretaría Técnica del Consejo Consultivo

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE EDUCACIÓN  
Y FORMACIÓN EN DERECHOS HUMANOS

• Curso Básico de Derechos Humanos, en la Delegación  
Miguel Hidalgo

En las instalaciones de la Delegación Miguel Hidalgo de la ciudad de México, el 
8 de diciembre de 2008, personal de la Secretaría Técnica del Consejo Consulti-
vo de la CNDH impartió el Curso Básico Derechos Humanos, con la finalidad de 
brindar información, y actualizar y precisar conceptos sobre la teoría general de los 
Derechos Humanos y el Sistema Nacional de Protección No Jurisdiccional de De-
rechos Humanos.

El curso fue impartido por la licenciada Guadalupe Vega Ramírez, Subdirecto-
ra de Capacitación a Servidores Públicos de la CNDH, y asistieron 30 personas, 
entre verificadores, personal de Vía Pública y de estructura de la Delegación Mi-
guel Hidalgo.

Con este curso se inició la coordinación de diversas actividades de capacitación 
con esa Delegación política.
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• Conclusión de los módulos del Diplomado de Atención  
Multidisciplinaria e Intervención con Víctimas y Agresores

En la ciudad de Mérida, Yucatán, el 19 de diciembre de 2008, se llevaron a cabo 
actividades relacionadas con la conclusión del Diplomado de Atención Multidisci-
plinaria e Intervención con Víctimas y Agresores.

Para llevar a cabo lo anterior, personal del a Secretaría Técnica del Consejo Con-
sultivo de la CNDH se coordinó con la Universidad Modelo; con la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Yucatán; con el Sistema DIF Yucatán; con el Ins-
tituto de Intervención Social, y con Acción Comunitaria, A. C.

Se contó con la asistencia de 40 personas, entre abogados, servidores públicos, 
estudiantes y público en general.

DIRECCIÓN GENERAL DE VINCULACIÓN INTERINSTITUCIONAL

• Clausura del Diplomado en Derechos Humanos Especializado  
en Derechos de la Mujer, en el marco del 60 Aniversario  
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos

En el Auditorio Norte, Edificio A, Nivel 2 del Palacio Legislativo de San Lázaro, el 
10 de diciembre de 2008, se finalizaron los trabajos de capacitación del Diplo-
mado en Derechos Humanos Especializado en Derechos de la Mujer, en el marco 
de la celebración del 60 Aniversario de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos.

A este acto asistieron, por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, el licenciado Jesús Naime Libién, Secretario Técnico del Consejo Consultivo, en 
representación del Presidente de la CNDH; el doctor Enrique Díaz Michel, Direc-
tor General de Vinculación Interinstitucional; el licenciado Jorge Elliot Rodríguez, 
Director General Adjunto de Capacitación y Formación en Derechos Humanos; el 
licenciado Álvaro Merlín Ochoa, Subdirector de Vinculación, y el licenciado Alber-
to Reig Muro, Asesor de la Dirección General de Vinculación; por la Cámara de 
Diputados asistieron la Diputada Ruth Zavaleta Salgado, Vicepresidenta de la Me-
sa Directiva, y la Diputada Omeheira López Reyna, Presidenta de la Comisión de 
Derechos Humanos; por la Secretaría de Gobernación el licenciado Daniel Fran-
cisco Cabeza de Vaca Hernández, Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Derechos 
Humanos, y el licenciado Carlos Aguilar, Titular de la Unidad de Defensa y Promo-
ción de los Derechos Humanos, y por la Oficina en México del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos la señora Liliana Valiña.

• Entrega del Premio Nacional de Derechos Humanos 2008 y Reconocimiento 
Summa cum Laude (post mortem) al C. Fernando Martí Haik

En el Salón “Adolfo López Mateos” de la Residencia Oficial de Los Pinos, el 11 de 
diciembre de 2008, con la finalidad de dar cumplimiento al Capítulo XIX de la 
Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles y al Reglamento sobre el Premio 
Nacional de Derechos Humanos, se llevó a cabo la entrega del Premio Nacional 
de Derechos Humanos 2008 y el Reconocimiento Summa Cum Laude (post mor­
tem) al C. Fernando Martí Haik.
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Para llevar a cabo lo anterior, personal de la CNDH se coordinó con la Presi-
dencia de la República.

Al evento asistieron el licenciado Felipe Calderón Hinojosa, Presidente Consti-
tucional de los Estados Unidos Mexicanos; el doctor José Luis Soberanes Fernán-
dez, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; el licenciado 
José Reyes Baeza Terrazas, Gobernador Constitucional del estado de Chihuahua; 
el licenciado Fernando Francisco Gómez-Mont Urueta, Secretario de Goberna-
ción; el licenciado Eduardo Medina-Mora Icaza, Procurador General de la Repú-
blica; el ingeniero Genaro García Luna, Secretario de Seguridad Pública; el señor 
Joaquín López-Dóriga, Consejero de la CNDH; la doctora Paulette Dieterlen Struck, 
Consejera de la CNDH; la licenciada Miriam Cárdenas Cantú, Consejera de la CNDH; 
la doctora María Patricia Kurczyn Villalobos, Consejera de la CNDH; el doctor Miguel 
Carbonell Sánchez, Consejero de la CNDH; la doctora Juliana González Valenzue-
la, Consejera de la CNDH; la doctora Graciela Rodríguez Ortega, Consejera de la 
CNDH; el señor Roy Campos Ezquerra, miembro del Consejo de Premiación; la con-
tadora pública Esther Chávez Cano, galardonada del Premio Nacional de Derechos 
Humanos 2008, y el señor Alejandro Martí García, representando al C. Fernando 
Mar tí Haik, Reconocimiento Summa Cum Laude (post mortem).

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE ENLACE Y DESARROLLO CON 
ORGANIzACIONES NO GUBERNAMENTALES

• Reuniones de trabajo con 12 Organizaciones No Gubernamentales  
del Estado de México, en coordinación con la Comisión Local de Derechos 
Humanos, y directamente con Organizaciones No Gubernamentales  
del Distrito Federal

Los días 26 y 28 de noviembre, y 1, 2, 4, 5, 8, 9, 10, 11 y 12 de diciembre de 
2008, se llevaron a cabo reuniones de trabajo con 12 Organizaciones No Guber-
namentales del Estado de México, en coordinación con la Comisión Local de De-
rechos Humanos, y directamente con Organizaciones No Gubernamentales del 
Distrito Federal, con la finalidad de establecer un canal de comunicación con las 
or ganizaciones sociales asistentes, sentar las bases para llevar a cabo acciones 
de capacitación en materia de Derechos Humanos y agendar compromisos para 
la renovación de convenios de colaboración. 

Durante dichas reuniones estuvo presente el licenciado Enrique Pimentel Gon-
zález Pacheco, Director General Adjunto de Enlace y Desarrollo con Organizacio-
nes No Gubernamentales de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 
personal de capacitación de la Dirección General Adjunta de Enlace y Desarrollo 
con Organizaciones No Gubernamentales de la CNDH.

• Jornadas de Capacitación con ONG de Aguascalientes,  
Campeche, Coahuila, Colima, Distrito Federal, Estado de México,  
Michoacán y Veracruz

Durante diciembre de 2008, personal de la Secretaría Técnica del Consejo Con-
sultivo de la CNDH llevó a cabo una serie de Jornadas de Capacitación con ONG 
de varios estados de la República Mexicana:
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Estado Fecha

Aguascalientes 2 de diciembre

Campeche 3 de diciembre

Coahuila 5 de diciembre

Colima 10 de diciembre

Distrito Federal 29 de noviembre, y 4 y 5 de diciembre

Estado de México 3 y 4 de diciembre

Michoacán 6 de diciembre

Veracruz 4 de diciembre

Lo anterior con la finalidad de que los asistentes conocieran aspectos genera-
les de los Derechos Humanos, para que los hagan vigentes y fomenten la cultu-
ra de respeto y defensa de los mismos.

Para llevar a cabo lo anterior, personal de la CNDH se coordinó con las Comi-
siones Estatales de Derechos Humanos de los Estados de Aguascalientes, Campe-
che, Coahuila, Colima, Estado de México, Michoacán y Veracruz, y directamente 
con Organizaciones No Gubernamentales del Distrito Federal.

En dichas Jornadas participaron el licenciado Enrique Pimentel González Pa-
checo, Director General Adjunto de Enlace y Desarrollo con Organizaciones No 
Gubernamentales, y capacitadores en Derechos Humanos de la Dirección Gene-
ral Adjunta de Enlace y Desarrollo con Organizaciones No Gubernamentales de 
la CNDH.

Con estas actividades se logró el fortalecimiento del vínculo con las ONG de 
dichas entidades federativas, además de establecer un compromiso para dar con-
tinuidad a las actividades de capacitación.

Cabe destacar la impartición de las conferencias “Fortalecimiento a Organiza-
ciones No Gubernamentales”, “Derechos Humanos y salud”, “Introducción a los 
Derechos Humanos”, “Derechos de las y los jóvenes”, “Derechos de las personas 
que viven con VIH/SIDA”, “Derechos Humanos de las personas con discapacidad” 
y “Discriminación a grupos en situación de vulnerabilidad”, y la presentación del 
disco compacto interactivo Nuestros derechos, tercera edición, a través de las cua-
les se dotó de conocimientos elementales sobre los Derechos Humanos a los asis-
tentes, brindándoles con ello herramientas que facilitan y enriquecen las activi-
dades de promoción y difusión de estos derechos, que desarrollan con los grupos 
en situación de vulnerabilidad a los que prestan asistencia.

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE VINCULACIÓN  
CON ORGANISMOS PúBLICOS DE DERECHOS HUMANOS

• Informe Anual de Actividades 2008, del Presidente de la Comisión  
de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo

En las instalaciones del H. Congreso del Estado de Hidalgo, el 2 de diciembre de 
2008, el licenciado Alejandro Straffon Ortiz, Presidente de la Comisión de Dere-
chos Humanos del Estado de Hidalgo, presentó su Informe Anual de Actividades 
correspondiente al ejercicio 2008.

 Por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos asistió el Director de 
Atención al Consejo Consultivo y Enlace con Transparencia, licenciado Guillermo 
Peña Campuzano. 
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• XV Informe Anual de Actividades de la Comisión de Derechos  
Humanos del Estado de Puebla

En el Salón de Protocolo del Gobierno Estatal, en la ciudad de Puebla, Puebla, el 
9 de diciembre de 2008, se llevó a cabo la presentación del XV Informe Anual 
de Actividades de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla.

 Al acto asistieron, por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, el Director General Adjunto de Enlace y Desarrollo con Organismos No Gu-
bernamentales, licenciado Enrique Pimentel González Pacheco; por la Comisión 
Estatal su Presidenta, maestra Marcia Maritza Bullén Navarro; por el Gobierno 
del estado el Gobernador Constitucional, licenciado Mario Marín Torres, y la Pre-
sidenta Municipal de Puebla, licenciada Blanca Alcalá Ruiz; por el Congreso del 
estado el Presidente de la Gran Comisión de la LVII Legislatura del H. Congreso 
del estado, Diputado José Othón Bailleres Carriles, la Presidenta de la Comisión de 
Derechos Humanos del Honorable Congreso del estado, Diputada Claudia Hernán-
dez Medina, e integrantes de dicho Cuerpo Colegiado, y por el Tribu nal Superior 
de Justicia de estado el Magistrado Presidente, León Dumii Espinal.

• Informe Anual de Actividades 2008, de la Comisión Estatal  
de los Derechos Humanos de Aguascalientes

El 10 de diciembre de 2008, en la ciudad de Aguascalientes, Aguascalientes, el 
licenciado Omar Williams López Ovalle presentó el Informe Anual de Actividades 
2008 de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Aguascalientes.

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos asistió el Director 
General Adjunto de Enlace y Desarrollo con Organismos No Gubernamentales, 
licenciado Enrique Pimentel González Pacheco.

 Centro Nacional de Derechos Humanos

El Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH) tiene como responsabili-
dad primordial la promoción de la cultura de los Derechos Humanos a través de la 
realización de estudios e investigación académica sobre el tema, tanto desde 
el punto de vista del derecho como desde una perspectiva interdisciplinaria; el 
CENADEH también procura el intercambio institucional, la formación de investi-
gadores, la reflexión académica interdisciplinaria, la programación de actividades 
académicas, la organización de programas de formación académica, así como el 
fortalecimiento del Centro de Documentación y Biblioteca.

1. Investigaciones y proyectos académicos

En este periodo tres investigadores concluyeron los siguientes libros para su even-
tual publicación por la CNDH:

•	 “El aborto en México y en el derecho comparado”.
•	 “Protestantismo, Derechos Humanos y pueblos indios en Chiapas”.
•	 “Terrorismo y Derechos Humanos”, en coordinación con varios autores.
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De la misma forma, se concluyeron cinco artículos para su posible publicación 
en la revista del CENADEH Derechos Humanos México, titulados:

•	 “Implicaciones del sentido simbólico de patrimonio de la humanidad, atri-
buido al genoma humano”.

•	 “La Declaración Universal de Derechos Humanos, los primeros 60 años”.
•	 “Instrumentos legales y derechos culturales. Una revisión crítica”.
•	 “Derecho de guerra y alteridad en Mesoamérica”.
•	 “La interpretación integradora del derecho internacional de los Derechos 

Humanos a la luz de la determinación de la competencia ratione temporis 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en casos de desaparición 
forzada de personas”.

El personal académico elaboró 20 reseñas para su posible publicación en la 
revista del Centro Nacional.

Además de la producción que el personal académico ha elaborado para la CNDH, 
un investigador publicó en prensa cuatro artículos periodísticos; un investigador 
elaboró la obra titulada “Justicia y derecho en Mesoamérica”, que entregó a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación para su edición, y un miembro del personal 
académico entregó un artículo de índole jurídica para una revista externa.

2. Actividades académicas 

El personal académico impartió cuatro conferencias en diversos foros nacionales, 
como seminarios, mesas redondas y dependencias públicas.

Además, un miembro del personal académico tuvo en total cuatro intervencio-
nes en programas de radio y televisión, en donde abordó temas relacionados con 
los Derechos Humanos.

El personal académico del CENADEH participó en seis actividades académicas 
externas, como docentes y tutores a nivel de licenciatura y posgrado en diver-
sas instituciones académicas, y en conferencias, ponencias, etcétera.

3. Programas de formación académica

a) Máster en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH  
con la colaboración de la Universidad de Castilla­La Mancha de España

En este mes la doctora Elena Rebato Peño, profesora adscrita a la UCLM, impar-
tió los Módulos III y IV que corresponden a los cursos “Los derechos del ámbi-
to personal y los derechos de libertad” y “El Ombudsman: origen y desarrollo”, 
respectivamente.

b) Programa de Tutorías para los Doctorados en Derechos  
Humanos y Derecho Constitucional

En este mes se realizaron tres tutorías en las instalaciones del Centro con los alum-
nos inscritos en este Programa, que son auxiliados por los tutores que colaboran 
en este proyecto para el desarrollo de su investigación o tesis doctoral, según sea 
el caso, ya sea como alumnos del Doctorado en Derechos Humanos por la UNED 
o en el Doctorado en Derecho Constitucional por la Universidad de Castilla-La Man-
cha de España.
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c) Maestría en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH  
con la colaboración de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez

En este mes el doctor Jorge Robledo, Director General Adjunto de Asuntos Jurí-
dicos en la CNDH, impartió el curso sobre “El Estado de Derecho, la seguridad 
jurídica y la responsabilidad del Estado”, que corresponde al Módulo I del pro-
grama.

4. Eventos académicos organizados por el Centro Nacional  
de Derechos Humanos

Conferencia “Derechos Humanos.  
Efectos de las sentencias internacionales”

El 11 de diciembre del año en curso, el doctor Fernando Silva, Secretario de Es-
tudio y Cuenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, impartió la confe-
rencia “Derechos Humanos. Efectos de las sentencias internacionales”. Señaló, 
en primer lugar, que la jurisdicción internacional de los Derechos Humanos se 
ejerce por los tribunales respectivos de manera complementaria a la jurisdicción 
nacional, es decir, que los tribunales internacionales adquieren competencia sobre 
asuntos en los que la procuración de justicia nacional no tuvo éxito, de manera 
que, en dichos casos, se analiza si el Estado demandado incurrió en responsabi-
lidad internacional o no.

El doctor Silva resaltó que el procedimiento ante un Tribunal Internacional de 
Derechos Humanos no termina con la emisión de la sentencia, sino que, además, 
deben ser analizados los medios para la ejecución de la sentencia en el orden 
interno de los Estados. 

Resaltó que el procedimiento de interiorización de una decisión internacional 
puede complicarse debido a la existencia de principios que rigen en el derecho 
interno, como la cosa juzgada. Mencionó que en México incluso se han elabora-
do proyectos legislativos y de reforma a la Constitución para la ejecución de 
sentencias y resoluciones de los órganos del sistema interamericano. Sin embar-
go, finalmente consideró que el método más efectivo para llevar a cabo la resti­
tutio in integrum de los Derechos Humanos violentados es considerar las senten-
cias y resoluciones internacionales como de aplicación directa en el derecho 
mexicano, de manera que se evite a la víctima o a sus familiares la tramitación 
de un proceso adicional para ejecutar la sentencia de un tribunal internacional. 

Eventos académicos organizados por otras áreas de la CNDH,  
realizados en el CENADEH

Evento Fecha Área responsable

Foro “Participación política de las 5  Segunda Visitaduría 
mujeres en los municipios” de diciembre General
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Recomendación 61/2008
Caso de la menor M1

SÍNteSIS: El 13 de noviembre de 2007, esta Comisión Nacional recibió el escrito de 
queja de la señora Q1, quien refirió que su hija, M1, nació de manera prematura el 5 
de noviembre de 2006, con 25 semanas de gestación en el Hospital General “Gus­
tavo Baz Prada”, dependiente de Instituto de Salud del Estado de México, donde la 
menor permaneció internada por dos meses en la Unidad de Cuidados Intensivos Neo­
natales, egresando aparentemente normal y sin indicación alguna por parte de los mé­
dicos tratantes; sin embargo, al percatarse del estado de salud de la agraviada, ésta 
fue valorada en diversos hospitales públicos y privados, lugares en los que le hicieron 
saber a la madre la patología que desarrolló y que debido a su “prematurez extrema” 
al nacer debió tratarse a tiempo, sin que le practicaran en el nosocomio mencionado 
el estudio denominado “tamiz neonatal”, y como consecuencia de ello su hija tiene 
“ceguera e hipotiroidismo con un probable retraso mental”, lo cual dio origen al ex­
pediente 2007/4804/1/Q.

Del análisis practicado a las evidencias que integran el expediente citado, esta Co­
misión Nacional acreditó violación a la protección de la salud de M1, como conse­
cuencia de la inadecuada prestación del servicio público de salud, en virtud de que 
durante la atención médica brindada a la agraviada en los 60 días en los que per­
maneció hospitalizada, los médicos pediatras, neonatólogos y servidores públicos res­
ponsables de su atención médica omitieron realizarle una exploración completa, in­
tencionada y dirigida a investigar los resultados obtenidos del tamiz neonatal para 
iniciar de inmediato el tratamiento a pesar de conocer la prematurez que presentó 
al nacer, sin considerar que debido a todos los factores de riesgo, la menor podría de­
sarrollar retinopatía del prematuro.

Por otra parte, no le proporcionaron atención inmediata para detectarle posibles 
padecimientos como el “hipotiroidismo congénito”, a través del “perfil tiroideo”, así 
como el examen físico del globo ocular, lo que resulta prioritario a fin de evitar dis­
capacidades mayores, como tampoco consideraron que debido a la condición de pre­
maturez podía cursar con una retinopatía, circunstancia que ocasionó, además de 
una dilación en el diagnóstico y tratamiento oportunos en la valoración oftalmológi­
ca, la evolución del hipotiroidismo congénito y el daño vascular retiniano irreversible 
que actualmente padece la menor; de igual manera se advirtió que el estudio del 
“tamiz neonatal” no le fue efectuado a tiempo, y de acuerdo con el reporte del Pro­
grama para la Prevención y Control de Defectos al Nacimiento del Departamento de 
Salud Reproductiva, de la Jurisdicción Sanitaria de Nezahualcóyotl del Instituto de Sa­
lud del Estado de México, se desprende que la muestra de venopunción para dicho 
estudio se tomó fuera de los límites establecidos para tal efecto, lo cual tuvo que 
haberse efectuado durante el periodo comprendido entre los tres a 15 días poste­
riores al nacimiento, prueba que fue entregada al mencionado departamento hasta 
el 22 de marzo de 2007, es decir, cuatro meses después de haber sido practicado, 
advirtiéndose con ello una dilación injustificada para la entrega de los resultados, 
sin que permitiera ello confirmar o descartar un diagnóstico y otorgarle a la menor 
los tratamiento oportunos.

Por todo lo anterior, quedó acreditada una deficiente atención médica de la me­
nor M1, por parte del personal del hospital y Jurisdicción Sanitaria mencionados, ya 
que no atendieron las disposiciones relacionadas con el derecho a la protección de 
la salud previstas en diversos instrumentos internacionales, celebrados por el Ejecu­
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tivo Federal y ratificados por el Senado de la República, en términos del artículo 133 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establecen el mar­
gen mínimo de calidad en los servicios médicos que proporciona el Estado mexicano 
a su población, de conformidad los artículos 12.1, y 12.2, inciso d), del Pacto Inter­
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 10.1, y 10.2, inciso a), del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Mate­
ria de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la plena efectividad 
y alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos, preceptos que ratifi­
can lo dispuesto por el artículo 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, relativo al derecho a la protección de la salud, así como 
al reconocimiento por parte del Estado a las personas al disfrute de un servicio médi­
co de calidad, debiendo adoptar para ello las medidas necesarias para la plena efec­
tividad de ese derecho.

En tal sentido, esta Comisión Nacional emitió, el 15 de diciembre de 2008, la Reco­
mendación 61/2008, dirigida al Gobernador Constitucional del Estado de México, 
consistentes en que se ordene y se realice el pago de la reparación de daño, a favor 
de la menor M1, como consecuencia de la inadecuada atención médica brindada a 
la agraviada en el Hospital General “Gustavo Baz Prada” y por la Jurisdicción Sanita­
ria de Nezahualcóyotl, pertenecientes al Instituto de Salud del Estado de México, en 
virtud de las consideraciones planteadas en el capítulo de observaciones de esta Re­
comendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se 
acredite su cumplimiento; se dé vista al Agente del Ministerio Público del Fuero Co­
mún de las observaciones contenidas en el presente documento, a fin de que se con­
sideren en la averiguación previa NEZA/III/5839/2007, en la que se investigan los 
hechos materia de la presente queja; asimismo, se le brinde el apoyo documental 
necesario para su correcta y oportuna integración; se dé vista a la Contraloría Inter­
na del Instituto de Salud del Estado de México de las observaciones contenidas en 
el presente documento, a efecto de que se inicie el procedimiento administrativo de 
investigación correspondiente a los servidores públicos del Hospital General “Gusta­
vo Baz Prada”, así como del personal de la Jurisdicción Sanitaria de Nezahualcóyotl 
que participó en el presente asunto y que no fueron considerados en el procedimien­
to CI/ISEM/OF/25/2007, y se resuelva lo que conforme a Derecho corresponda; se 
adop ten las medidas administrativas necesarias para que tanto el personal médico 
del Hospital General “Gustavo Baz Prada” como de la Jurisdicción Sanitaria de Neza­
hualcóyotl, ambas pertenecientes al Instituto de Salud del Estado de México, reciban 
cursos de capacitación sobre el conocimiento de las Normas Oficiales Mexicanas y 
se evite la repetición de actos como lo que motivaron el presente pronunciamiento; 
se instruya a quien corresponda para que a la brevedad posible se realicen las accio­
nes necesarias, a efecto de que se proporcione de manera permanente y de por vida 
la atención médica, tratamiento y rehabilitación que requiera la menor M1, con rela­
ción a la retinopatía del niño prematuro e hipotiroidismo congénito que padece.

México, D. F., 5 de diciembre de 2008

Caso de la menor M1

Lic. Enrique Peña Nieto,
Gobernador Constitucional del Estado de México

Distinguido señor Gobernador:

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo segun-
do; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión 
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Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamen-
to Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2007/4804/1/Q, relacionado 
con la queja presentada por Q1, y vistos los siguientes:

I. HECHOS

A. El 13 de noviembre de 2007, Q1 presentó escrito de queja ante esta Comisión 
Nacional, en el cual manifestó que su hija nació prematura el 5 de noviembre de 
2006, con 25 semanas de gestación en el hospital “Gustavo Baz Prada” en Ne-
zahualcóyotl, Estado de México, donde la menor estuvo internada por dos meses, 
egresando aparentemente normal y sin indicación alguna por parte de los médi-
cos tratantes; que posteriormente la menor se quejaba de dolor, por lo que fue 
llevada al Hospital General de las Américas del mismo municipio, lugar en el que 
la quejosa consideró no le brindaron la atención médica adecuada a su hija y 
emitieron un diagnóstico erróneo, en tal virtud la llevó con un médico particular, 
quien sugirió que de acuerdo a las condiciones en que había nacido, asistiera al 
Hospital Infantil de México “Federico Gómez”, por lo que en ese nosocomio empe-
zó su tratamiento médico, sin embargo el 16 de abril de 2007, la quejosa se 
percató que su hija no fijaba la mirada, por lo que fue canalizada a la especialidad 
de oftalmología.

Asimismo, de manera alternativa la agraviada llevó un control “del niño sano” 
en el DIF, Ecatepec, de esa entidad federativa, donde el oftalmólogo la valoró y 
expresó “que era un problema que tenía que haberse tratado urgentemente por 
ser un bebé prematuro”, de igual forma en el Hospital Infantil de México “Fede-
rico Gómez”, le indicaron a la quejosa que “el daño era irreversible y debió tra-
tarse oportunamente desde la incubadora”.

En tal sentido, la agraviada fue valorada por médicos especialistas en oftalmo-
logía en los hospitales mencionados, así como en el Hospital de la Ceguera y Hos-
pital “Conde de Valenciana”, lugares donde le hicieron saber a la madre que la 
patología que desarrolló debió tratarse a tiempo, debido a que nació con “prema-
turez extrema”, pero la quejosa en ningún momento recibió información relativa 
a la “retinopatía del prematuro”.

Por otro lado, en el Hospital General “Gustavo Baz Prada”, no le practicaron el 
estudio denominado “tamiz neonatal”, y como consecuencia de ello su hija tiene 
“ceguera e hipotiroidismo con un probable retraso mental”.

II. EVIDENCIAS

En este caso las constituyen:

A. La valoración efectuada a M1, el 28 de agosto de 2007, por el Jefe del De-
partamento de Retina y Vítreo del Instituto de Oftalmología Fundación “Conde de 
Valenciana”, documento anexado en el escrito de queja y en el expediente clíni-
co de la agraviada.

B. El escrito de queja presentado por Q1 el 13 de noviembre de 2007, ante esta 
Comisión Nacional.

C. El acta circunstanciada del 14 de noviembre de 2007, elaborada por personal 
de esta Comisión Nacional, en la que se hizo constar la comunicación vía telefó-
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nica con Q1, quien manifestó que derivado de la inadecuada atención médica 
que recibió la agraviada, ésta tiene ceguera e hipotiroidismo con un probable 
retraso mental.

D. El oficio 217B10200/5204/2007, del 17 de diciembre de 2007, suscrito por 
el representante legal del Instituto de Salud del Estado de México, al que anexó 
los informes del Director del Hospital General de Ecatepec Las Américas y el Sub-
director del Hospital General “Gustavo Baz Prada”, así como los expedientes y 
resúmenes clínicos integrados con motivo de la atención que le brindó a Q1 y a 
la agraviada, de cuyo contenido destacan las notas médicas e historia clínica ge-
neral del 5 de noviembre de 2006 al 14 de febrero de 2007.

E. El oficio 100/1165/07, del 18 de diciembre de 2007, suscrito por el Director 
General del Hospital Infantil de México “Federico Gómez”, a través del cual anexó 
el informe solicitado, así como copia fotostática del expediente clínico que se 
generó por la atención que se le otorgó a la menor en dicho hospital.

F. La opinión médica emitida el 18 de julio de 2008 por la Coordinación de Ser-
vicios Periciales de esta Comisión Nacional, en la que se establecen las conside-
raciones técnicas sobre la atención médica proporcionada a Q1 y a la agraviada 
en el Hospital General de las Américas; DIF, Ecatepec; Hospital General “Gustavo 
Baz Prada” de Nezahualcóyotl, todos pertenecientes al Estado de México, así 
como del Hospital Infantil de México “Federico Gómez”.

G. El oficio CI/SRYSP/DAJ/424/2008, del 24 de septiembre de 2008, emitido por 
la Jefa del Departamento de Asuntos Jurídicos de la Contraloría Interna del Ins-
tituto de Salud del Estado de México, quien anexó la resolución de fecha 18 de 
julio del año en curso, relativa al procedimiento administrativo número CI/SEM/
OF/025/2007, en la que se determinó sanción administrativa consistente en la sus-
pensión del empleo por tres meses a algunos médicos adscritos al Hospital Ge-
neral “Gustavo Baz Prada” de esa entidad federativa que intervinieron en la aten-
ción de la menor.

H. El oficio 21313A000/3263/2008, del 8 de octubre de 2008, signado por la 
Directora General de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de México, mediante el cual anexó el informe rendido por el agen-
te del Ministerio Público del Fuero Común en relación a la integración de la ave-
riguación previa número NEZA/III/5839/2007.

I. El acta circunstanciada elaborada el 14 de octubre de 2008 por personal de 
este Organismo Nacional, en la que se hace constar que la Directora General 
de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Mé-
xico, precisó que la indagatoria NEZA/III/5839/2007 se encuentra en trámite.

III. SITUACIÓN JURÍDICA

El 5 de noviembre de 2006, Q1 acudió a consulta médica al área de urgencias 
en el Hospital General de Ecatepec Las Américas, donde le diagnosticaron un em-
barazo de alto riesgo al padecer preeclampsia severa y prematurez del producto, 
pero al no haber respuesta favorable por su estado de salud fue referida ese 
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mismo día al Hospital General “Gustavo Baz Prada”, ambos nosocomios depen-
dientes del Instituto de Salud del Estado de México (ISEM), donde la menor, 
nació mediante procedimiento quirúrgico de cesárea; sin embargo, con motivo 
del estado de “prematurez extrema”, ésta fue hospitalizada hasta el 5 de ene-
ro de 2007 en ese nosocomio, día en que fue dada de alta.

Posterior a su egreso fue trasladada, el 19 de enero de 2007, al Hospital Infan-
til de México “Federico Gómez”, donde le diagnosticaron a su revisión física “re-
traso psicomotor, ausencia de fijación de la mirada e hipotiroidismo congénito”, y 
de igual manera le informaron a la quejosa del “probable daño irreversible neu-
rológico y oftalmológico” que padecía la agraviada, para lo cual le indicaron y efec-
tuaron los estudios médicos correspondientes en los que se confirmaron dichos 
diagnósticos.

Por lo anterior, el 7 de agosto de 2007 Q1 presentó denuncia de hechos ante 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de México, por el delito de lesiones 
y lo que resulte, cometido en agravio de su menor hija en contra de quien o quie-
nes resulten responsables, iniciándose la averiguación previa número NEZA/III/ 
5839/2007, indagatoria que se encuentra en trámite.

El 28 de agosto de 2007, la menor fue valorada en el Instituto de Oftalmolo-
gía Fundación “Conde Valenciana”, donde se corroboró el diagnóstico de “reti-
nopatía del prematuro en fase V cicatrizal, desprendimiento de retina bilateral y 
ptisis bubli”, y se le hizo saber a la quejosa que la agraviada presentaba “un daño 
retiniano irreversible”.

Con motivo de lo anterior, Q1 presentó queja en contra del personal adscrito 
al Hospital General “Gustavo Baz Prada” de Nezahualcóyotl del Instituto de Salud 
del Estado de México, así como de otros hospitales el 12 de octubre de 2007, 
ante la Contraloría de ese Instituto, iniciándose el procedimiento administrativo 
número CI/ISEM/OF/025/2007, en que se determinó responsabilidad a algunos 
médicos adscritos al Hospital General “Gustavo Baz Prada”, del Estado de Méxi-
co, que intervinieron en la atención médica de la agraviada y a quienes se san-
cionó con la suspensión del empleo por tres meses.

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al estudio de las violaciones a Derechos Humanos cometidas en 
agravio de la menor, misma que padece daños irreversibles neurológicos y oftal-
mológicos, y en consecuencia hipotiroidismo congénito y retinopatía del niño 
prematuro, es pertinente precisar que esta Comisión Nacional no encontró res-
ponsabilidad alguna de los servidores públicos del Hospital General de las Amé-
ricas y DIF, Ecatepec, ambos pertenecientes al Estado de México, así como del 
Hospital Infantil de México “Federico Gómez”, de la Secretaría de Salud federal, 
en la atención médica proporcionada a la agraviada, toda vez que la misma le 
fue otorgada de manera adecuada y oportuna cuando fue solicitada, por lo que 
el presente pronunciamiento únicamente se refiere a los servidores públicos del 
Hospital General “Gustavo Baz Prada” en Nezahualcóyotl, así como del perso-
nal de la Jurisdicción Sanitaria “Nezahualcóyotl”, ambos del Instituto de Salud 
del Estado de México (ISEM).

En ese sentido, del análisis lógico jurídico practicado al conjunto de las evi-
dencias que integran el expediente 2007/4804/1/Q, y específicamente del ex-
pediente clínico de la agraviada, generado con motivo de la atención que se le 
brindó en el Hospital General “Gustavo Baz Prada”, dependiente del Instituto de 
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Salud del Gobierno del Estado de México, en el que consta además el reporte 
del Programa para la Prevención y Control de Defectos al Nacimiento del Depar-
tamento de Salud Reproductiva de la Jurisdicción Sanitaria “Nezahualcóyotl” del 
referido Instituto de Salud en ese estado, así como de la opinión vertida por la 
Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, se acreditaron 
violaciones al derecho a la protección de la salud de la menor, como consecuen-
cia de los actos y omisiones ocasionados en la inadecuada prestación del servicio 
público de salud en que incurrió el personal adscrito a ese nosocomio y a la Ju-
risdicción Sanitaria citada, en razón de las siguientes consideraciones:

El 5 de de noviembre de 2006, se registró en el Hospital General “Gustavo Baz 
Prada”, dependiente del Instituto de Salud del Gobierno del Estado de México, 
el nacimiento de la menor, según consta en el expediente clínico respectivo, en el 
que se observó que el médico tratante, de quien no se pudo establecer el nom-
bre completo y especialidad, en virtud de no encontrarse datos al respecto en la 
nota médica, la diagnosticó como “recién nacida pretérmino, producto adecua-
do para la edad gestacional a descartar enfermedad membrana hialina y me-
tabolopatías”, e indicó plan de manejo “vitamina K profilaxis antihemorrágica y 
oftálmica”, así como su pase a cuneros; sin embargo, de las constancias que in-
tegran el expediente clínico de la agraviada, se advirtió que dicho médico omitió 
realizarle, o en su defecto, indicar al personal asignado la toma de muestra de 
sangre de talón o cordón umbilical para la determinación del tamiz neonatal, así 
como el examen físico del globo ocular.

De igual manera, ante la prematurez extrema y bajo peso que presentó la me-
nor al nacer y que fueron establecidos en su expediente clínico, dicho médico 
tratante omitió también solicitar su valoración inmediata por la especialidad en 
neonatología y Unidad de Cuidados Intensivos, pues padeció hiperbilirrubinemia, 
anemia del prematuro, desequilibrio electrolítico y ácido base, hipoglucemia, re-
tinopatía del prematuro, intolerancia a la alimentación enteral, desnutrición e 
infecciones, padecimientos que, de acuerdo con la opinión medica emitida por 
la Coordinación de Servicios Periciales de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, eran susceptibles a desarrollar debido a su grado de inmadurez de los 
sistemas para adaptarse a la vida postnatal.

Al respecto, se advirtió que se le otorgó una deficiente atención médica a la 
menor, toda vez que la práctica del tamiz neonatal constituye una condición obli-
gada para la detección del “hipotiroidismo congénito y la retinopatía del prema-
turo”, según lo establece la Norma Oficial Mexicana NOM-034-SSA2-2002 Para la 
Prevención y Control de los Defectos al Nacimiento, la Norma Oficial Mexicana-
007-SSA2-1993 Atención a la Mujer durante el Embarazo, Parto y Puerperio y del 
Recién Nacido, como lo determina también el Instituto de Salud del Estado de Mé-
xico, en su cuadernillo de Lineamiento de criterios y procedimientos para la pres­
tación del servicio.

En este sentido, se observó que la agraviada fue ingresada el día en que nació, 
a cuneros de pediatría, donde el especialista que la recibió, sin que se pueda es-
tablecer su nombre por no existir antecedente de ello, emitió el diagnóstico de 
“recién nacida pretérmino, pequeña para la edad gestacional con prematurez 
extrema, hija de madre con preeclampsia, con riesgo de metabolopatías y enfer-
medad de membrana hialina”, presentando “dificultad respiratoria y cianosis ge-
neralizada”, lo cual es una complicación condicionada al estado de inmadurez 
pulmonar; y no obstante su gravedad, dicho servidor público omitió solicitar su 
ingreso inmediato a la Unidad de Cuidados Intensivos de Neonatología para vigi-
lancia, monitoreo estrecho y adecuada ventilación, la realización del tamiz neo-
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natal y una exploración al globo ocular, lo cual se corroboró con la nota médica 
del 5 de noviembre de 2006, elaborada por el citado médico en el servicio de 
pediatría, en la que no consta el envío de la menor a esa área hospitalaria.

Aunado a lo anterior, el 7 de noviembre de 2006, una pediatra, reportó a la 
agraviada con hipoglucemia, así mismo documentó “acidosis respiratoria no com-
pensada e hipoxemia severa”, pero omitió igualmente solicitar su ingreso a la 
Unidad de Cuidados Intensivos Neonatales, para un monitoreo estrecho en la ad-
ministración de oxígeno, pues de acuerdo a la opinión médica del área de Ser-
vicios Periciales de esta Comisión Nacional, el oxigeno excesivo aplicado a la 
menor, tal y como le fue suministrado, según lo señalan las notas médicas del 
expediente clínico, condicionó al desarrollo de la retinopatía del prematuro, pues 
está demostrado que niveles de saturación de oxígeno son nocivos en los prema-
turos y que concentraciones mayores de oxígeno aumentan la posibilidad de 
presentar dicho padecimiento; sin embargo, le fue administrado sin un control 
adecuado, generando con ello un daño vascular.

Igualmente, se observó que el 8 de noviembre de 2006, tres días después del 
nacimiento de la agraviada, fue valorada por primera vez, según consta en la no-
ta médica de esa fecha, por la neonatóloga quien la reportó “hemodinamica-
mente inestable, intubada con fase III de ventilación mecánica asistida, con presen-
cia de soplo compatible y persistencia del conducto arterioso”; sin embargo, no 
obstante sus observaciones médicas, la citada especialista omitió realizar, o en 
su caso solicitar su ingreso a la Unidad de Cuidados Intensivos Neonatales, así 
como una valoración completa intencionada y dirigida del globo ocular, con la 
finalidad de describir su tamaño, fijación visual, nistagmus, edema, opacidad de 
la cornea y cristalino, reflejos pupilares y retina; y a pesar de conocer los antece-
dentes y criterios de riesgo de la agraviada ya señalados, los cuales son condicio-
nantes de daño vascular retiniano, dicha médico omitió también indicar la reali-
zación del tamiz neonatal, o en su caso, investigar si se le había realizado, ya que 
en las constancias del expediente médico no existe documento alguno que así 
lo refiera.

Cabe precisar que el estudio denominado “tamiz neonatal” es de conocimien-
to obligado en la especialidad de neonatología, pues dicho estudio corrobora o 
descarta el hipotiroidismo congénito, enfermedad que no le fue detectada a la 
agraviada durante su estancia en el Hospital General “Gustavo Baz Prada” por no 
efectuarle en tiempo la citada prueba, y con ello se advirtió una inadecuada aten-
ción médica tanto de la neonatóloga citada como de los médicos pediatras se-
ñalados que atendieron a la menor, quienes incumplieron con la Norma Oficial 
Mexicana NOM-034-SSA2-2002 Para la Prevención y Control de los Defectos al 
Nacimiento y la Norma Oficial Mexicana-007-SSA2-1993 Atención a la Mujer du-
rante el Embarazo, Parto y Puerperio y del Recién Nacido.

De acuerdo con las constancias médicas integradas en el expediente clínico 
de la agraviada se advirtió que el 9 noviembre de 2006, cuatro días después de 
nacida, fue ingresada a la Unidad de Cuidados Intensivos de Neonatología, así 
como valorada los días 11 y 13 del mismo mes y año por una neonatóloga, quien 
omitió de igual manera indicar la realización del tamiz neonatal y solicitar su 
valoración oftalmológica, circunstancia que prevaleció nuevamente el 18 de no-
viembre de ese año, ya que al ser valorada por dos médicos pediatras, quienes 
no obstante la prematurez que presentó al nacer no consideraron por su parte 
que, debido a todos los factores de riesgo, la menor podría desarrollar una reti-
nopatía del prematuro, y en consecuencia no solicitaron una valoración oftalmo-
lógica; sucesos que no acontecieron en ningún momento de la atención médica 
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que le fue proporcionada a la menor, incumpliendo con ello lo establecido por 
la Norma Oficial Mexicana NOM-173-SSA1-1998 Para la Atención Integral a Per-
sonas con Discapacidad, la cual señala las actividades que se deben realizar para 
el diagnóstico temprano y tratamiento oportuno e integral de los padecimientos 
potencialmente generadores de discapacidad, entre los cuales se encuentran 
éstos.

Por otro lado, y con base en la opinión médica de personal del área de Servi-
cios Periciales de esta Comisión Nacional, el hipotiroidismo congénito se conside-
ra una urgencia médica que debe diagnosticarse y tratarse antes de los 15 días 
de vida extrauterina, y cuya omisión trajo como consecuencia la evolución natu-
ral del padecimiento y el inicio del deterioro en el neurodesarrollo de la agraviada, 
y según el reporte del Programa para la Prevención y Control de Defectos al Na-
cimiento, del Departamento de Salud Reproductiva, de la Jurisdicción Sanitaria 
“Nezahualcóyotl” del Instituto de Salud del Estado de México, consta que el 28 
de noviembre de 2006, después de veintitrés días de nacida, se le realizó a la 
agraviada la toma de venopunción para tamiz neonatal, la cual no se realizó du-
rante el periodo comprendido entre los 3 a 15 días posteriores al nacimiento, sin 
que dicho reporte se señale quién efectuó la muestra, así como no se precisó el 
área hospitalaria en que se practicó la prueba.

En este sentido, la toma del estudio médico citado se registró bajo el número de 
folio 391652, y de acuerdo al documento mencionado fue recibido por personal 
del Departamento de Salud Reproductiva, de la Jurisdicción Sanitaria “Nezahual-
cóyotl” del ISEM hasta el 22 de marzo de 2007, es decir cuatro meses después 
de haber sido practicado, aunado a ello no existe registro alguno en las anota-
ciones de cargo o rango de dicha persona, incumpliendo con los requisitos esta-
blecidos en la Norma Oficial Mexicana-168-SSA1-1998, que rige la integración 
del expediente clínico.

Con lo anterior, se desprende que la muestra se tomó fuera de los límites es-
tablecidos para tal efecto, misma que además se entregó hasta el 22 de marzo 
de 2007, según consta en el reporte del programa señalado, existiendo con ello 
una dilación injustificada hasta de casi cuatro meses en su entrega, advirtiéndo-
se que el personal médico adscrito al Hospital General “Gustavo Baz Prada”, así 
como de la Jurisdicción Sanitaria, ambos de Nezahualcóyotl, pertenencientes al 
ISEM del Estado de México, no le proporcionaron atención inmediata a la agra-
viada para detectarle posibles padecimientos como el hipotiroidismo congénito, 
a través del perfil tiroideo, dada su condición al nacer, así como el examen físico 
del globo ocular, lo que resulta prioritario a fin de evitar discapacidades mayores, 
según lo establece la Norma Oficial Mexicana NOM-034-SSA2-2000 Para la Pre-
vención y Control de los Defectos al Nacimiento.

Asimismo, se advirtió que personal de la Jurisdicción Sanitaria mencionada tuvo 
bajo su responsabilidad la muestra de sangre de la menor, sin que exista cons-
tancia alguna dentro del expediente clínico de la agraviada que esa instancia haya 
informado a los médicos tratantes, a las dos semanas de recibida la toma de san-
gre de la menor, sí el resultado era normal, inadecuado o sospechoso, obligación 
establecida en la Norma Oficial Mexicana NOM-034-SSA2-2000 Para la Pre ven-
ción y Control de los Defectos al Nacimiento, así como la Norma Oficial Mexica-
na-007-SSA2-1993 Atención a la Mujer durante el Embarazo, Parto y Puerperio 
y del Recién Nacido, si la muestra era normal, inadecuada o sospechosa y de ser 
este último caso estar en posibilidad de tomarle una segunda muestra a la agra-
viada, o bien confirmar sus padecimientos por medio del perfil tiroideo, pues el 
“tamiz neonatal”, no sólo implica la recolección de muestras y su análisis, sino 
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también incluye el informe de los resultados para confirmar o descartar un diag-
nóstico y tratamiento oportunos.

Igualmente, se observó que incluso ante las valoraciones médicas de una neo-
natóloga y dos pediatras, durante los días 6, 9, 17, y 31 de diciembre de 2006, 
omitieron todos en su intervención médica a la agraviada, quien contaba con 
casi dos meses de nacida, solicitar los resultados del tamiz neonatal y así diag-
nosticarle oportunamente el hipotiroidismo congénito, limitándose únicamente 
a continuar el manejo médico ya instaurado desde un inicio.

En este sentido, la agraviada permaneció hospitalizada en incubadora duran-
te 60 días en el Hospital General “Gustavo Baz Prada” de Nezahualcóyotl, de-
pendiente del ISEM, sin que exista nota médica en el expediente clínico relativa 
a que los médicos responsables de su atención médica prescribieran a tiempo los 
estudios correspondientes, lo que impidió establecer la retinopatía y el hipotiroi-
dismo que actualmente padece, en virtud de que éstos no fueron considerados 
en su tratamiento médico, siendo egresada el 5 de enero de 2007 sin un diag-
nóstico adecuado.

Por su parte, el médico que indicó el alta, de quien no es posible establecer 
nombre, cargo, especialidad y clave, debido a que no se encuentra descrito en 
la nota médica, omitió solicitar los resultados de la muestra tomada en fecha 28 
de noviembre de 2006, así como realizar el examen visual, explorando intencional-
mente la visión e induciendo la respuesta a los reflejos pupilares, fotomotor, mo-
tomotor, consensual mediante un haz luminoso, y de encontrar defectos cana-
lizar para valoración oftalmológica especializada antes de completar los tres 
primeros meses de vida, previniendo las posibles complicaciones y estableciendo 
las acciones médicas para evitarlas, según lo establece la Norma Oficial Mexica-
na NOM-034-SSA2-2000 citada con anterioridad, y así detectar el daño retiniano 
que a sesenta días de nacida estaba presente, lo que tuvo como consecuencia 
la evolución natural del hipotiroidismo congénito y el daño irreversible del pade-
cimiento de retinopatía.

Asimismo, se advirtió que no existe constancia médica en el expediente clínico 
de la agraviada de que después de ser dada de alta, le fuera proporcionada la 
información correspondiente a la quejosa sobre las posibles secuelas que pudie-
ra presentar su descendiente, no obstante los antecedentes de su nacimiento, con 
lo que se acreditó que el médico que indicó el alta omitió informarle de las com-
plicaciones en su estado de salud; de igual manera, no emitió los criterios de 
evaluación y manejo médico determinando en su caso y la frecuencia de exáme-
nes clínicos, a efecto de asegurar el adecuado seguimiento, ni tampoco las indi-
caciones pertinentes y el tratamiento médico, o en su defecto referir a la pacien-
te a rehabilitación.

El 14 de febrero de 2007, a tres meses y nueve días de nacida, la agraviada 
fue valorada por un pediatra del Hospital General “Gustavo Baz Prada” de Neza-
hualcóyotl, de manera ambulatoria, y de acuerdo a la nota médica se desprende 
que dicho médico omitió realizarle una exploración completa, intencionada, di-
rigida a investigar los resultados obtenidos del tamiz neonatal para iniciar de 
inmediato el tratamiento a pesar de conocer sus antecedentes, así como no con-
sideró que debido a la condición de prematurez podía cursar con una retinopatía, 
ocasionando con ello una dilación en el diagnóstico y tratamiento oportunos en 
la valoración oftalmológica, la evolución del hipotiroidismo congénito y el daño 
vascular retiniano irreversible.

Por otro lado, y de los hechos planteados en la queja se observó que la que-
josa acudió al Hospital Infantil de México “Federico Gómez”, dependiente de la 
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Secretaría de Salud Pública federal, donde la agraviada fue valorada en la espe-
cialidad de neonatología por primera vez el 19 de febrero de 2007, y toda vez 
que la única forma de establecer el diagnóstico de hipotiroidismo congénito es 
mediante el tamiz neonatal y la determinación del perfil tiroideo, en dicho noso-
comio ante la urgencia de precisarlo, así como instaurar el tratamiento oportuno 
para limitar el daño neurológico, le fue practicado el citado estudio tiroideo, al 
ser éste prueba especifica para determinar y confirmar dicho padecimiento, y fue 
en esa instancia hospitalaria donde la quejosa tuvo conocimiento del probable 
daño irreversible neurológico y oftalmológico de la menor, pues hasta ese mo-
mento no se le había informado de dicha circunstancia.

De igual forma, en el Hospital Infantil referido, después de haber sometido a 
la agraviada a protocolo de estudio e incluso valorada de manera multidisciplina-
ria por las especialidades de neonatología, endocrinología, neurofisiología y of-
talmología, le fue diagnosticado “estrabismo, leucocoria, sin fijación en la mirada 
y reflejo de fondo de ojo ausente”; asimismo, le realizaron ultrasonido oftalmo-
lógico, estudio que mostró un “desprendimiento de retina antiguo bilateral”.

También, se observó que la quejosa acudió, el 28 de agosto de 2007, al Insti-
tuto de Oftalmología “Fundación Conde Valenciana”, donde la menor fue valorada 
por un retinólogo y a su exploración bajo sedación se confirmó el desprendimien-
to de “retina total bilateral”, y a efecto de corroborar el diagnóstico le fue reali-
zado un estudio denominado ecografía, en el que se concluyó una “retinopatía 
del prematuro en fase V cicatrizal”; es decir, ceguera irreversible causada por te-
jido cicatrizal que tracciona y desprende totalmente la retina, así como se confir-
mó “desprendimiento de retina bilateral y ptisis bubli en evolución”, circunstancias 
que fueron informadas a la quejosa.

Con las valoraciones anteriores, puede establecerse que las secuelas que pa-
dece la menor son irreversibles, ya que derivado de los estudios médicos citados 
se corroboró que la agraviada tiene un daño retiniano irreversible, sin que se pue-
da establecer actualmente algún tratamiento correctivo, y se determinó “hipoti-
roidismo congénito y retinopatía del prematuro”, secuelas que de acuerdo a la 
opinión técnica del área de Servicios Periciales de esta Comisión Nacional debie-
ron tratarse a tiempo, pues debido a los antecedentes médicos, así como del diag-
nóstico emitido por los médicos tratantes a su nacimiento, estaba indicado rea-
lizarle un examen intencionado para detectar un posible daño irreversible, ya que 
el primer signo de “retinopatía del prematuro” se puede detectar a las 4 semanas 
de vida extrauterina, razón por la cual se debe realizar el examen oftalmológico 
dilatando la pupila a todo prematuro en la Unidad de Cuidados Intensivos a las 
cuatro semanas de nacido, siendo esencial tratar dicho padecimiento dentro de 
los dos o tres días después de haber sido detectado, circunstancia que no acon-
teció de manera inmediata, en virtud de que no existe constancia de ello en el 
expediente médico de la menor de atención otorgada en el Hospital General “Gus-
tavo Baz Prada” del ISEM.

De las consideraciones vertidas con anterioridad se desprende un inadecuado 
e inoportuno diagnóstico y tratamientos brindados por los médicos tratantes de 
los servicios de pediatría y neonatología que tuvieron a su cargo el manejo y vi-
gilancia de la agraviada, durante los sesenta días que permaneció internada en 
el Hospital General “Gustavo Baz Prada” del ISEM en esa entidad federativa; de 
igual manera se advirtieron las omisiones cometidas por dicho personal en la 
atención proporcionada, al no haberle indicado y efectuado a tiempo el estudio 
denominado “tamiz neonatal”, o en su defecto, solicitado los resultados de éste, 
así como que en ningún momento sometieron a la menor a una valoración por 
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1

oftalmología, y no obstante la gravedad en su estado de salud, no consideraron 
que la agraviada era susceptible a desarrollar ceguera; asimismo hubo omisio-
nes del personal de la Jurisdicción Sanitaria de Nezahualcóyotl, de esa entidad fe-
derativa, al no emitir el reporte de los resultados a la muestra recibida por esa 
instancia el 22 de marzo de 2007, originando con ello una dilación para el esta-
blecimiento del diagnóstico y tratamiento oportunos, y en consecuencia la evo-
lución natural de la retinopatía y el hipotiroidismo, secuelas actualmente irre-
versibles.

Igualmente, se observó que en el desarrollo de la atención médica que se le 
brindó a la menor, en el Hospital General “Gustavo Baz Prada”, Nezahualcóyotl, 
del ISEM, Estado de México, no se cumplió con los lineamientos básicos para la 
atención de la mujer durante el embarazo, parto y puerperio del recién nacido, pues 
las secuelas que la menor actualmente padece eran previsibles, y con ello se in-
fringió lo establecido en la Norma Oficial Mexicana NOM-034-SSA2-2000.

Por otra parte, del estudio técnico médico del expediente clínico de la agravia-
da, se observó un inadecuado manejo de los registros y anotaciones en las notas 
médicas elaboradas por servidores públicos del mencionado hospital, debido a 
la ausencia de datos básicos o elementales de su llenado para dejar constancia de 
sus actividades, requisitos previstos legalmente por la Norma Oficial Mexicana NOM-
168-SSA-1-1998, consistentes en un llenado incompleto, por exceso de abrevia-
ciones en las notas médicas, por ausencia de fechas, nombres completos de los 
responsables que las suscriben, firmas, claves de médicos tratantes y notas mé-
dicas ilegibles, omisiones con las que se contravino la norma mencionada y se 
acreditó el desconocimiento de importancia de tales documentos, que están orien-
tados a garantizar la eficiencia en la práctica médica y, principalmente, a dejar 
constancia de los antecedentes que permitan conocer la calidad del servicio otor-
gado a los pacientes.

Por lo expuesto, en el presente caso se acreditó una deficiente atención médi-
ca de la menor por parte de los médicos que la atendieron durante su nacimien-
to, hospitalización, alta y por valoraciones externas, en el Hospital General “Gus-
tavo Baz Prada”, así como del personal adscrito a la Jurisdicción Sanitaria de 
Nezahualcóyotl, ambos dependientes del Instituto de Salud del Estado de Méxi-
co, ya que no atendieron las disposiciones relacionadas con el derecho a la pro-
tección de la salud previstas en los instrumentos internacionales, celebrados por 
el Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la República, en términos del 
artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que es-
tablecen el margen mínimo de calidad en los servicios médicos que proporciona 
el Estado mexicano a su población, de conformidad los artículos 12.1, y 12.2, in-
ciso d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 
10.1, y 10.2, inciso a), del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
para asegurar la plena efectividad y alcance del más alto nivel de salud para todos 
los individuos, preceptos que ratifican lo dispuesto por el artículo 4o., párrafo ter-
cero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo al de-
recho a la protección de la salud, así como al reconocimiento por parte del Esta-
do a las personas al disfrute de un servicio médico de calidad, debiendo adoptar 
para ello las medidas necesarias para la plena efectividad de ese derecho.

Igualmente con su conducta, dichos servidores públicos trasgredieron lo pre-
visto en los artículos 1o.; 2o, fracción V; 23; 27, fracciones III y IV; 32; 33, fracción 
II; 34, fracción II; 37; 51, y 61, fracción I, de la Ley General de Salud; 48 del 
Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de 
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Atención Médica; 2o., fracción VII; 13 fracciones III y IV; 18; 32, fracción II, y 35, 
del Reglamento de Salud del Estado de México.

En consecuencia, la actuación del personal médico citado vulneró presumible-
mente lo establecido en el artículo 42, fracción I, de la Ley de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos del estado y municipios en el Estado de México, que 
disponen la obligación que tienen los servidores públicos de cumplir con el ser-
vicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause su sus-
pensión o deficiencia, o implique el incumplimiento de cualquier disposición legal, 
reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público.

Por otra parte, si bien es cierto que una de las vías previstas en el sistema ju-
rídico mexicano para lograr la reparación del daño derivado de la responsabilidad 
profesional consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional com-
petente, también lo es que el sistema no jurisdiccional de protección de Derechos 
Humanos, de conformidad con lo establecido en los artículos 113, segundo pá-
rrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 44, párrafo 
segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 7.150, 
7.52 y 7.161 del Código Civil del Estado de México, la Recomendación que se 
formule debe incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución 
de los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación de 
los daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado, por lo cual resulta proceden-
te se le otorgue a la menor M1, por conducto de su madre la indemnización 
correspondiente.

No pasa desapercibido para esta Comisión Nacional que la Contraloría Interna 
del Instituto de Salud del Estado de México, resolvió el 18 de julio de 2008 el 
expediente administrativo número CI/ISEM/OF/025/2007, en contra de perso-
nal médico adscrito al Hospital General “Gustavo Baz Prada” de Nezahualcóyotl 
en esa entidad federativa, determinando responsabilidad sólo para algunos mé-
dicos que atendieron a la menor durante su estancia hospitalaria en ese nosoco-
mio; sin embargo, se observó que no se inició investigación respectiva del resto 
del personal que participó en el presente asunto y que se encuentra involucra-
do en la deficiente atención médica proporcionada a la menor, por lo que el 
mismo debe ser investigado por esa Contraloría.

Aunado a lo anterior, se advirtió que la averiguación previa número NEZA/
III/5839/2007, tramitada en la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
México, por el delito de lesiones y lo que resulte en agravio de la menor, se en-
cuentra en trámite, y fue remitida el 8 de octubre de 2008 a la Dirección de Res-
ponsabilidades en Toluca, Estado de México, instancia que determinará lo que 
conforme a derecho proceda.

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permi-
te formular respetuosamente a usted señor Gobernador Constitucional del Esta-
do de México, las siguientes:

V. RECOMENDACIONES

PRIMERA. Se ordene y se realice el pago de la reparación de daño, a favor de la 
menor, como consecuencia de la inadecuada atención médica brindada a la agra-
viada en el Hospital General “Gustavo Baz Prada” y por la Jurisdicción Sanitaria 
de Nezahualcóyotl, pertenecientes al Instituto de Salud del Estado de México, en 
virtud de las consideraciones planteadas en el capítulo de observaciones de esta 
Recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las 
que se acredite su cumplimiento.
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SEGUNDA. Instruir a quien corresponda para que a la brevedad posible se realicen 
las acciones necesarias, a efecto de que se proporcione de manera permanente 
y de por vida la atención médica, tratamiento y rehabilitación que requiera la me-
nor en relación a la retinopatía del niño prematuro e hipotiroidismo congénito 
que padece.

TERCERA. Se dé vista al Agente del Ministerio Público del Fuero Común de las 
observaciones contenidas en el presente documento, a fin de que se consideren 
en la averiguación previa número NEZA/III/5839/2007, en la que se investigan 
los hechos materia de la presente queja; asimismo, se le brinde el apoyo docu-
mental necesario para su correcta y oportuna integración.

CUARTA. Se dé vista a la Contraloría Interna del Instituto de Salud del Estado 
de México de las observaciones contenidas en el presente documento, a efecto de 
que se inicie el procedimiento administrativo de investigación correspondiente a 
los servidores públicos del Hospital General “Gustavo Baz Prada”, así como del 
personal de la Jurisdicción Sanitaria “Nezahualcóyotl”, que participaron en el pre-
sente asunto y que no fueron considerados en el procedimiento número CI/ISEM/
OF/25/2007, y se resuelva lo que conforme a derecho corresponda.

QUINTA. Se adopten las medidas administrativas necesarias para que tanto el 
personal médico del Hospital General “Gustavo Baz Prada” como el de la Juris-
dicción Sanitaria de Nezahualcóyotl, ambas pertenecientes al Instituto de Salud 
del Estado de México, reciban cursos de capacitación sobre el conocimiento de 
las normas oficiales mexicanas y se evite la repetición de actos como los que mo-
tivaron el presente pronunciamiento.

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública, y se emite con el propósito fundamental, tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como obte-
ner la investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas o 
cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones, 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate.

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita de usted que la respuesta sobre 
la aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada dentro del tér-
mino de quince días hábiles siguientes a esta notificación.

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca-
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen 
a esta Comisión Nacional, dentro de un término de quince días hábiles siguientes a 
la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma.

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre-
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir-
cunstancia.

Atentamente
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 62/2008
Sobre el caso de la señora Micaela Martínez López

SÍNteSIS: El 2 de mayo de 2008, esta Comisión Nacional recibió la queja del señor 
Adán García López, en la cual hizo valer hechos presuntamente violatorios de Dere­
chos Humanos en agravio de su hermana Micaela Martínez López y su menor hijo 
AMM, cometidos por servidores públicos de la Secretaría de Marina­Armada de Mé­
xico. El quejoso refirió que su consanguínea trabajó en esa dependencia por siete 
años y debido a negligencia médica en su tratamiento por personal de la Secretaría 
de Marina­Armada de México falleció, y a su sobrino AMM se le informó que como 
la muerte de su madre no fue durante actos del servicio, hasta el momento de pre­
sentar su queja a su sobrino no se le habían cubierto las prestaciones a que tiene de­
recho, además de que esa dependencia se deslindaba de responsabilidad, por lo 
que solicitó la intervención de esta Comisión Nacional.

La Recomendación se emitió con motivo de las violaciones al derecho humano a 
la vida y el derecho a la protección de la salud, así como el de recibir atención médi­
ca adecuada de la ex cabo del Servicio Administrativo de Intendencia Naval oficinista 
Micaela Martínez López, por parte de servidores públicos adscritos a los Hospitales 
Navales de Salina Cruz y Veracruz, quienes le brindaron una inadecuada prestación 
del servicio público de salud, vulnerando con dicha conducta el derecho fundamen­
tal reconocido en los artículos 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 2o., fracciones I, II y V; 3o.; 23; 24; 27, fracción III; 
33, fracciones I y II; 34, fracción II; 37; 51, y 89, de la Ley General de Salud; 6o.; 7o.; 
8o.; 9o.; 10, fracción I; 21, y 48, del Reglamento de la Ley General de Salud en Ma­
teria de Prestación de Servicios de Atención Médica; 1o.; 2o., fracción X, y 16, frac­
ción XXI, de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 
Mexicanas; 12.1, y 12.2, inciso d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; 12.2 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer, y 10.1, y 10.2, inciso d), del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales.

Las evidencias recabadas permitieron establecer que existió un retraso en el tra­
tamiento médico que requería la agraviada, toda vez que el personal médico que la 
atendía, al advertir que no mejoraba su estado de salud, debió ordenar su traslado 
inmediato al Centro Médico Naval y no haber sido egresada del Hospital Naval de 
Salina Cruz para que acudiera a cita abierta al Hospital Naval de Veracruz, nosocomio 
que no contaba con las especialidades que necesitaba.

Toda vez que durante todo el tiempo que estuvo internada en el Hospital de Sa­
lina Cruz se le estuvo tratando de una “probable migraña”, “probable cefalea migra­
ñosa” y “trastorno de somatización”, su ingreso al Hospital Naval de Veracruz fue con 
el diagnóstico de “cefalea en estudio y parálisis del sexto par craneal derecho”, y a 
solicitud de la médico tratante adscrita a dicho hospital se le trasladó al Centro Mé­
dico Naval en la ciudad de México con el diagnóstico de “parálisis del sexto par cra­
neal derecho, cefalea en estudio y salmonelosis”, por lo que no se advierte que se 
le hayan practicado en dichos nosocomios estudios específicos a fin de determinar 
el origen de su padecimiento, y finalmente ingresó al Centro Médico Naval por “ce­
falea en estudio, parálisis del sexto par craneal derecho en estudio, síndrome confu­
sional y probable encefalitis viral”, precisándose como enfermedad principal al mo­
mento de su fallecimiento “meningoencefalitis por cryptococcus neoformans”.
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Esta Comisión Nacional determinó que la atención médica brindada a la señora 
Micaela Martínez López en los diferentes hospitales navales en donde fue atendida 
tuvo una serie de omisiones y dilaciones que finalmente llevaron a su deceso.

Lo anterior pone de manifiesto que la entonces cabo del Servicio Administrativo 
de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López no fue valorada en forma ade­
cuada desde sus primeras visitas a la unidad médica de Salina Cruz, toda vez que 
se minimizó la sintomatología que presentaba y no se realizó un protocolo de inves­
tigación, en el que se hubiesen solicitado los estudios específicos para determinar 
qué originaba su padecimiento, ni se realizó una valoración clínica especializada co­
mo requería su caso, lo que produjo un retraso en su diagnóstico y, en consecuencia, 
que tuviera una mala evolución aun cuando su padecimiento no era mortal, en cuan­
to a su evolución natural, sin embargo, éste se agravó en forma fatal hasta llegar a 
la muerte, por falta de un diagnóstico oportuno y del tratamiento adecuado.

Respecto de la integración de los expedientes clínicos a nombre de Micaela Mar­
tínez López, esta Comisión Nacional observó que éstos no se encuentran integrados 
adecuadamente, ni en el Hospital de Salina Cruz ni en el Hospital Naval de Veracruz; 
por lo que se consideró que tales expedientes clínicos no cumplen con lo que dispo­
nen los puntos 4.4, 5.1, 5.2, 5.2.1, 5.2.2, 5.2.3, 5.2.4, 5.9, 5.10 y 5.13 de la Norma 
Oficial Mexicana NOM­168­SSA1­1998 Del Expediente Clínico, en cuya elaboración, 
entre otras instituciones, intervino la Secretaría de Marina, a través de la Dirección 
General de Sanidad Naval.

La atención médica que se le brindó a la señora Micaela Martínez en el Centro 
Médico Naval de la ciudad de México fue tardía; ello se debió a que la atención ini­
cial que se le dio en los hospitales navales de Salina Cruz y Veracruz, no fue adecua­
da, lo cual la conllevó a su fallecimiento el 13 de marzo de 2007.

En el caso de la señora Micaela Martínez López existió una deficiente atención 
médica que a la postre le ocasionó la pérdida de la vida, por parte del personal mé­
dico de los Hospitales Navales de Salina Cruz y Veracruz, ambos dependientes de la 
Secretaría de Marina­Armada de México, quienes no actuaron con el profesionalismo 
adecuado que el desempeño de su cargo requería, conducta con la que conculcaron 
el derecho fundamental a la vida y a la protección de la salud de la agraviada, previs­
to en el artículo 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establece la obligación del Estado de brindar un servicio médico de 
calidad, debiendo adoptar para ello las medidas necesarias para la plena efectividad 
de ese derecho.

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional considera que el personal médi­
co adscrito a los Hospitales Navales de Salina Cruz y Veracruz que atendió a la se­
ñora Micaela Martínez López transgredió con su actuación lo dispuesto en el artícu­
lo 8o., fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos.

Por lo anterior se recomendó a la Secretaría de Marina que se repare el daño a 
los deudos de la occisa; asimismo, que se dé vista de los hechos al Órgano Interno 
de Control en esa Secretaría para que inicie el procedimiento administrativo de in­
vestigación correspondiente, en contra del personal adscrito a los Hospitales Navales 
de Salina Cruz, Oaxaca, y Veracruz, Veracruz, que intervinieron en los hechos violato­
rios antes precisados; de igual forma que se impartan cursos para que se de cum­
plimiento a la Norma Oficial Mexicana NOM­168­SSA1­1998 Del Expediente Clínico 
al personal del Hospital Naval de Salina Cruz, Oaxaca, y al Hospital Naval de Veracruz, 
para evitar que en lo futuro ocurran omisiones como las referidas en el capítulo de 
observaciones de esta Recomendación.
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México, D. F., 17 de diciembre de 2008

Sobre el caso de la señora Micaela Martínez López

Almirante C.G. DEM. Mariano Francisco Saynez Mendoza,
Secretario de Marina

Muy distinguido señor Secretario:

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo prime-
ro; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamen-
to Interno, ha examinado los elementos de prueba contenidos en el expediente número CNDH/2/ 
2008/2240/Q, relacionados con la queja que presentó el señor Adán García López por la atención 
médica brindada a la señora Micaela Martínez López, cabo del Servicio Administrativo de Intenden-
cia Naval Oficinista, y vistos los siguientes:

I. HECHOS

A. El 2 de mayo de 2008 esta Comisión Nacional recibió, vía correo electrónico, 
la queja del señor Adán García López, en la cual hizo valer hechos presuntamen-
te violatorios de Derechos Humanos en agravio de su hermana Micaela Martínez 
López y su menor hijo AMM, cometidos por servidores públicos de la Secretaría 
de Marina-Armada de México. El 16 de mayo de 2008, se recibió la ratificación del 
escrito de queja refiriendo que su hermana trabajó en la Secretaría de Marina-
Armada de México por siete años; que por negligencia de esa dependencia fa-
lleció y a su sobrino AMM se le informó que la muerte de su madre no fue du-
rante actos del servicio, circunstancia con la que estaba en desacuerdo.

Agregó que el padecimiento de su familiar empezó cuando laboraba como ofi-
cinista en el archivo clínico del Hospital Naval de Salina Cruz, Oaxaca, a finales de 
enero de 2007 y su muerte aconteció el 13 de marzo de ese mismo año; que 
siempre se le dijo que su enfermedad era psicológica y fue internada en el Hos-
pital Naval de Veracruz, del que fue trasladada, vía terrestre, al Centro Médico 
Naval en la ciudad de México, que su hermana murió de un paro respiratorio y 
considera que fue por la negligencia médica que se cometió en su tratamiento; 
que hasta el momento de presentar su queja a su sobrino AMM no se le habían 
cubierto las prestaciones a que tiene derecho y la Secretaría de Marina-Armada de 
México se está deslindando de su responsabilidad y pretende privarlo de lo que 
le corresponde, por lo que solicitó la intervención de esta Comisión Nacional.

B. Con motivo de los hechos relatados, esta Comisión Nacional inició el 14 de 
mayo de 2008 el expediente de queja número CNDH/2/2008/2240/Q, en el que 
se solicitaron los informes correspondientes a la Unidad Jurídica de la Secretaría 
de Marina, los que se obsequiaron en su oportunidad, y se recabaron las eviden-
cias cuya valoración lógica jurídica es objeto de análisis en el capítulo de obser-
vaciones de esta Recomendación.

II. EVIDENCIAS

En el presente caso las constituyen:
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A. La queja presentada por correo electrónico en esta Comisión Nacional y rati-
ficada por el quejoso, Adán García López, en favor de la ex cabo del Servicio Ad-
ministrativo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López y su menor 
hijo AMM, los días 2 y 16 de mayo de 2008.

B. El acuerdo de 20 de mayo de 2008, suscrito por el titular de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, mediante el cual amplía el plazo para la inter-
posición de la queja.

C. El oficio 2504/08, recibido en este Organismo el 12 de junio de 2008, por el 
que el Jefe de la Unidad Jurídica de la Secretaría de Marina rindió el informe so-
licitado, al que acompañó la siguiente documentación:

Los informes rendidos por los Hospitales Navales de Salina Cruz, Oaxaca, y Ve-
racruz, Veracruz, así como por el Centro Médico Naval, quienes precisan que a 
la fecha de remitir éstos no existía ningún procedimiento administrativo de inves-
tigación o averiguación previa instaurado con motivo de los hechos materia de 
la queja; de igual forma, se envía la información relacionada con la atención mé-
dica proporcionada a la señora Micaela Martínez López y copia de los expedien-
tes clínicos correspondientes.

De las constancias remitidas, destacan los siguientes documentos:

1. El oficio número 1390/118/0608, de 3 de junio de 2008, girado por el Viceal-
mirante C.G. DEM José María Ortegón Cisneros, Comandante de la Décimo Segun-
da Zona Naval, en Salina Cruz, Oaxaca, de la Secretaría de Marina, al que anexó:

a) El resumen clínico de la paciente Micaela Martínez López, de fecha 31 de 
mayo de 2008, elaborado por el Subdirector del Hospital Naval de Salina Cruz.

b) Los partes informativos de 31 de mayo de 2007 (sic), suscritos por el Jefe de 
Hospitalización; Tte. de Corb. SSN MC Adán de J. Camacho Martínez; Tte. de Corb. 
SSN MC Anastasia Zárate Flores y el Tte. de Corb. SSn MC Lorenzana Jarquín 
Maribel.

c) Los partes informativos de 31 de mayo de 2008 suscritos por el Tte. de Nav. 
SSN MC Psiqic. José Fermín Palomecq Morales; Tte. de Corb. SSN MC José Alfre-
do Gómez Gallegos; Tte. de Corb. SSN MC Griselda Marín García; Tte. de Corb. 
SSN MC Julio César Alavez Jiménez, miembros del personal del Hospital Naval 
de Salina Cruz que intervinieron en la atención médica brindada a la señora Mi-
caela Martínez López.

2. El oficio número 5230, de 3 de junio de 2008, girado por el Comandante de 
Tercera Zona Naval Militar, en Veracruz, Veracruz, de la Secretaría de Marina, al 
que anexó:

a) El informe médico sobre la atención proporcionada a la señora Micaela Mar-
tínez López, suscrito por el Jefe del Departamento de Hospitalización.

b) Los partes informativos de 2 de junio de 2008, suscritos por el Cap. Corb. SSN 
MC Neuro. Joaquina Vega Martínez y el Tte. Frag. SSN MC Oftalmólogo Manuel 
E. Pontigo Aguilar, personal del Hospital Naval de Veracruz y médicos tratantes 
de la señora Micaela Martínez López.
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c) Los partes informativos de 2 de junio de 2008, suscritos por el Subdirector de 
ese centro hospitalario, y el Jefe de Transportes del mismo, quienes refieren que 
el traslado de la señora Micaela Martínez López se realizó vía terrestre de acuerdo 
al médico tratante, así como las fallas mecánicas que presentó la ambulancia.

3. El oficio número C-211, de 9 de mayo de 2007, por el que el Dtor. Int. del Cen-
tro Médico Naval, informa al Director General Adjunto de Seguridad y Bienestar 
Social de la Secretaría de Marina que, después de haber revisado el expediente 
clínico correspondiente al fallecimiento de la señora Micaela Martínez López, se 
considera que éste se produjo en actos fuera del servicio.

D. El oficio 3150/08, recibido en esta Comisión Nacional el 16 de julio de 2007, 
por el que el Jefe de la Unidad Jurídica de la Secretaría de Marina, remite copia 
certificada del expediente clínico y certificado de necropsia de la ex cabo del Ser-
vicio Administrativo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López, ex-
pedidas por el Centro Médico Naval, entre las cuales destacan:

1. La nota de defunción de la hoy occisa Micaela Martínez López, suscrita por el 
Tte. Corb. SSN MCN Manlio Gerardo Gamma Moreno y el Tte. Frag. SSN MCN 
Neurólogo Oscar Sánchez Escandón.

2. El resumen clínico y los diagnósticos finales suscritos por el Servicio de Anato-
mía Patológica del Centro Médico Naval.

E. El oficio C.S.P.S.V.127/08/2008, de 8 de agosto de 2008, a través del cual 
peritos médicos de la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión Na-
cional emitieron opinión médica respecto de la atención brindada a la señora 
Micaela Martínez López en los Hospitales Navales de Salina Cruz y Veracruz, así 
como en el Centro Médico Naval.

F. Las actas circunstanciadas de 12, 13 y 16 de mayo; 17 de julio; 22 de agosto; 
12 de septiembre; 27 de octubre y 7 de noviembre de 2008, elaboradas por 
Visitadores Adjuntos de esta Comisión Nacional, donde constan las diligencias 
que se realizaron con el quejoso, Adán García López, durante la integración del 
expediente número CNDH/2/2008/2240/Q.

III. SITUACIÓN JURÍDICA

El 24 de enero de 2007, la entonces cabo del Servicio Administrativo de Inten-
dencia Naval oficinista Micaela Martínez López, acudió a consulta externa al Hos-
pital Naval de Salina Cruz. A la exploración médica se detectó cefalea frontal 
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pulsátil de ocho días de evolución, sin encontrar datos de interés a la exploración
física; se solicitaron exámenes de laboratorio y cita con resultados, diagnosticán
dole cefalea en estudio. Asimismo, los días 25, 26, 28, 29 y 30 de enero de 2007
acudió de nueva cuenta a dicho centro hospitalario a través de la consulta ex
terna y el servicio de urgencia por continuar con el mismo padecimiento, agre
gándose a los síntomas nausea y vómito, cuadro que se manejó como probable
migraña.

El 30 de enero de 2007 fue hospitalizada en ese nosocomio a cargo del Ser
vicio de Medicina Interna, considerando, por el cuadro clínico que presentaba
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“probable cefalea migrañosa”; el 1 de febrero de ese mismo año fue valorada 
por el Servicio de Ortopedia, descartándose alteraciones óseas; el 2 de febrero 
del año próximo pasado, el Servicio de Psiquiatría diagnosticó “un trastorno de 
somatización” y a pesar del manejo y aplicación de los medicamentos prescritos 
la paciente refirió nula mejoría de síntomas, por lo que se indicó que fuera en-
viada a Neurología del Hospital Naval de Veracruz; que el 3 de ese mismo mes y 
año egresó para control y manejo como externa; sin embargo, acudió nuevamen-
te el 7, 8 15, 22 y 26 de febrero de 2007, ingresó y permaneció en ese nosoco-
mio hasta el 28 de ese mes y año.

El 2 de marzo de 2007 la señora Micaela Martínez López, se trasladó por sus 
propios medios al Hospital Naval de Veracruz en donde ingresó con diagnóstico 
de cefalea en estudio y parálisis del sexto par craneal derecho; valorada por los 
Servicios de Neurología y Oftalmología durante su estancia hospitalaria, se indi-
có su traslado al Centro Médico Naval al Servicio de Neuroftalmología con el diag-
nóstico de egreso de parálisis del sexto par craneal derecho, cefalea en estudio 
y salmonelosis, traslado que se realizó el 6 de marzo del mismo año, vía terrestre, 
en ambulancia y con acompañante médico y familiar.

La señora Micaela Martínez López ingresó al Centro Médico Naval en la ciudad 
de México el 6 de marzo de 2007, con diagnóstico de probable encefalitis viral, 
fue atendida por los Servicios de Medicina Interna y Neurología y permaneció in-
ternada del 7 al 13 del mismo mes y año, donde se le brindó atención médica; sin 
embargo, el 13 de marzo de 2007, a las 19:05 horas, fue reportada por el área 
de enfermería con ausencia de signos vitales, iniciándose maniobras de reani-
mación cardio cerebro pulmonar avanzadas por espacio de 37 minutos, sin res-
pues ta, estableciéndose el diagnóstico clínico de muerte a las 19:42 horas de ese 
mis  mo día.

De acuerdo a las constancias enviadas por los diversos nosocomios en los que 
fue atendida la señora Micaela Martínez López y al informe enviado por la Unidad 
Jurídica de la Secretaría de Marina-Armada de México, a la fecha de rendir éste 
no existía ningún procedimiento administrativo de investigación o averiguación 
previa instaurado con motivo de los hechos materia de la queja.

IV. OBSERVACIONES

Previo al estudio de las violaciones a los Derechos Humanos en agravio de la cabo 
del Servicio Administrativo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López, 
es oportuno señalar que respecto al argumento de la Secretaría de Marina, en 
el sentido de que el señor Adán García López tuvo conocimiento de los hechos 
que motivan el presente documento el día 13 de marzo de 2007, por lo que a la 
fecha de presentación de su queja transcurrió el término establecido en el ar-
tículo 26 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para que 
se interponga la misma, cabe precisar que dicho precepto en relación con el ar-
tículo 88 del Reglamento Interno de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, también establece que no contará plazo alguno cuando se trate de in-
fracción grave a los derechos fundamentales de la persona, hipótesis en la que 
encuadra el presente caso, toda vez que en éste ocurrió la pérdida de la vida de 
la agraviada como consecuencia de la inobservancia del derecho a la protección 
de la salud y a la actuación médica adecuada.

Del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de evidencias que integran el 
expediente de queja número CNDH/2/2008/2240/Q, esta Comisión Nacional de-
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termina que durante la investigación efectuada se recabaron diversas evidencias 
que demuestran violaciones al derecho humano a la vida y el derecho a la protec-
ción de la salud, así como el de recibir atención médica adecuada de la ex cabo 
del Servicio Administrativo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López, 
por parte de servidores públicos adscritos a los Hospitales Navales de Salina Cruz 
y Veracruz, quienes le brindaron una inadecuada prestación del servicio público 
de salud, vulnerando con dicha conducta el derecho fundamental reconocido en 
los artículos 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o.; 2o., fracciones I, II y V; 3o.; 23; 24; 27, fracción III; 33, fracciones 
I y II; 34, fracción II; 37; 51, y 89, de la Ley General de Salud; 6o.; 7o.; 8o.; 9o.; 
10, fracción I; 21, y 48, del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia 
de Prestación de Servicios de Atención Médica; 1o.; 2o., fracción X, y 16, fracción 
XXI, de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas; 12.1, y 12.2, inciso d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; 12.2 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, y 10.1 y 10.2, inciso d), del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Lo anterior en atención a las siguien-
tes consideraciones:

Los antecedentes del caso que dieron origen a la queja que por esta vía se 
resuelve se corroboran con las evidencias recabadas dentro de las cuales destacan 
el oficio 2504/08, recibido en esta Comisión Nacional el 12 de junio de 2008, sus-
crito por el Jefe de la Unidad Jurídica de la Secretaría de Marina, al cual se anexó 
copia de los expedientes clínicos de la señora Micaela Martínez López, en las 
que consta la atención médica que se le brindó en los Hospitales Navales de Sa-
lina Cruz y Veracruz, destacando de tal información el resumen médico elabora-
do por el Subdirector del Hospital Naval de Salina Cruz, en el que se señala que 
la paciente acude al área de consulta externa de ese nosocomio, por su padeci-
miento, el 24 de enero de 2007, siendo atendida en los servicios de Consulta 
Externa, Urgencias, Otorrinolaringología, Psiquiatría, Medicina Interna, y Trauma-
tología, con el mismo diagnóstico “cefalea en estudio”, realizándose estudios de 
laboratorio y gabinete con distintos tratamientos y existiendo mejorías parciales; 
otorgándole tres incapacidades para instrucción militar y deportes; fue internada 
en dos ocasiones y egresada por el Servicio de Medicina Interna el 28 de febrero 
de 2007, para que acudiera a cita abierta al servicio de Neurología del Hospital 
Naval de Veracruz.

Dicha atención médica se corroboró con los partes informativos de 31 de mayo 
de 2007, suscritos por el Tte. Nav. SSN MC. T y O Aarón Santos Ríos Jefe de Hos-
pitalización; Tte. de Corb. SSN MC Adán de J. Camacho Martínez; Tte. de Corb. 
SSN MC Anastasia Zárate Flores; Tte. de Corb. SSn MC Lorenzana Jarquín Maribel, 
así como los de fecha 31 de mayo de 2008, elaborados por el Tte. de Nav. SSN 
MC Psiqic. José Fermín Palomecq Morales; Tte. de Corb. SSN MC José Alfredo 
Gómez Gallegos; Tte. de Corb. SSN MC Griselda Marín García; Tte. de Corb. SSN 
MC Julio César Alavez Jiménez, servidores públicos del Hospital Naval de Salina 
Cruz, quienes refirieron la atención médica que le brindaron a la señora Micaela 
Martínez López durante su permanencia en dicho nosocomio.

De lo anterior se advierte que desde el día 24 de enero y hasta el 28 de febre-
ro de 2007, la señora Micaela Martínez López acudió en reiteradas ocasiones a 
consulta externa y al servicio de urgencias en el Hospital Naval de Salina Cruz, 
presentando cefalea de varios días de evolución y a pesar de prescribirle diversos 
medicamentos, éstos no la sanaron, sólo disminuyeron, en algunos días, su pade-
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cimiento, pero ello no implicó que estuviese curada e incluso fue internada en 
dos ocasiones y egresada el 28 de febrero de 2007 para que acudiera a cita abier-
ta al servicio de neurología del Hospital Naval de Veracruz, sin que se haya rea-
lizado el traslado por parte del Hospital Naval de Salina Cruz.

El Comandante de la Tercera Zona Naval Militar de la Secretaría de Marina en 
Veracruz anexó el informe médico 041, de 2 de junio de 2008, sobre la atención 
proporcionada a la entonces cabo del Servicio Administrativo de Intendencia Na-
val oficinista Micaela Martínez López, suscrito por el Cap. Corb. SSN Oftal. Fran-
cisco Javier Morales Llano, Jefe de Hospitalización del Hospital Naval de Veracruz, 
en el cual se establece que:

Se trató de paciente femenino de 36 años de edad la cual es referida del 
hospital naval de Salina Cruz, con el diagnóstico de probable migraña, in-
gresando a esta unidad médica el 2 de marzo de 2007 con diagnóstico de 
cefalea en estudio y parálisis del sexto par craneal derecho. Fue valorada por 
los servicios de neurología (cap. Corb. SSN. Mc. Neroped. Joaquina Vega 
Martínez) y por el servicio de oftalmología (Tte. Frag. SSN. MC. Oftal. Manuel 
Pontigo Aguilar). Durante su estancia hospitalaria se documentaron reaccio-
nes febriles positivas tifico “o” y “h”, con títulos 1:320, por lo que se inició 
tratamiento con ciprofloxacina, también fue tratada con analgésicos, rani-
tidina y bromacepam. Se le practicó tomografía axial computada de cráneo 
la que se reportó normal. Se indicó su traslado al centro médico naval al ser-
vicio de neuroftalmología con diagnósticos de egreso de parálisis del sexto 
par craneal derecho, cefalea en estudio y salmonelosis. Egresando el día 6 
de marzo de 2007, siendo trasladada vía terrestre en ambulancia con acom-
pañante médico y familiar (sic).

Lo anterior se corroboró con los partes informativos del 2 de junio de 2008, 
suscritos por la Cap. Corb. SSN MC Neuro. Joaquina Vega Martínez y el Tte. Frag. 
SSN MC Oftalmólogo Manuel E. Pontigo Aguilar, integrantes del Hospital Naval 
de Veracruz, quienes trataron a la también servidora pública Micaela Martínez Ló-
pez durante su permanencia en ese nosocomio.

Tales evidencias permiten establecer que existió un retraso en el tratamiento 
que requería la hoy agraviada, toda vez que el personal médico que la atendía, 
al advertir que no mejoraba su estado de salud, debió ordenar su traslado inme-
diato al Centro Médico Naval y no haber sido egresada del Hospital Naval de 
Salina Cruz para que acudiera a cita abierta al Hospital Naval de Veracruz, noso-
comio que no contaba con las especialidades que necesitaba, como lo refiere la 
Cap. Corb. SSN MC Neuro. Joaquina Vega Martínez en su informe.

Igualmente, entre las constancias expedidas por el Centro Médico Naval, rela-
tivas a la atención médica que le fue brindada, destacan el resumen clínico y los 
diagnósticos finales, número A-1-07, sin fecha, suscritos por el Tte. Frag. SSN MC 
PAT. Carlos Beltrán Ortega, del Servicio de Anatomía Patológica de ese nosocomio, 
en el cual se precisa como enfermedad principal “meningoencefalitis por crypto-
coccus neoformans” y como causa inmediata de la muerte el “enclavamiento de 
amigdalas cerebelosas”.

La violación a los Derechos Humanos en agravio de la señora Micaela Martínez 
López se corrobora con la opinión médica emitida por la Coordinación de Servi-
cios Periciales de esta Comisión Nacional, donde se establece que cualquier in-
flamación meníngea que dure más de dos semanas (meningitis subaguda) o de 
un mes (meningitis crónica), puede tener causas infecciosas o no; que su diagnós-
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tico requiere el análisis del LCR normalmente después de una tomografía compu-
tarizada o de una resonancia magnética; que el tratamiento va dirigido a la causa; 
que las manifestaciones que se presentan, en estos casos, pueden ser una fiebre 
mínima, con frecuencia aparece cefalea, raquialgia y déficit de los pares cranea-
les o de las raíces nerviosas medulares; además se puede producir una hidroce-
falia comunicante y ocasionar demencia, la presión intercraneal a veces permane-
ce elevada y produce cefalea, vómitos y un descenso en el nivel de vigilia que dura 
días o semanas, síntomas que coinciden con los de la meningitis aguda, que evo-
lucionan en un plazo de semanas, pero sin tratamiento puede producirse la muer-
te en unas pocas semanas o meses o continuar con síntomas durante años.

Aún más, en opinión de la Coordinación de Servicios Periciales de esta Institu-
ción Nacional, en el diagnóstico se sospecha si aparecen síntomas o signos me-
níngeos durante un plazo mayor a dos semanas, con síntomas de disfunción ce-
rebral o no, en especial si existe una causa posible de meningitis, para lo cual es 
preciso realizar un análisis de líquido cefalorraquídeo.

La tomografía de cráneo y la resonancia magnética se realizan para excluir le-
siones expansivas que originan una disfunción cerebral de lenta evolución y para 
determinar si la punción lumbar no plantea ningún peligro. La presión del líquido 
cefalorraquídeo suele ser elevada, aunque puede ser normal; el recuento de cé-
lulas en el líquido cefalorraquídeo está aumentado, con un predominio linfocita-
rio; la glucosa está un poco reducida y las proteínas altas; los otros exámenes de 
líquido cefalorraquídeo, las tinciones especiales o los cultivos de hongos y bacilos 
acidorresistentes vienen determinadas según los factores de riesgo que presente 
el paciente; asimismo, los hongos se detectan con el microscopio mediante su exa-
men en fresco o en el caso del género cryptococus y cándida al cabo de pocos 
días o en las infecciones fúngicas menos frecuentes, tras unas semanas; por lo 
que la detección de antígeno anticriptococus en el líquido cefalorraquídeo es muy 
específica y sensible, lo que en el presente caso no aconteció ya que durante 
todo el tiempo que estuvo internada en el Hospital de Salina Cruz se le estuvo tra-
tando de una “probable migraña”, “probable cefalea migrañosa” y “trastorno de 
somatización”.

Al Hospital Naval de Veracruz ingresó con un diagnóstico de “cefalea en estu-
dio y parálisis del sexto par craneal derecho”, y a solicitud de la médico tratante 
adscrita a dicho hospital se le trasladó al Centro Médico Naval con el diagnóstico 
de “parálisis del sexto par craneal derecho, cefalea en estudio y salmonelosis”. De 
las constancias de autos no se advierte que a la paciente se le hayan practicado 
en dichos nosocomios algunos de los estudios precisados en el párrafo anterior. 
Finalmente su ingreso a dicho Centro fue por “cefalea en estudio, parálisis del sex-
to par craneal derecho en estudio, síndrome confusional y probable encefalitis 
viral”, precisándose como enfermedad principal al momento de su fallecimiento 
“meningoencefalitis por cryptococcus neoformans”.

Lo anterior, pone de manifiesto que la entonces cabo del Servicio Administra-
tivo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López no fue valorada en 
forma adecuada desde sus primeras visitas a la unidad médica de Salina Cruz, 
toda vez que se minimizó la sintomatología que presentaba y no se realizó un pro-
tocolo de investigación, en el que se hubiesen solicitado los estudios específicos 
que se necesitaban para determinar qué originaba su padecimiento, ni se realizó 
una valoración clínica especializada como requería su caso, lo que produjo un 
retraso en su diagnóstico y, en consecuencia, que tuviera una mala evolución aun 
cuando su padecimiento no era mortal, en cuanto a su evolución natural, sin em-
bargo, éste se agravó en forma fatal hasta llegar a la muerte, por falta de un diag-
nóstico oportuno y del tratamiento adecuado.
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Respecto a la integración de los expedientes clínicos a nombre de Micaela Mar-
tínez López, la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión Nacional ob-
servó que éstos no se encuentran integrados adecuadamente y de las pocas 
notas que forman el expediente del Hospital de Salina Cruz, relacionadas con las 
fechas en que fue internada con motivo del padecimiento que la llevó a su falle-
cimiento, no se desprende que se hubiera dado una valoración y revisión neuro-
lógica adecuadas.

Tampoco está bien integrado el expediente del Hospital Naval de Veracruz, 
ya que no existe una secuencia en las notas de evolución ni se advierte que haya 
habido una valoración neurológica, en relación con el tiempo que permaneció la 
paciente en ese nosocomio, no obstante haber presentado claramente signología 
neurológica; lo que se corrobora con las copias de los expedientes clínicos que 
fueron enviados por los hospitales navales de Salina Cruz y Veracruz y en donde 
consta la atención que se brindó a la señora Micaela Martínez López.

Por lo anterior, se considera que tales expedientes clínicos no cumplen con lo 
que disponen los puntos 4.4, 5.1, 5.2, 5.2.1, 5.2.2, 5.2.3, 5.2.4, 5.9, 5.10 y 5.13 
de la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSA1-1998, denominada Del expedien-
te clínico, en cuya elaboración, entre otras instituciones, intervino la Secretaría de 
Marina, a través de la Dirección General de Sanidad Naval.

En efecto, tales disposiciones establecen que el expediente clínico es el conjun-
to de documentos escritos, gráficos e imagenológicos o de cualquier otra índole, 
en los cuales el personal de salud deberá hacer los registros, anotaciones y cer-
tificaciones correspondientes a su intervención, con arreglo a las disposiciones 
sanitarias; así también, que el expediente clínico deberá tener datos generales 
como son tipo, nombre y domicilio del establecimiento y, en su caso, nombre de 
la Institución a la que pertenece, así como el nombre, sexo, edad y domicilio del 
usuario; que las notas en el expediente clínico deberán contener fecha, hora, nom-
bre completo, al igual que la firma de quien la elabora, debiendo expresar las 
anotaciones en lenguaje técnico médico, sin abreviaturas, con letra legible, sin 
enmendaduras ni tachaduras y conservarse en buen estado; e integrar dicho ex-
pediente atendiendo a los servicios prestados de consulta externa (general y espe-
cializada), urgencias y hospitalización. En el presente caso se corroboró que no 
fueron integrados debidamente los expedientes clínicos de la señora Micaela 
Martínez López.

De igual forma, es oportuno subrayar que la atención médica que se le brindó 
a la señora Micaela Martínez en el Centro Médico Naval de la ciudad de México 
fue tardía; ello se debió a que la atención inicial que se le dio en los hospitales 
navales de Salina Cruz y Veracruz, no fue adecuada, lo cual la conllevó a su fa-
llecimiento.

Por todo lo anterior, personal de la citada Coordinación concluyó lo siguiente:

PRIMERA. La atención brindada a la señora Micaela Martínez López, en el 
Hospital de Salina Cruz, Oaxaca, no fue la adecuada, toda vez que se mini-
mizó la sintomatología referida por la paciente y no se le realizó un proto-
colo de investigación del caso, en el cual se hubiesen solicitado los estudios 
específicos indicados y ni siquiera se le realizó una valoración clínica y espe-
cializada como lo requería la paciente, en forma adecuada.

[...]

TERCERA. El padecimiento que presentaba la señora Micaela Martínez Ló-
pez (Meningitis Criptocococica) no ponía en peligro su vida, en forma in-
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mediata siempre y cuando se le hubiera hecho un diagnóstico en forma 
pre cisa y temprana y se hubiese otorgado el tratamiento específico en for-
ma oportuna.

CUARTA. Si la señora Micaela Martínez López hubiese recibido tratamien-
to médico en forma adecuada y oportuna no hubiese fallecido, toda vez 
que de las constancias que obran en el expediente de queja no se despren-
de que la señora hubiese estado cursando con una complicación que pusie-
se en peligro su vida en forma inmediata o alguna otra enfermedad conco-
mitante.

[...]

Por lo tanto, con el conjunto de evidencias que obran agregadas al expe-
diente número CNDH/2/2008/2240/Q, y a las cuales se ha hecho referencia, se 
acre dita que la atención médica proporcionada a la entonces cabo del Servicio 
Administr ativo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López en los hos-
pitales navales de Salina Cruz y Veracruz, no fue la adecuada, toda vez que no 
se emitió un diagnóstico oportuno y, en consecuencia, un tratamiento apropiado, 
lo cual ocasionó que ésta falleciera en el Centro Médico Naval el 13 de marzo de 
2007.

De lo antes expuesto se concluye que en el caso de la señora Micaela Martínez 
López existió una deficiente atención médica que a la postre le ocasionó la pér-
dida de la vida, por parte del personal médico de los Hospitales Navales de Sali-
na Cruz y Veracruz, ambos dependientes de la Secretaría de Marina-Armada de 
México, quienes no actuaron con el profesionalismo adecuado que el desempe-
ño de su cargo requería, conducta con la que conculcaron el derecho fundamen-
tal a la vida y a la protección de la salud de la agraviada, previsto en el artículo 
4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que establece la obligación del Estado de brindar un servicio médico de calidad, 
debiendo adoptar para ello las medidas necesarias para la plena efectividad de 
ese derecho.

Cabe precisar que el derecho a la protección de la salud tiene como una de 
sus finalidades el disfrute de los servicios médicos y que la asistencia social satis-
faga eficaz y oportunamente las necesidades de la población, protegiendo, pro-
moviendo y restaurando la salud de la persona y de la colectividad.

La Ley General de Salud, en sus artículos 1o.; 2o., fracciones I, II y V; 3o.; 23; 24; 
27, fracción III; 33, fracciones I y II; 34, fracción II; 37; 51, y 89, establece que el 
derecho a la protección de la salud tiene como finalidad la prolongación y el me-
joramiento de la calidad de vida humana, y que los servicios de salud son todas 
aquellas acciones realizadas en beneficio del individuo y de la sociedad en gene-
ral, las cuales están dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la per-
sona y de las colectividad; que la atención médica que se brinda a los individuos 
comprende actividades preventivas, curativas y de rehabilitación, incluyendo la 
atención de urgencia, la que se proporciona a los derechohabientes de institu-
ciones públicas de seguridad social, misma que debe ser oportuna y de calidad, 
además de recibir atención profesional y éticamente responsable, así como un tra-
to respetuoso y digno de los profesionales, técnicos y auxiliares.

Asimismo, el Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación 
de Servicios de Atención Médica, en sus artículos 6o.; 7o.; 8o.; 9o.; 10, fracción I; 
21, y 48, establece que las actividades de atención médica curativa tienen por 
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objeto efectuar un diagnóstico temprano de los problemas clínicos y establecer 
un tratamiento oportuno orientado a mantener o reintegrar el estado de salud 
de las personas.

La Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, 
en sus artículos 1o.; 2o., fracción X, y 16, fracción XXI, establece que ese institu-
to tiene como función otorgar las prestaciones y administrar los servicios a su car-
go, entre las que se encuentra el servicio médico integral y de calidad.

De igual forma, con la inadecuada prestación del servicio médico de salud a la 
señora Micaela Martínez López se violentaron las disposiciones relacionadas con 
el derecho a la protección de la salud previstas en los instrumentos internaciona-
les celebrados por el Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la República, 
en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, que establecen el margen mínimo de calidad en los servicios médicos que 
proporciona el Estado a su población, de conformidad con los artículos 12.1, y 
12.2, inciso d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales; 12.2 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer, y 10.1, y 10.2, inciso d), del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, para asegurar la efectividad y alcance del más alto 
nivel de salud para todos los individuos.

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional considera que el personal mé-
dico adscrito a los hospitales navales de Salina Cruz y Veracruz, ambos depen-
dientes de la Secretaría de Marina-Armada de México, que atendió a la entonces 
cabo del Servicio Administrativo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez 
López, transgredió con su actuación lo dispuesto en el artículo 8o., fracciones I 
y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos, que dispone la obligación de los servidores públicos de cumplir el ser-
vicio encomendado, debiéndose abstener de cualquier acto u omisión que impli-
que incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio 
público.

Por ello, la Secretaría de Marina-Armada de México tiene el deber ineludible 
de reparar de forma directa y principal las violaciones de Derechos Humanos de 
las cuales es responsable, así como de asegurar que las reclamaciones de repa-
ración formuladas por las víctimas de éstas y/o sus familiares no enfrenten com-
plejidades ni cargas procesales excesivas que signifiquen un impedimento u obs-
trucción a la satisfacción de sus derechos.

En este sentido, es de elemental justicia que la Secretaría de Marina-Armada 
de México implemente en favor de las personas agraviadas medidas de satisfac-
ción y, sobre todo, garantías de no repetición del acto violatorio de Derechos Hu-
manos respecto de las víctimas, sus familiares y la sociedad en su conjunto que 
tengan alcance o repercusión pública y que busquen reparar el daño, incluso, en 
el presente caso, para la reparación del daño se debe tomar en consideración la 
asistencia médica y psicológica a favor de los familiares de la agraviada.

Por otra parte, si bien es cierto que una de las vías previstas en el sistema ju-
rídico mexicano para lograr la reparación del daño derivado de la responsabilidad 
en que incurrieron los servidores públicos de la Secretaría de Marina-Armada de 
México, consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional compe-
tente, también lo es que el Sistema de Protección No Jurisdiccional de Derechos 
Humanos, de conformidad con lo establecido en los artículos 113, segundo pá-
rrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 44 de la Ley 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 1915 y 1917 del Código Ci-
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vil Federal; 32, fracción VI, del Código Penal Federal, así como 1o. y 2o. de la Ley 
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, prevé la posibilidad de que al 
acreditarse una violación a los Derechos Humanos atribuible a un servidor públi-
co del Estado, la Recomendación que se formule a la dependencia pública debe 
incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución de los afecta-
dos en sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y 
perjuicios que se hubieran ocasionado; por lo cual resulta procedente que se rea-
lice la indemnización conducente en favor de los deudos de la señora Micaela 
Martínez López, como resultado de la existencia de una responsabilidad de ca-
rácter institucional.

Una vez establecida la responsabilidad de los servidores públicos por viola-
ciones a los Derechos Humanos, el Estado tiene la obligación de reparar el daño 
ocasionado. En este sentido, el artículo 63.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos establece que los Estados parte están obligados a reparar las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos 
derechos y al pago de una justa indemnización a la parte lesionada, y el presen-
te caso no debe ser la excepción, por el contrario, se debe pugnar por la repara-
ción de los daños y perjuicios ocasionados a los familiares de la agraviada, Micae-
la Martínez López.

Cabe destacar que a la fecha de emisión de esta Recomendación la autoridad 
no ha dado vista de los hechos en los que perdiera la vida la entonces cabo del 
Servicio Administrativo de Intendencia Naval oficinista Micaela Martínez López, 
a la Procuraduría General de Justicia Militar, a fin de que ésta inicie la averiguación 
previa correspondiente, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 21 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 36, 37, 38, 39 y 78 
del Código de Justicia Militar.

De igual forma, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 108, párrafo 
primero, y 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 4 y 10 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, y 37, fracción XVII, de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, esa dependencia debe dar vista de estos acontecimientos al Ór-
gano Interno de Control en la Secretaría de Marina-Armada de México, a fin de 
que se inicie la investigación administrativa correspondiente y, en su oportunidad, 
se determine lo procedente.

Lo anterior en virtud de que al presentar el informe correspondiente la Unidad 
Jurídica de esa institución refirió que, de acuerdo a la información enviada por 
los diversos nosocomios de esa dependencia, no había ningún procedimiento 
administrativo de investigación o averiguación previa iniciado con motivo de los 
acontecimientos precisados en la presente Recomendación, en virtud de que no 
se ha recibido queja por parte de los familiares de la señora Micaela Martínez 
López; circunstancia que no es obstáculo para que esa Secretaría dé vista de ta-
les acontecimientos a las áreas correspondientes, de conformidad con lo dispues-
to en el artículo 8o, fracción XVIII, de la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos.

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos for-
mula, respetuosamente, a usted, señor Secretario de Marina, las siguientes:

V. RECOMENDACIONES

PRIMERA. Gire sus instrucciones a quien corresponda, a efecto de que se realicen 
los trámites necesarios para que de inmediato se efectúe la reparación del daño 
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en favor de los deudos de la entonces cabo del Servicio Administrativo de Inten-
dencia Naval oficinista Micaela Martínez López, y se envíen a esta Comisión Na-
cional las constancias con las que se acredite su cumplimiento.

SEGUNDA. Gire sus instrucciones a quien corresponda, a fin de que el Órgano 
Interno de Control en la Secretaría de Marina, de acuerdo con su normatividad, 
inicie una investigación administrativa del personal adscrito a los Hospitales Na-
vales de Salina Cruz y Veracruz que intervino en los hechos violatorios precisados 
y, realizado lo anterior, se dé cuenta a esta Comisión Nacional de las actuaciones 
practicadas desde el inicio de su intervención hasta la conclusión de la misma.

TERCERA. Gire sus instrucciones a quien corresponda para que se impartan cur-
sos de capacitación sobre el contenido de la Norma Oficial Mexicana NOM-168-
SSA1-1998, Del expediente clínico, al personal del Hospital Naval de Salina Cruz 
y del Hospital Naval de Veracruz, para evitar que en lo futuro ocurran omisiones 
como las referidas en el capítulo de observaciones de esta Recomendación, y se 
envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su cum-
plimiento.

La presente Recomendación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de la dependencia administrati-
va o cualquiera otra autoridad competente, para que, dentro de sus atribuciones, 
aplique las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida.

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la acep-
tación de esta Recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del térmi-
no de 15 días hábiles siguientes a su notificación.

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, le solicito que, en 
su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que 
se le dirige se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días 
hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre 
la aceptación de la misma.

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esta 
circunstancia.

Atentamente
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 63/2008
Caso de la señora MMM  

y otros migrantes centroamericanos

SÍNteSIS: Esta Comisión Nacional pudo establecer que los días 14 de febrero, 5 de 
marzo, 15 de marzo, 11 de abril y 5 de diciembre de 2007, 34 migrantes de naciona­
lidad guatemalteca y salvadoreña fueron asegurados en las casetas de verificación 
migratoria del Instituto Nacional de Migración (INM) ubicadas en el kilómetro 113 
de la autopista Ocozocoautla, Chiapas­Las Choapas, Veracruz, y en el lugar conoci­
do como La Pochota, a la salida de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

Asimismo, que personal del INM los introdujo en vehículos de la misma institución, 
en grupos que iban desde tres hasta 12 personas, por lapsos que comprenden des­
de tres hasta 12 horas, en condiciones indignas, para luego ser puestos a disposi­
ción de la Delegación Local de ese Instituto en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

De igual forma, que a los migrantes no se les practicó en forma oportuna el exa­
men médico a su ingreso a la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 
y se les expulsó sin que se substanciara el procedimiento migratorio respectivo.

En ese sentido, para esta Comisión Nacional quedó establecido que en el caso de 
la señora MMM y otros migrantes centroamericanos les fueron vulnerados sus dere­
chos al trato digno, a la legalidad, a la seguridad jurídica y al debido proceso, con­
sagrados en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7 y 9.1. del Pacto Internacional de 
los Derechos Políticos y Civiles; 5.1. y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; 24 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas 
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, y 36 de la Convención de Vie­
na sobre Relaciones Consulares. Igualmente, se dejó de observar lo establecido por 
los artículos 7, último párrafo, y 151, de la Ley General de Población; 209, fracciones I 
y III, del Reglamento de la Ley General de Población, y 19 y 29 del Acuerdo por el que 
se Emiten las Normas para el Funcionamiento de las Estaciones Migratorias del INM, 
así como el lineamiento 2.1, inciso B), de la Circular por la que se Expiden Lineamien­
tos por los que se Instruye a los Servidores Públicos del INM en Materia del Proce­
dimiento Migratorio.

En consecuencia, el 19 de diciembre de 2008, esta Comisión Nacional emitió la 
Recomendación 63/2008, dirigida a la Titular del INM, con objeto de que diera vista 
al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función Pública en el Instituto 
Nacional de Migración, para que se inicie el procedimiento administrativo correspon­
diente en contra de los Agentes Federales de Migración, con motivo de las irregu­
laridades en que incurrieron durante el aseguramiento de los agraviados; además 
de dar vista al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función Pública en 
el INM, con la finalidad de que se inicie un procedimiento administrativo de investi­
gación en contra de los servidores públicos que omitieron practicar el examen mé­
dico correspondiente a los migrantes LAHL y EC, así como en contra de quienes rea­
lizaron con dilación la certificación médica de los demás agraviados. Asimismo, que 
se dé vista al Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Función Pública en el 
INM para que se inicie el procedimiento administrativo que corresponda, por las 
irregularidades cometidas durante la sustanciación del procedimiento administrativo 
migratorio instruido a los agraviados para determinar su situación migratoria, así 
como que se giraran las instrucciones necesarias a efecto de que los migrantes que 
son asegurados por los Agentes Federales de Migración sean trasladados inmedia­
tamente a las estaciones migratorias correspondientes, y de esta forma se eviten he­
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chos similares como los ocurridos a los agraviados; y por último, que se efectúen las 
acciones necesarias para que el personal de la Delegación Local del INM en Tuxtla 
Gutiérrez, Chiapas, reciba la capacitación necesaria, a fin de evitar que incurran en 
violaciones a los Derechos Humanos de los migrantes, como las sucedidas en el pre­
sente caso.

México, D. F., 19 de diciembre de 2008

Caso de la señora MMM y otros migrantes centroamericanos

Lic. Cecilia Romero Castillo,
Comisionada del Instituto Nacional de Migración

Distinguida señora Comisionada:

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo pri-
mero; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2007/792/5/Q y sus 
acumulados 2007/1100/5/Q, 2007/1354/5/Q, 2007/1701/5/Q y 2007/5162/5/Q, relacionados 
con el caso de la señora MMM y otros migrantes indocumentados, y vistos los siguientes:

I. HECHOS

A. Los migrantes MMM, MPL, MG, AMJ, MAD, CHO, MMS, MMB, VMS, HEMC, 
JCCP y JISM, de nacionalidad guatemalteca (los 10 primeros) y salvadoreña (los 
dos últimos), fueron entrevistados el día 15 de febrero de 2007, por un Visitador 
Adjunto de esta Comisión Nacional, en la Delegación Local del Instituto Nacional 
de Migración (INM) en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas. Manifestaron que fueron ase-
gurados alrededor de las 20:00 horas del 14 de febrero de 2007, por elementos 
del INM comisionados en la volanta ubicada en el kilómetro 113 de la autopista 
Ocozocoautla, Chiapas-Las Choapas, Veracruz, cuando viajaban en autobuses de 
pasajeros, con rumbo a Coatzacoalcos, Veracruz. Que los agentes migratorios los 
subieron a una camioneta pick-up cerrada, donde permanecieron aproximada-
mente seis horas, toda vez que fue hasta las 02:00 horas del 15 de febrero de 
2007, cuando los pusieron a disposición de la Delegación Local del INM en Tuxt-
la Gutiérrez, Chiapas. Que su inconformidad se debe a que por lo encerrado del 
lugar en el cual estuvieron y al número de personas que ahí permanecían, que 
en total sumaban 12, les era casi imposible respirar. Cabe señalar que entre los 
agraviados se encontraba una menor de 16 años de edad.

Asimismo, los quejosos JCCP y JISM, coincidieron en señalar que su asegura-
miento se debió a su negativa para proporcionar a los agentes Federales de Mi-
gración $1,500.00 (Un mil quinientos pesos 00/100 M. N.), que les pidieron a 
cada uno para permitirles continuar su camino.

Ante tal situación, esta Comisión Nacional radicó el expediente 2007/ 
792/5/Q.
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B. Los quejosos GVM, HVM y MRPM, entrevistados el día 5 de marzo de 2007, 
por un Visitador Adjunto de esta Comisión Nacional, en la Delegación Local del 
INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, manifestaron haber sido asegurados alrededor 
de las 20:00 horas del 4 de marzo de 2007, por elementos de ese Instituto comi-
sionados en la volanta ubicada en el kilómetro 113 de la autopista Ocozocoaut-
la, Chiapas-Las Choapas, Veracruz, y puestos a disposición de la Delegación Local 
del INM en Tuxtla Gutiérrez, hasta las 05:00 horas del día 5 de marzo de 2007; 
que en el lugar de su aseguramiento permanecieron encerrados en la parte tra-
sera de una camioneta pick-up propiedad del INM, y debido a que se encontraba 
lloviendo, el agua se colaba por las ventanillas, las cuales carecen de cristal; que 
en virtud de lo anterior, el migrante GVM solicitó a una agente Federal de Migra-
ción que se encontraba en ese sitio, le proporcionara algún cartón para colocar 
en la ventanilla y de esta forma evitar que el agua entrara; sin embargo, la servi-
dora pública le contestó textualmente lo siguiente: “ahí quédate hijo de tu chin-
gada madre y deja de estar chingando”.

Ante tal situación, esta Comisión Nacional inició el expediente 2007/1100/ 
5/Q.

C. Seis migrantes más fueron entrevistados el día 16 de marzo de 2007, por un 
Visitador Adjunto de esta Comisión Nacional, en la Delegación Local del INM en 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas. Manifestaron su inconformidad debido a que fueron ase-
gurados, en el caso de JRRA y MEFR, alrededor de las 19:00 horas del 15 de mar-
zo de 2007; JGAB y RAVP, aproximadamente a las 20:00 horas de ese mismo 
día; y FGS y AMJ, a las 02:00 horas del 16 de marzo de 2007, por elementos del 
INM comisionados en la volanta de la autopista Ocozocoautla, Chiapas-Las Choa-
pas, Veracruz; que los agentes migratorios los subieron a una camioneta pick-up 
cerrada, donde permanecieron encerrados hasta las 08:00 horas del 16 de mar-
zo de 2007, momento en el que fueron puestos a disposición de la Delegación 
Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas. La migrante MEFR, manifestó su incon-
formidad por haber permanecido encerrada en el vehículo antes mencionado 
junto a migrantes del sexo masculino, y porque durante el tiempo que estuvo en 
la camioneta únicamente les proporcionaron sopas instantáneas.

Por lo anterior, esta Comisión Nacional radicó el expediente de queja 2007/ 
1354/5/Q.

D. Por su parte, los migrantes EEG, EJL, JPM, JNG, JPP, NPM, AH, LAHL y EC, en-
trevistados el día 12 de abril de 2007, por un Visitador Adjunto de esta Comisión 
Nacional en la Delegación Local del Instituto Nacional de Migración en Tuxtla Gu-
tiérrez, Chiapas, manifestaron su inconformidad debido a que fueron asegurados 
el 11 de abril de 2007, en el caso de los dos primeros, a las 19:00 horas; LAHL 
y EC a las 19:30 horas; JPM, JNG, JPP y NPM, a las 20:00 horas; y AH, a las 21:00 
horas; todos por elementos del INM comisionados en la volanta denominada La 
Pochota, ubicada en una de las salidas de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas; que los agen-
tes migratorios los subieron a un vehículo pick-up, propiedad de ese Instituto, don-
de permanecieron encerrados y hacinados hasta las 23:30 horas de esa misma 
fecha, momento en el que fueron puestos a disposición de la Delegación Local 
del INM en Tuxtla Gutiérrez.

Por lo anterior, se inició el expediente 2007/1701/5/Q.

E. Finalmente, los migrantes EPG, RMR, PMA y MLB, entrevistados el día 5 de 
diciembre de 2007, por un Visitador Adjunto de esta Comisión Nacional, en la 
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Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, manifestaron su deseo de 
interponer una queja en contra del personal del INM que los aseguró en la case-
ta de verificación migratoria ubicada en el kilómetro 113 de la autopista Ocozo-
coautla, Chiapas-Las Choapas, Veracruz, toda vez que desde su detención hasta 
su puesta a disposición de la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chia-
pas, permanecieron encerrados en el interior de una camioneta pick-up, propie-
dad del Instituto, situación que consideran inhumana. Los señores EPG y RMR, 
mencionaron que su aseguramiento ocurrió alrededor de las 22:30 horas del 4 
de diciembre de 2007, mientras que los migrantes PMA y MLB señalaron que 
fueron detenidos aproximadamente a las 02:30 horas del 5 de diciembre de 2007; 
todos fueron puestos a disposición de la Delegación Local del INM en Tuxtla 
Gutiérrez, Chiapas, a las 09:00 horas de esa misma fecha.

De lo anterior, se originó el expediente de queja 2007/5162/5/Q.

F. Para la debida integración de los expedientes, esta Comisión Nacional solicitó 
al Instituto Nacional de Migración un informe detallado y completo sobre los he-
chos constitutivos de las quejas, petición que fue atendida en su oportunidad, 
cuya valoración se precisa en el capítulo de observaciones.

G. A efecto de no dividir la investigación, esta Comisión Nacional consideró con-
veniente acumular los expedientes de queja, quedando subsistente el número 
2007/792/5/Q.

H. Es importante señalar que los nombres que se citan en el cuerpo de la presen-
te Recomendación están en clave y se adjunta un listado para uso exclusivo de la 
autoridad recomendada; lo anterior con el propósito de proteger la identidad de 
los agraviados, en términos de lo dispuesto por los artículos 4o. de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 147 de su Reglamento Interno.

II. EVIDENCIAS

Expediente 2007/792/5/Q

A. El acta circunstanciada del 15 de febrero de 2007, elaborada por un Visitador 
Adjunto de esta Comisión Nacional, en la cual constan las quejas presentadas por 
los migrantes MMM, MPL, MG, AMJ, MAD, CHO, MMS, MMB, VMS, HEMC, 
JCCP y JISM.

B. El oficio 356 del 27 de marzo de 2007, por el que el Director de Normatividad 
de la Coordinación Jurídica del INM, envió a esta Comisión Nacional el oficio nú-
mero DLTGZ/0989/2007 del 12 de marzo de 2007, mediante el cual el Delegado 
Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, remite su informe relativo al caso, así 
como copia certificada, entre otra, de la documentación que a continuación se 
indica:

1. El oficio sin número de fecha 14 de febrero de 2007, por medio del cual los 
agentes federales de migración AFM2, AFM3 y AFM1, pusieron a disposición del 
Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los migrantes AMJ, HEM, 
MPL, MGG, JIS, JCC, MAD, VMS, MMS, CHO, MMM y MMB, quienes fueron 
asegurados en la volanta Choapas-La Herradura, ubicada en el kilómetro 113 de la 
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autopista Ocozocoautla, Chiapas-Las Choapas, Veracruz. En ese documento obra 
un sello de recibido de la guardia del INM en Tuxtla Gutiérrez, en el que señala 
las 01:15 horas del 15 de febrero de 2007.

2. Los 12 formatos de solicitud de repatriación, sujeción a procedimiento admi-
nistrativo migratorio o refugio, correspondientes a los migrantes señalados en el 
inciso anterior, en los cuales se indica que se sujetan “a los beneficios del derecho 
a la repatriación”.

3. Los tres certificados médicos del 15 de febrero de 2007, mediante los cuales 
la doctora Gladys Georgina García Herrera hizo constar, por grupos, que varios 
migrantes, entre los cuales se encontraban los agraviados AMJ, HEM, MGG, 
MAD, CHO, MMM, MMB, MMS, JIS y JCC, no presentaban huellas de lesiones 
externas recientes. Cabe aclarar que en esos documentos se señala como hora 
de elaboración las 19:30, 19:40 y 19:50, respectivamente.

4. El certificado médico fechado el 15/01/08 (sic), a las 20:00 horas, en el que la 
doctora Gladys Georgina García Herrera dejó de manifiesto, en conjunto, que 
cuatro migrantes guatemaltecos, entre los que se encontraba el agraviado MMS, 
no presentaban huellas de lesiones externas recientes.

5. Los tres oficios sin números, fechados el 16 de febrero de 2007, dirigidos a 
los Cónsules de Guatemala, Honduras y El Salvador, en Comitán de Domínguez, 
Chiapas, el primero, y Tapachula, en esa misma entidad, los dos últimos, median-
te los cuales el Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, les notifica 
el aseguramiento de los agraviados, así como de otras personas, y les solicita co-
rroboren las nacionalidades de los mismos.

6. El parte informativo del 16 de marzo de 2007, signado por el L.C.I. Ubaldo Fran-
cisco Arellano Fuentes, agente Federal de Migración, dirigido al Delegado Local 
del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, mediante el cual se refiere al aseguramien-
to y traslado de los agraviados a la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez; 
al tiempo que señala que su trabajo lo realiza “con el estricto apego a los Dere-
chos Humanos y con respeto”.

C. El oficio D.N./00000524/2007 del 27 de abril de 2007, por el que el Director 
de Normatividad de la Coordinación Jurídica del INM, envió a esta Comisión Na-
cional el oficio número DRCHIS/JUR/2279/2007 del 23 de abril de 2007, median-
te el cual el Jefe del Departamento de Control Migratorio y Asuntos Jurídicos del 
INM en Chiapas, remitió copia certificada, entre otra, de la documentación que a 
continuación se indica:

1. El informe del 15 de abril de 2007, signado por la agente Federal de Migración 
Juvenalia Mendoza Martínez, dirigido al Jefe del Departamento de Control Mi-
gratorio y Asuntos Jurídicos del INM en Chiapas, a través del cual rinde un infor-
me sobre los hechos constitutivos de la queja.

2. El informe del 19 de abril de 2007, firmado por el señor Fidel Escobar Ruiz, 
dirigido al Jefe del Departamento de Control Migratorio y Asuntos Jurídicos del 
INM en Chiapas, por el que rinde un informe sobre los hechos narrados por los 
quejosos.
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Expediente 2007/1100

A. Acta circunstanciada del 5 de marzo de 2007, elaborada por un Visitador Ad-
junto de esta Comisión Nacional, en la cual consta la queja presentada por los 
migrantes GVM, HVM y MRPM, de nacionalidad guatemalteca.

B. Oficio D.N./00000533/2007 del 27 de abril de 2007, por el que el Director de 
Normatividad de la Coordinación Jurídica del INM, envió a esta Comisión Nacio-
nal el oficio número DLTGZ/1277/2007 del 4 de abril de 2007, mediante el cual 
el Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, remite su informe rela-
tivo al caso, así como copia certificada, entre otra, de la documentación que a 
continuación se indica:

1. Oficio sin número de fecha 4 de marzo de 2007, por medio del cual los agen-
tes Federales de Migración AFM10, AFM12 y AFM13, pusieron a disposición del 
ex Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los migrantes GVG, 
HVM y MRPM, asegurados en la volanta Autopista Las Choapas; en el que se apre-
cia un sello de recibido de las 04:35 horas del 5 de marzo de 2007, por parte de 
la guardia del INM en Tuxtla Gutiérrez, constancia que únicamente se encuentra 
firmada por el agente Federal de Migración Julio C. Aranda.

2. Parte de novedades del 5 de marzo de 2007, signado por los agentes federa-
les de migración comisionados a la volanta Las Choapas-La Herradura AFM13, 
AFM12, AFM10, dirigido al Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

3. Tres formatos de solicitud de repatriación, sujeción a procedimiento adminis-
trativo migratorio o refugio, correspondientes a los migrantes GVG, HVM y MRPM, 
en los cuales se dejó de manifiesto que se acogen a los beneficios del derecho a 
la repatriación, prevista en el derecho internacional.

4. Dos certificados médicos del 5 de marzo de 2007, de las 21:50 y 22:10 horas, 
respectivamente, en los que la doctora Gladys Georgina García Herrera hizo cons-
tar, en conjunto, que los señores GVV, HVV, MRPM y 14 migrantes más, se en-
contraban física y mentalmente sanos, sin lesiones evidentes recientes.

5. Oficio sin número, fechado el 6 de marzo de 2007, dirigido al Cónsul de Gua-
temala en Comitán de Domínguez, Chiapas, mediante el cual el Delegado Local 
del INM en Tuxtla Gutiérrez, le notifica el aseguramiento de 17 migrantes, entre 
los cuales se encontraban los agraviados GVG, HVM y MRPM, y le solicita corro-
borar las nacionalidades de los mencionados extranjeros.

6. Informe del 2 de abril de 2007, signado por la agente Federal de Migración 
María del Rosario Sánchez Alemán, dirigido al Delegado Local del INM en Tuxtla 
Gutiérrez, Chiapas, sobre los hechos constitutivos de la queja.

Expediente 2007/1354/5/Q

A. Acta circunstanciada del 16 de marzo de 2007, elaborada por un Visitador 
Adjunto de esta Comisión Nacional, en la cual consta la queja presentada por 
los migrantes JGAB, RAVP, JRRA, MEFR, FGS y AMJ, de nacionalidad salvadoreña 
(los dos primeros) y guatemalteca (los cuatro restantes).
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B. Oficio 00000553 del 2 de mayo de 2007, por el que el Director de Normativi-
dad de la Coordinación Jurídica del INM, envió a esta Comisión Nacional copia del 
oficio número DLTGZ/1617/2007, de fecha 28 de abril de 2007, mediante el cual 
el entonces Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, remite su infor-
me relativo al caso, así como copia, entre otras, de la documentación que a con-
tinuación se indica:

1. Oficio sin número de fecha 15 de marzo de 2007, por medio del cual los agen-
tes federales de migración AFM4, AFM5, AFM6 y AFM7, pusieron a disposición 
del ex Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los migrantes JGAB, 
RAVP, JRRA, MEFH, FGS y AMF, asegurados en la volanta Autopista Las Choapas.

2. Parte de novedades del 15 de marzo de 2007, signado por los agentes federa-
les de migración AFM4, AFM5, AFM6 y AFM7, dirigido al Delegado Local del INM 
en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, por el que rinden un informe sobre el aseguramien-
to de los agraviados.

3. Dos certificados médicos del 17 de marzo de 2007, en los que la doctora Gla-
dys Georgina García Herrera hizo constar, en un solo documento, que los señores 
RAVP, JJBA, JRRA, FGS, AMJ, MEFH y 10 migrantes más, se encontraban sin lesión 
y aparentemente sanos.

4. Seis formatos de solicitud de repatriación, sujeción a procedimiento adminis-
trativo migratorio o refugio, correspondientes a los migrantes RAVP, JGAB, JRRA, 
MEFH, FGS y AMF.

5. Dos oficios sin números, dirigidos a los Cónsules de El Salvador y Guatemala, 
con sede en Tapachula, Chiapas, y Comitán de Domínguez, en esa misma entidad, 
respectivamente, mediante los cuales el ex Delegado Local del INM en Tuxtla Gu-
tiérrez, Chiapas, les notifica el aseguramiento de los agraviados mencionados en 
el párrafo inmediato anterior, así como de otras personas, y les solicita corrobo-
ren las nacionalidades de los mismos.

6. Informe del 30 de abril de 2007, que los agentes federales de migración AFM4, 
AFM5, AFM6 y AFM7, , rindieron sobre los hechos constitutivos de la queja.

Expediente 2007/1701/5/Q

A. Acta circunstanciada del 12 de abril de 2007, elaborada por un Visitador Ad-
junto de esta Comisión Nacional, en la cual consta la queja presentada por los 
migrantes EEG, EJL, JPM, JNG, JPP, NPM, AH, LAHL y EC.

B. Oficio D.N./0578/2007 del 7 de mayo de 2007, por el que el Director de Nor-
matividad de la Coordinación Jurídica del INM, envió a esta Comisión Nacional 
el oficio número DLTGZ/1723/2007 de la misma fecha, mediante el cual el ex De-
legado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, remite su informe relativo al ca so, 
así como copia, entre otra, de la documentación que a continuación se indica:

1. Oficio sin número de fecha 11 de abril de 2007, por medio del cual la agente 
Federal de Migración Adriana López Meléndez, puso a disposición del entonces 
Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los migrantes EEG, EJL, 
EC, NPM, JPM, JNJ, JPP, LAHL y JAH, cuyo sello de recibido es ilegible.



GACETA
DIC/2008

104

Re
co

m
en

da
ci

on
es

2. Parte de novedades del 12 de abril de 2007, signado por las agentes Federales 
de Migración comisionadas a la volanta Tuxtla Gutiérrez AFM14 y AFM15, diri-
gido al ex Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, por el que rin-
dieron un informe sobre el aseguramiento de 22 migrantes, entre los cuales se 
encontraban los agraviados.

3. Certificado médico del 13 de abril de 2007, en los que la doctora Gladys Geor-
gina García Herrera hizo constar que los señores EEG, EJL, JPM, JPP, JAH, NPM, 
JNG y otros migrantes, se encontraban física y mentalmente sanos, sin lesiones 
evidentes recientes.

4. Nueve formatos de solicitud de repatriación, sujeción a procedimiento adminis-
trativo migratorio o refugio, correspondientes a los migrantes EEG, EJL, EC, NPM, 
JPM, JNJ, JPP, LAHL y JAH.

5. Oficio sin número del 14 de abril de 2007, dirigido al Cónsul de Guatemala en 
Comitán de Domínguez, Chiapas, mediante el cual el ex Delegado Local del INM 
en Tuxtla Gutiérrez, le notifica el aseguramiento de 19 migrantes, entre los cua-
les se encontraban los agraviados EEG, EJL, NPM, JPM, JNJ, JPP y JAH, y le solici-
tó corroborara la nacionalidad de los mismos.

6. Foja del libro de gobierno de la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, en que se asentó, entre otras cosas, que a las 23:20 horas (sin señalar 
fecha) fueron recibidos en esa oficina, por parte de la volanta Tuxtla Gutiérrez, 
los extranjeros EEG, EJL, EC, NPM, JPM, JNJ, JPP, LAHL y JAH.

7. Informe del 7 de mayo de 2007, que las agentes Federales de Migración AFM14 
y AFM15, rindieron al entonces Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chia-
pas, sobre los hechos constitutivos de la queja.

Expediente 2007/5162/5/Q

A. Acta circunstanciada del 5 de diciembre de 2007, elaborada por un Visitador 
Adjunto de esta Comisión Nacional, en la cual consta la queja presentada por los 
migrantes EPG, RMR, PMA y MLB, de nacionalidad guatemalteca.

B. Oficio CJ/DN/DH/067/2008 del 25 de enero de 2008, por el que la Directora 
de Normatividad de la Coordinación Jurídica del INM, envió a esta Comisión Na-
cional el oficio número DLTGZ/0026/07 del 3 de enero de 2007, mediante el cual 
el Subdelegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, remite su informe 
relativo al caso, así como copia certificada, entre otra, de la documentación que 
a continuación se indica:

1. Oficio sin número de fecha 4 de diciembre de 2007, por medio del cual los 
agen tes Federales de Migración AFM8, AFM9, AFM10 y AFM11, pusieron a dis-
posición del Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a los migran-
tes AMR, EPG, PMA y MLB, quienes fueron asegurados en la volanta Autopista 
Las Choapas, ubicada en el kilómetro 113 de la autopista Ocozocoautla, Chia-
pas-Las Choapas, Veracruz. En dicho documento obra un sello de recibido de la 
guardia del INM en Tuxtla Gutiérrez, en el que señala las 09:05 horas del 5 de 
diciembre de 2007.
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2. Parte informativo del 5 de diciembre de 2007, signado por los agentes Fede-
rales de Migración AFM8, AFM9, AFM10 y AFM11, dirigido al Delegado Local del 
INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, mediante el cual dan a conocer la forma en 
que se dio el aseguramiento de los agraviados y su posterior traslado a la Dele-
gación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

3. Cuatro actas de inicio de procedimiento administrativo correspondiente a los 
migrantes AMR, EPG, PMA y MLB, expedientes en los que no se dictó resolución 
alguna.

4. Cuatro certificados médicos, mediante los cuales la doctora Gladys Georgina 
García Herrera hizo constar que los migrantes PMA, AMR, MLB y EPG, no pre-
sentaban huellas de lesiones externas recientes. Dichos documentos se encuentran 
fechados el 6 de diciembre de 2007, a las 12:30, 13:00, 13:20 y 13:50 horas, 
respectivamente.

5. Oficio DLTGZ/4328/2007 del 6 de diciembre de 2007, mediante el cual el Sub-
delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, notifica al Cónsul de Gua-
temala, con sede en Comitán de Domínguez, Chiapas, el aseguramiento de 21 
migrantes, entre los cuales se encontraban los agraviados.

6. Cuatro formatos de solicitud de repatriación, sujeción a procedimiento admi-
nistrativo migratorio o refugio, correspondientes a los migrantes MLB, AMR, PMA 
y EPG, en los cuales se indica que se sujetan “a los beneficios del derecho a la 
repatriación”.

C. Oficio SEIP/PFP/CSR/CRVII/0239/08 del 12 de febrero de 2008, por el que el 
Comisario de la Comandancia Regional VII Chiapas de la Policía Federal Preven-
tiva, informó que esa dependencia no tiene registrado incidente alguno el día 5 
de diciembre de 2007, en la autopista Ocozocoautla, Chiapas-las Choapas, Ve-
racruz, que provocara la interrupción del tráfico vehicular.

D. Oficio GCH/000137/2008 del 14 de febrero de 2008, por el que el Gerente 
Tramo Chiapas de Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos, 
señaló que el 5 de diciembre de 2007, en el tramo carretero Las Choapas-Rau-
dales-Ocozocoautla, no ocurrió incidente alguno que provocara la interrupción 
del tránsito vehicular, y anexó dos reportes de novedades de las plazas de cobro, 
que abarcan del periodo comprendido de las 08:00 horas del 4 de diciembre de 
2007 a las 08:00 horas del 6 de diciembre de 2007, firmado por dos radiopera-
dores.

III. SITUACIÓN JURÍDICA

Esta Comisión Nacional pudo establecer que los días 14 de febrero, 5 de marzo, 
15 de marzo, 11 de abril y 5 de diciembre de 2007, 34 migrantes de nacionalidad 
guatemalteca y salvadoreña, fueron asegurados en las casetas de verificación 
migratoria del INM ubicadas en el kilómetro 113 de la autopista Ocozocoautla, 
Chiapas-Las Choapas, Veracruz, y en el lugar conocido como La Pochota a la sa-
lida de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

Asimismo, que personal del INM los introdujo en vehículos del INM, en grupos 
que iban desde tres hasta 12 personas, por lapsos que comprenden desde tres 
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hasta 12 horas, en condiciones indignas, para luego ser puestos a disposición de 
la Delegación Local de ese Instituto en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

De igual forma, que a los migrantes no se les practicó en forma oportuna el 
examen médico a su ingreso a la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, y se les expulsó sin que se substanciara el procedimiento migratorio res-
pectivo.

IV. OBSERVACIONES

Del análisis lógico-jurídico que se realizó a las evidencias que integran los expe-
dientes de queja 2007/792/5/Q, 2007/1100/5/Q, 2007/1354/5/Q, 
2007/1701/5/Q y 2007/5162/5/Q, para esta Comisión Nacional quedó acredi-
tado que servidores públicos del INM violentaron los derechos al trato digno, a 
la legalidad, a la seguridad jurídica y al debido proceso de los agraviados, come-
tidas por servidores públicos del INM, adscritos a la Delegación Local del INM en 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, con base en las siguientes consideraciones:

Expediente 2007/792/5/Q

El 14 de febrero de 2007, aproximadamente a las 20:00 horas, los agraviados 
MMM, MPL, MG, AMJ, MAD, CHO, MMS, MMB, VMS, HEMC, JCCP y JISM, fue-
ron asegurados por elementos del INM comisionados en la volanta ubicada en 
el kilómetro 113 de la autopista Ocozocoautla, Chiapas-Las Choapas, Veracruz. 
Con motivo de ello, los 12 migrantes, entre los que se encontraban seis muje-
res, cinco hombres y una menor de 16 años de edad, fueron introducidos en un 
vehículo del INM, tipo pick-up, donde permanecieron hasta las 01:15 horas del 
15 de febrero de 2007, es decir por un lapso aproximado de más de cinco horas.

Cabe enfatizar que la agraviada HEMC, de 16 años de edad, fue mantenida en 
esa condiciones en el vehículo, durante el periodo señalado, junto con los cinco 
hombres y las seis mujeres migrantes.

En sus informes, dirigidos, el primero al Delegado Local del INM en Tuxtla Gu-
tiérrez, Chiapas, y los dos últimos al Jefe del Departamento de Control Migrato-
rio y Asuntos Jurídicos de ese Instituto en esa entidad, los agentes Federales de 
Migración AFM1, AFM2 y AFM3, señalaron que los agraviados fueron asegurados 
“de las 20:00 horas en adelante” y en diferentes horarios; y que no fue posible 
realizar el traslado inmediato a la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, toda vez que estaba lloviendo y había niebla, razón por la cual la pues-
ta a disposición de los migrantes se efectuó a las 01:15 horas del 15 de febrero 
de 2007.

Sobre el particular, el Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 
reconoció en el informe que rindió a esta Comisión Nacional, que “según se van 
asegurando, los extranjeros permanecen en la camioneta oficial que tiene asig-
nada la volanta, en el km 113 de la autopista mencionada”.

No pasó inadvertido para esta Comisión Nacional, que los agentes Federales de 
Migración no señalan las horas exactas en que realizaron los aseguramientos 
de los agraviados; únicamente se limitan a decir que los mismos se efectuaron a 
partir de las 20:00 horas en diferentes horarios. En consecuencia, para esta Co-
misión Nacional quedó acreditado el dicho de los agraviados en el sentido de 
que fueron asegurados alrededor de las 20:00 horas del 14 de febrero de 2007 
y puestos a disposición de la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chia-
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pas, hasta las 01:15 horas del 15 de febrero de 2007; es decir, que tanto hombres 
como mujeres y una menor de edad estuvieron más de cinco horas encerrados 
en la parte trasera de una camioneta, propiedad de ese Instituto, hasta la ma-
drugada del día 15 de ese mismo mes, situación que constituye, sin lugar a dudas, 
una transgresión al derecho al trato digno.

Expediente 2007/1354/5/Q

Los agraviados JRRA y MEFR, de nacionalidad guatemalteca, fueron asegurados 
aproximadamente a las 19:00 horas del 15 de marzo de 2007, mientras viajaban 
en un autobús que abordaron en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, por ele-
mentos del INM que se encontraban en la volanta móvil ubicada sobre la auto-
pista Ocozocoautla, Chiapas – Las Choapas, Veracruz, a un costado de una ca-
seta de peaje, para luego ser introducidos en la parte trasera de una camioneta 
pick-up, color blanco, propiedad de ese Instituto.

Los agraviados JGAB y RAVP fueron asegurados en el mismo lugar que los mi-
grantes antes señalados, también por elementos del INM, alrededor de las 20:00 
horas del 15 de marzo de 2007, cuando viajaban en un autobús, el cual aborda-
ron en Malpaso, Chiapas, con rumbo a Coatzacoalcos, Veracruz. Después de su 
detención fueron introducidos en la parte trasera de la misma camioneta pick-up, 
color blanco, propiedad del INM, donde estaban los dos agraviados referidos en 
el párrafo anterior, sitio en el que permanecieron hasta las 07:15 horas del 16 
de marzo de 2007, momento en el que fueron trasladados a las instalaciones de 
ese Instituto en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

Los agraviados FGS y AMJ, fueron asegurados en el mismo sitio que los otros 
agraviados, alrededor de las 02:00 horas del 16 de marzo de 2007, cuando via-
jaban en un autobús que abordaron en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas. Después de su 
detención, fueron introducidos en la parte trasera de la misma camioneta pick-
up, donde se encontraban los otros cuatro migrantes, y a las 06:00 horas de esa 
misma fecha se les trasladó a las instalaciones del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chia-
pas, a donde arribaron a las 07:15 horas de ese día.

En tal virtud, los seis migrantes, entre los cuales se encontraba una mujer, per-
manecieron encerrados juntos durante más de cinco horas, en un vehículo tipo 
pick-up, propiedad del INM.

Al respecto, en el informe de fecha 30 de abril de 2007, que rindieron los agen-
tes Federales de Migración AFM4, AFM5, AFM6 y AFM7 ante el Delegado Local 
del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, señalaron textualmente que “el día 15 de 
abril (sic) nos encontrábamos laborando en la volanta denominada Las Choapas 
y se aseguraron un total de 6 extranjeros cuatro de nacionalidad guatemalteca y 
dos de nacionalidad salvadoreña de ellos cinco del sexo masculino y 1 del sexo 
femenino los cuales no portaban documento alguno que avalara su estancia legal 
en México…” Asimismo, agregaron que “dichos extranjeros permanecieron en 
el punto donde se aseguraron por espacio de cuatro horas desde el momento 
de su aseguramiento hasta el momento de su traslado”.

Expediente 2007/1701/5/Q

Los agraviados fueron asegurados el 11 de abril de 2007, en la volanta del INM 
denominada La Pochota, ubicada en una de las salidas de la ciudad de Tuxtla 
Gutiérrez, aproximadamente a las 20:00 horas; sin embargo, permanecieron 
encerrados y hacinados en un vehículo pick-up, propiedad de ese Instituto, sien-
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do puestos a disposición de la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, alrededor de las 23:30 horas de esa misma fecha.

El 12 de abril de 2007, los migrantes precisaron a personal de esta Comisión 
Nacional, que su aseguramiento ocurrió, en el caso de EEG y EJL, a las 19:00 ho-
ras; LAHL y EC, a las 19:30 horas; JPM, JNG, JPP y NPM, a las 20:00 horas; y AH, 
a las 21:00 horas.

Asimismo, refirieron que el trato recibido fue inhumano, ya que el vehículo en 
que permanecieron encerrados carece de suficiente ventilación; además, de que 
el INM no puede alegar que la estación migratoria se encontraba lejos del lugar 
de su aseguramiento, puesto que se ubica aproximadamente a 15 minutos de dis-
tancia en vehículo.

Lo anterior, consta en el acta circunstanciada respectiva, elaborada por un Vi-
sitador Adjunto de esta Comisión Nacional.

Al respecto, las agentes Federales de Migración AFM14 y AFM15, en el parte 
de novedades del 12 de abril de 2007, que rindieron ante el Delegado Local del 
INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, se limitaron a informar que el aseguramiento 
de los agraviados lo realizaron entre las 20:00 y las 23:00 horas del 11 de abril de 
2007, y que éstos fueron puestos a disposición del INM a las 23:20 horas de esa 
misma fecha.

De igual forma, en el informe de fecha 7 de mayo de 2007, que rindieron so-
bre los hechos constitutivos de la queja, ante el Delegado Local del INM en Tux-
tla Gutiérrez, Chiapas, las agentes Federales de Migración mencionaron que el 
aseguramiento de los agraviados se realizó a las 20:20 horas, respecto de dos 
de ellos; a las 20:50 horas, por cuanto hace a otros dos; a las 21:00 horas, en lo 
que toca a otros cuatro; y a las 21:20 horas, respecto del último. Asimismo, se-
ñalaron textualmente que “como sólo eran 9 extranjeros, se optó por tenerlos 
asegurados dentro del vehículo oficial asignado a la volanta denominada Tuxtla 
Gutiérrez…”

Así las cosas, esta Comisión Nacional logró acreditar que a los agraviados, en-
tre los que se encontraba una mujer, se les mantuvo encerrados y hacinados, 
entre dos y tres horas, en un vehículo tipo pick-up, propiedad de esa dependen-
cia, el cual carecía de ventilación, a pesar del intenso calor que imperaba en el 
lugar, no obstante que pudieron haber sido trasladados inmediatamente a la 
Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, que se ubica aproxima-
damente a 10 kilómetros de distancia del sitio del aseguramiento, por lo que el 
viaje en automóvil no demora más de 15 minutos, tomando en consideración que 
la arteria por la que se transita, misma que se denomina Libramiento Norte de 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, es una vía rápida.

Expediente 2007/5162/5/Q

Esta Comisión Nacional logró acreditar que los agraviados en este expediente 
fueron asegurados en la caseta de verificación migratoria ubicada en el kilómetro 
113 de la autopista Ocozocoautla, Chiapas-Las Choapas, Veracruz, y desde su 
detención hasta su puesta a disposición en la Delegación Local del INM en Tuxt-
la Gutiérrez, Chiapas, permanecieron encerrados en el interior de una camioneta 
pick-up, propiedad del Instituto, situación que consideraron inhumana.

El agraviado EPG manifestó que fue asegurado a las 22:30 horas del 4 de di-
ciembre de 2007, mientras viajaba a bordo de un vehículo de transporte de la 
línea ADO, junto con el señor RMR. Que aproximadamente a las 03:00 horas del 
día 5 de ese mes, mientras permanecían en el interior del vehículo, fueron intro-
ducidos en el mismo automóvil otros dos migrantes, un hombre y una mujer.
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Por su parte, el agraviado RMR señaló que fue asegurado el día 4 de diciembre 
de 2007, aproximadamente a las 22:30, mientras viajaba en un vehículo de la lí-
nea de transporte ADO; que junto con él viajaba otro migrante que responde al 
nombre de EPG, quien también fue detenido. Agregó, que inmediatamente des-
pués de su aseguramiento fueron subidos a una camioneta cerrada del INM, don-
de permanecieron toda la noche, hasta que finalmente se les trasladó a la estación 
migratoria de la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a donde 
llegaron aproximadamente a las 09:00 horas del día 5 de ese mismo mes; que 
en el sitio, en la madrugada, también fueron asegurados un hombre y una mujer 
guatemaltecos, quienes permanecieron, al igual que él y su compañero, encerra-
dos en el interior del vehículo propiedad del INM.

Al respecto, el señor PMA indicó que fue asegurado junto con la migrante gua-
temalteca MLB; que su detención ocurrió a las 02:30 horas y que fueron intro-
ducidos inmediatamente a la parte trasera de una camioneta propiedad del INM, 
que se encuentra completamente cerrada, donde habían dos migrantes más de 
nacionalidad guatemalteca; que fue hasta las 09:00 horas de esa misma fecha 
cuando fueron trasladados a la estación migratoria de la Delegación Local del 
INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

Finalmente, la agraviada MLB manifestó que viajaba a bordo de un vehículo 
de transporte de la línea ADO, en compañía del migrante PMA; sin embargo, al-
rededor de las 02:30 horas del 5 de diciembre de 2007, fueron asegurados y en-
cerrados en la parte trasera de un vehículo de ese Instituto, sitio en el que se 
encontraban dos migrantes guatemaltecos, mismos que, al igual que ellos, fueron 
remitidos a la estación migratoria de la Delegación Local del INM en Tuxtla Gu-
tiérrez, Chiapas.

En el parte informativo del 5 de diciembre de 2007, que los agentes Federales 
de Migración AFM8, AFM9, AFM10 y AFM11, rindieron al Subdelegado Local del 
INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, mencionaron que los migrantes fueron asegu-
rados aproximadamente a las 02:00 horas de esa misma fecha, agregando que 
“como novedad relevante le informamos que los antes mencionados extranjeros 
fueron trasladados a la estación migratoria saliendo como a las 06:00 hrs. ya que 
no había paso porque había un hundimiento en la cinta asfáltica aproximada-
mente en el kilómetro 165 de autopista Ocozocoautla-Las Choapas y hasta esa 
hora abrió paso la P.F.P. Llegando como a las 09:00 hrs. A la estación migratoria 
El Cupape en esta ciudad”.

Cabe señalar que si bien los agentes Federales de Migración no hacen alusión 
alguna al lugar en que permanecieron los agraviados después de ser asegurados, 
el Subdelegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, en el informe que rin-
dió sobre los hechos constitutivos de la queja reconoció que “debido a que no 
se cuenta en este punto con un espacio para que permanezcan los extranjeros, 
el servicio es considerado como volanta, así que cuando son asegurados son in-
troducidos al vehículo oficial asignado a esta volanta y trasladados inmediata-
mente a la estación migratoria, sin embargo en esa ocasión se demoraron debi-
do al colapso que sufrió la carretera”.

Sin embargo, no obstante lo informado por los servidores públicos del INM, 
en el sentido de que la demora en el traslado de los agraviados a la Delegación 
Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, sus afirmaciones quedan desvirtuadas 
con los informes rendidos a esta Comisión Nacional por la Policía Federal Preven-
tiva, y Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos, instituciones 
que coincidieron en señalar, por separado, que el 5 de diciembre de 2007, en el 
tra mo carretero antes señalado, en las horas mencionadas por ese Instituto, no 
ocurrió incidente alguno que ameritara la suspensión del tráfico vehicular.
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Aunado a lo anterior, no pasó desapercibido para esta Comisión Nacional que 
el oficio de puesta a disposición de los migrantes ante la Delegación Local del INM 
en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, está fechado el 4 de diciembre de 2007, por lo que 
no es posible tener certidumbre de lo señalado por el personal de ese Instituto 
por cuanto hace a las horas de aseguramiento de los migrantes.

En este sentido, en relación a las observaciones referidas respecto a los cuatro 
expedientes, para esta Comisión Nacional los agentes Federales de Migración, al 
mantener a migrantes indocumentados encerrados en la parte trasera de vehícu-
los tipo pick-up propiedad del INM, en grupos que van desde tres hasta 12 per-
sonas, por lapsos de tres a 12 horas, tanto a altas temperaturas durante el día, 
como en la madrugada, transgredieron su derecho al trato digno y a la legalidad 
y seguridad jurídica.

En consecuencia, para esta Comisión Nacional quedó evidenciado que con su 
actuación los servidores públicos que aseguraron y mantuvieron retenidos a los 
agraviados a que se refieren los expedientes 2007/792/5/Q, 2007/1354/5/Q, 
2007/1701/5/Q y 2007/5162/5/Q, contravinieron lo dispuesto en el artículo 
207 del Reglamento de la Ley General de Población; el cual establece, en térmi-
nos generales, que cuando se asegure a un extranjero o extranjera, será puesto 
de inmediato a disposición del responsable de la estación migratoria.

Asimismo, dejaron de observar los principios 1, 5.1 y 6 del Conjunto de Prin-
cipios Para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de 
Detención o Prisión, que establecen que toda persona detenida se entiende toda 
persona privada de la libertad personal, salvo cuando ello haya resultado de una 
condena por razón de un delito; por “prisión” se entiende la condición de las 
personas presas tal como se define supra; que toda persona sometida a cualquier 
forma de detención o prisión será tratada humanamente y con el respeto debido 
a la dignidad inherente al ser humano; además, que estos principios se aplica-
rán a todas las personas en el territorio de un Estado; y que a ninguna persona 
bajo cualquier forma de detención o prisión será sometida a tortura o a tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes. Por lo que no podrá invocarse circuns-
tancia alguna como justificación de la tortura o de otros tratos o penas crueles, 
inhumanas o degradantes, como en el presente caso aconteció.

Asimismo, por hechos similares a los antes señalados, atribuibles también a ser-
vidores públicos de la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, el 
25 de mayo de 2007, esta Comisión Nacional formuló propuesta de conciliación 
relacionada con el expediente 2006/3973/5/Q, la cual fue aceptada el 11 de 
junio de ese mismo año; sin embargo, esta mala práctica administrativa continúa 
llevándose a cabo en detrimento de los Derechos Humanos de los migrantes 
indocumentados, a pesar de que el INM se comprometió a realizar lo conducen-
te para evitar ese tipo de irregularidades.

Por otra parte, en ninguno de los cinco expedientes de queja materia de la 
presente Recomendación existe constancia de que a los agraviados se les hubie-
re practicado examen médico a su ingreso a la estación migratoria de la Delega-
ción Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, ya que los mismos fueron reali-
zados de 17 hasta 47 horas después de su llegada a ese centro de detención 
migratoria, debido a que no fueron puestos inmediatamente a disposición de esa 
autoridad.

En particular, respecto a los migrantes LAHL y EC, agraviados en el expedien-
te 2007/1701/5/Q, el INM no aportó constancia alguna a esta Comisión Nacio-
nal con la que acredite haberles practicado el examen médico respectivo en 
ningún momento.



GACETA
1990/2008

111

Re
co

m
en

da
ci

on
es

En virtud de lo anterior, el personal de la Delegación Local del INM en Tuxtla 
Gutiérrez, Chiapas, violentó lo previsto por los artículos 209, fracción I, del Regla-
mento de la Ley General de Población, y 19 del Acuerdo por el que se Emiten las 
Normas para el Funcionamiento de las Estaciones Migratorias del INM, que esta-
blecen que cuando se asegure a un extranjero en la estación migratoria, a su in-
greso se procederá a practicarle un examen médico, a fin de certificar sus con-
diciones psicofísicas y así estar en posibilidad de proporcionarle, si lo requiere, 
atención médica especializada.

Asimismo, con esa omisión se dejaron de observar las disposiciones del linea-
miento 2.1, inciso B), de la Circular por la que se Expiden Lineamientos por los 
que se Instruye a los Servidores Públicos del INM en Materia del Procedimiento 
Migratorio, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de junio de 1999, 
que dispone que cuando se notifique al INM la puesta a disposición de un ex-
tranjero por presuntas violaciones a la legislación migratoria, el responsable de 
la unidad administrativa correspondiente procederá de inmediato y sin dilación 
alguna a ordenar la revisión médica de éste y la expedición del certificado médi-
co respectivo en caso de no contar con el mismo.

Por otra parte, el INM no aportó constancia alguna con la que acredite que a 
los agraviados en los expedientes 2007/792/5/Q, 2007/1100/5/Q, 2007/ 
1354/5/Q y 2007/1701/5/Q, se les haya preguntado si era su deseo que se 
notificara al Cónsul de su país sobre su aseguramiento.

En este contexto, aún cuando el INM hizo llegar las notificaciones a los respec-
tivos Cónsules acreditados en México, sobre el aseguramiento de los agraviados 
en los cinco expedientes de queja, esos avisos se dieron después de que los mi-
grantes abandonaron la Delegación Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 
como se desprende del análisis al contenido de los mencionados documentos, 
en los que se indica que las notificaciones se realizaron los días 16 de febrero de 
2007, en el caso del expediente 2007/792/5/Q; 6 de marzo de 2007, por cuan-
to hace al expediente 2007/1100/5/Q; 18 de marzo de 2007, respecto del expe-
diente 2007/1354/5/Q; 14 de abril del año próximo pasado, en lo que atañe al 
expediente 2007/1701/5/Q, y 6 de diciembre de 2007, en el caso del expedien-
te 2007/5162/5/Q; lo que constituye una inobservancia al contenido del artícu-
lo 209, fracción III, del Reglamento de la Ley General de Población, el cual esta-
blece que cuando se asegure al extranjero o extranjera en la estación migratoria, 
se notificará de inmediato a su representante consular, situación que, como ha 
quedado de manifiesto, en estos casos no ocurrió.

Aunado a lo anterior, el Delegado Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, 
hizo llegar a esta Comisión Nacional 34 formatos en los que se menciona que 
los agraviados, en todos los casos, se acogieron voluntariamente a los beneficios 
del derecho a la repatriación prevista en el derecho internacional.

Al respecto, cabe señalar que 21 de esos documentos no tienen la firma de la 
autoridad actuante, mientras que en 32 más carecen de uno o varios datos, tales 
como número de expediente, lugar en que se encontró el asegurado, los da-
tos del agente que realiza el informe, la fecha de ingreso al país del migrante, la 
fecha de localización en territorio mexicano. Asimismo, no se señala que el ex-
tranjero se haya enterado de su contenido, ya sea porque lo hubiera leído él 
mismo u otra persona lo hubiere hecho; además, no se asentó el dato de la fecha, 
cuyo espacio en blanco se ubica a un costado de la firma del extranjero; y final-
mente, no se asienta la fecha y hora en que se requisitó el formulario.

Consecuentemente, esta Comisión Nacional considera que los servidores pú-
blicos involucrados en los hechos de la presente Recomendación vulneraron, en 
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perjuicio de los agraviados, sus derechos al trato digno, a la legalidad, a la segu-
ridad jurídica y al debido proceso, consagrados en los artículos 14, párrafo se-
gundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 7 y 9.1. del Pacto Internacional de los Derechos Políticos y Civiles; 
5.1. y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 24 del Con-
junto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier 
Forma de Detención o Prisión, y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares. Igualmente, se dejó de observar lo establecido por los artículos 7, 
último párrafo, y 151, de la Ley General de Población; 209, fracciones I y III, del 
Reglamento de la Ley General de Población, y 19 y 29 del Acuerdo por el que se 
Emiten las Normas para el Funcionamiento de las Estaciones Migratorias del INM, 
así como el lineamiento 2.1, inciso B), de la Circular por la que se Expiden Linea-
mientos por los que se Instruye a los Servidores Públicos del INM en Materia del 
Procedimiento Migratorio, que en términos generales se refieren a que toda per-
sona sometida a cualquier forma de detención o prisión será tratada humana-
mente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano; a la pro-
tección de los derechos a la legalidad, y a la seguridad jurídica, así como a las 
formalidades del procedimiento administrativo en materia migratoria.

Asimismo, con su conducta los servidores públicos del INM muy probablemen-
te incumplieron con lo dispuesto por el artículo 8o., fracciones I y XXIV, de la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, que 
dispone la obligación que todo funcionario tiene de abstenerse de cualquier acto 
u omisión que implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comi-
sión, o el incumplimiento de cualquier disposición legal, reglamentaria o admi-
nistrativa relacionada con el servicio público.

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
formula respetuosamente a usted, señora Comisionada del INM, las siguientes:

V. RECOMENDACIONES

PRIMERA. Se dé vista al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función 
Pública en el INM para que inicie procedimiento administrativo de investigación 
en contra de los agentes Federales de Migración, con motivo de las irregularida-
des en que incurrieron durante el aseguramiento de los agraviados, conforme a 
lo señalado en el capítulo de observaciones del presente documento.

SEGUNDA. Se dé vista al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función 
Pública en el INM para que inicie procedimiento administrativo de investigación 
en contra de los servidores públicos que omitieron practicar examen médico a 
los migrantes LAHL y EC, así como en contra de quienes realizaron con dilación 
la certificación médica de los demás agraviados.

TERCERA. Se dé vista al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función 
Pública en el INM para que inicie el procedimiento administrativo que correspon-
da, por las irregularidades cometidas durante la sustanciación del procedimiento 
administrativo migratorio instruido a los agraviados para determinar su situación 
migratoria.

CUARTA. Se giren las instrucciones necesarias a efecto de que los migrantes que 
son asegurados por los agentes Federales de Migración sean trasladados inme-
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diatamente a las estaciones migratorias correspondientes, y de esta forma se 
eviten hechos similares como los ocurridos a los agraviados.

QUINTA. Se efectúen las acciones necesarias para que el personal de la Delega-
ción Local del INM en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, reciba la capacitación necesaria, 
a fin de evitar incurran en violaciones a Derechos Humanos de los migrantes, 
como las sucedidas en el presente caso.

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar-
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental, tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra-
tivas o cualquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus atri-
buciones apliquen las sanciones conducentes y subsanen la irregularidad de que 
se trate.

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, se emita dentro del término de 
15 días hábiles siguientes a esta notificación.

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca-
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se 
le dirige se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días 
hábiles siguientes a la fecha en que se haya concluido el plazo para informar so-
bre la aceptación de la misma.

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia.

Atentamente
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 64/2008
Sobre el caso de los trabajadores de la empresa  

industrial Minera México, S. A. de C. V.  
(Unidad Pasta de Conchos)

SÍNteSIS: El 19 de febrero de 2006 se produjo una explosión en la mina Pasta de 
Conchos, ubicada en San Juan Sabinas, Coahuila, quedando atrapados 65 trabaja­
dores; de estos hechos tuvo conocimiento este Organismo Nacional y el 17 de julio 
de 2006 emitió la Recomendación 26/2006, dirigida al Secretario del Trabajo y Pre­
visión Social para que, entre otras acciones, se coordinaran las labores de protección 
civil por parte de las autoridades de los tres órdenes de Gobierno. Para ese entonces 
sólo se habían recuperado los cuerpos de los señores Felipe de Jesús Torres Reyna 
y José Manuel Peña Saucedo, faltando 63 mineros por rescatar.

El 20 de agosto de 2007, familiares de los trabajadores mineros que perdieron la 
vida en los hechos referidos presentaron una queja ante esta Comisión Nacional, 
haciendo valer actos presuntamente violatorios de Derechos Humanos cometidos 
por servidores públicos de diversas dependencias, entre ellas la Procuraduría Gene­
ral de la República, toda vez que el 4 de abril de 2007 la empresa Industria Minera 
México, S. A. de C. V., suspendió los trabajos de rescate de los cuerpos de sus fami­
liares, sin que ninguna autoridad lo impidiera, y que después de 18 meses de los he­
chos en que perdieron la vida, la averiguación previa aún no se había determinado.

Esta Comisión Nacional inició, el 21 de agosto de 2007, el expediente de queja 
2007/3552/2/Q, y después de analizar y valorar las constancias que lo integran, ad­
vierte que existen violaciones a los derechos de legalidad y seguridad jurídica, así 
como ejercicio indebido de la función pública y deficiente integración de averiguación 
previa, atribuibles a servidores públicos de la Procuraduría General de la República, 
en atención a que se observan deficiencias en la integración de la averiguación pre­
via 20/UEIDCSPCAJ/2007, dado que el Agente del Ministerio Público de la Federación 
omitió pronunciarse de manera fundada y motivada sobre los planteamientos que 
le fueron formulados por los peritos oficiales de la propia institución para solicitar la 
intervención de expertos en materia de minería a efecto de contar con evidencias 
que permitieran determinar las causas de la explosión ocurrida el 19 de febrero de 
2006, aunado esto a que en ningún momento solicitó la intervención de los exper­
tos propuestos por los peritos en materia de incendios y explosiones, cuando resul­
taba claro que la investigación exigía determinar las causas de la explosión; sin em­
bargo, el Representante Social no acordó la petición, por lo que al desatenderla 
incurrió en una responsabilidad administrativa, ya que su obligación consiste, preci­
samente, en determinar cuáles diligencias practicar y por qué, o cuáles no practicar 
y por qué, y en ambos casos deberá dar sus razones, de manera fundada y motiva­
da, para llegar a la verdad histórica de los hechos. Tampoco se valoró la posibilidad 
de requerir la emisión de los dictámenes solicitados por los peritos oficiales.

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional advirtió que las violaciones a los 
derechos fundamentales mencionados son atribuibles al Agente del Ministerio Pú­
blico Investigador de la Federación adscrito a la Zona Carbonífera de Sabinas, Coa­
huila; al Representante Social de la Federación adscrito a la Mesa XII de la Unidad 
Especializada en Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Públicos y contra 
la Administración de Justicia, y al Agente del Ministerio Público de la Federación ads­
crito a la Dirección General de Control de Averiguaciones Previas, Subprocuraduría 
de Control Regional Procedimientos Penales y Amparos en Coahuila, y al Director de 
Servicios Periciales en la citada Procuraduría, ya que los tres primeros omitieron pro­
nunciarse conforme a Derecho respecto de las solicitudes realizadas por los peritos 
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de la Procuraduría General de la República, y el último omitió dar contestación a la 
petición realizada por el Agente del Ministerio Público Federal el 14 de marzo de 
2007, aun cuando es su obligación atender todos los requerimientos hechos por el 
Representante Social.

En igual medida, al actuar sin la debida diligencia que el ejercicio de su función 
les exige, los servidores públicos responsables de la integración y perfeccionamien­
to de la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007 inobservaron las disposiciones 
previstas en los artículos 4, fracción I, inciso A, subinciso c), fracción V; 53, fracción 
IV, y 69, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, que en lo 
sustancial refieren que el Ministerio Público de la Federación, en el ejercicio de sus 
funciones, tiene la obligación de actuar con diligencia para la pronta, completa y 
debida procuración de justicia, con lo cual se vulneraron los derechos a la legalidad 
y la seguridad jurídica, lo que en los hechos se tradujo en actitudes que propician la 
impunidad de los probables responsables, más aún si se toma en cuenta que el ex 
Delegado y el Director Jurídico de la Delegación Federal del Trabajo en el estado de 
Coahuila, respectivamente, así como dos Inspectores Federales del Trabajo en Sabi­
nas, Coahuila, fueron sancionados administrativamente por la Secretaría de la Fun­
ción Pública al considerarlos como administrativamente responsables de los hechos 
sucedidos en la Mina 8 Pasta de Conchos.

Aunado a lo anterior, esta Comisión Nacional advierte también que el Titular de 
la Unidad Especializada en la Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Pú­
blicos y contra la Administración de Justicia y el Jefe de la Unidad Fiscal Especializa­
da, encargado de la Fiscalía Revisora y Dictaminadora, en la Procuraduría General de 
la República, incurrieron en ejercicio indebido de la función pública, al haber auto­
rizado la propuesta de consulta de reserva de la averiguación previa 20/UEIDCSP­
CAJ/2007, que elaboró el Agente del Ministerio Público Federal, al considerar erró­
neamente que no existían dictámenes que determinaran objetivamente las causas 
del accidente ocurrido en la Mina 8 Pasta de Conchos, valoración que, en opinión de 
esta Comisión Nacional, carece de sustento, pues en dicha indagatoria obran diver­
sos dictámenes en materia de minería; la inspección ocular practicada en la mina 
por personal ministerial; el dictamen basado en el estudio realizado por el Panel 
Internacional de Expertos en Seguridad en Minas y las opiniones del Consejo Con­
sultivo Minero denominado Foro Consultivo Científico y Tecnológico, A. C.; el dicta­
men del Servicio Geológico Mexicano, así como la comparecencia del 25 de enero 
de 2007, a cargo de los peritos en materia de incendios y explosiones de la propia 
Procuraduría General de la República.

En ese orden de ideas, esta Comisión Nacional estima que los servidores públicos 
adscritos a la Procuraduría General de la República encargados de la integración de 
la indagatoria mencionada, así como aquellos que debieron coadyuvar en su trami­
tación, al no practicar las diligencias necesarias para la acreditación del cuerpo del 
de lito y la probable responsabilidad del indiciado, así como para la reparación del da­
ño y los perjuicios causados, incurrieron en una violación a los Derechos Humanos, 
que claramente inobserva los artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafo primero; 
21, párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, que establecen que la investigación y persecu­
ción de los delitos incumbe al Ministerio Público, quien está obligado a buscar y pre­
sentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de los inculpados y hacer que 
los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea 
pronta y expedita.

Al omitir la práctica de las diligencias necesarias para esclarecer los hechos, se 
vulneraron también las disposiciones de los artículos 14.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; 8, 10 y 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; XVIII de la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 2 y 5 de los Prin­
cipios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura, que establecen que toda 
persona tiene derecho a disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual 
la justicia la ampare contra actos de la autoridad que violen, en su perjuicio, alguno 
de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente; aunado a que la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que el derecho a la verdad 
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y el acceso a la justicia van de la mano en el sistema de Derechos Humanos, mas no 
deben confundirse, ya que el derecho al acceso a la justicia no se agota con el trá­
mite de procesos internos, sino que éste debe, además, asegurar, en un tiempo ra­
zonable, el derecho a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 
sucedido y para que se sancione a los probables responsables, debiéndose agregar 
a esto que en un proceso adecuado no sólo deben de tomarse en cuenta los ele­
mentos de prueba aportados por la víctima, sino que las mismas autoridades deben 
recabar todos los elementos de prueba, tal como se requiere en los estándares de 
debido proceso.

En el mismo supuesto se encuentran el Titular de la Unidad Especializada en la 
Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Públicos y contra la Administración 
de Justicia, y el Jefe de la Unidad Fiscal Especializada, Encargado de la Fiscalía Re­
visora y Dictaminadora en la Procuraduría General de la República, ya que con su 
actuación incurrieron en ejercicio indebido de la función pública, al consentir las 
omisiones en que incurrió el personal encargado de la integración de la averiguación 
previa 20/UEIDCSPCAJ/2007.

De igual manera, los servidores públicos de la Procuraduría General de la Repú­
blica dejaron de cumplir con las obligaciones que les imponen los artículos 7o.; y 8o., 
fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, los cuales establecen que se debe salvaguardar la legalidad, hon­
radez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño 
de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará lugar al procedimien­
to y a las sanciones que correspondan según la naturaleza de la infracción en que 
se incurra. El referido precepto señala, en su fracción I, que los servidores públicos 
deberán cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y 
abstenerse de cualquier cargo o comisión que cause la suspensión o deficiencia de 
dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión. 
Por otra parte, la fracción XXIV prevé la obligación de abstenerse de cualquier acto 
u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada 
con el servicio público.

En consecuencia, este Organismo Nacional, el 19 de diciembre de 2008, emitió 
la Recomendación 64/2008, dirigida al Procurador General de la República, señalan­
do fundamentalmente los siguientes puntos:

Se giren instrucciones a quien corresponda a fin de que se extraiga de la re­
serva la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007, y se realicen los dictámenes 
periciales solicitados por los propios peritos oficiales de esa Procuraduría, así 
como que se practiquen las diligencias que se requieran a fin de perfeccionar 
la indagatoria de referencia y, en su oportunidad, se determine lo que confor­
me a Derecho corresponda, lo anterior por las omisiones precisadas en el ca­
pítulo de observaciones del presente documento, y se envíen las constancias 
con las que se acredite su total cumplimiento.

Gire sus instrucciones para que se dé vista del presente documento al Titular de 
Órgano de Control Interno en la Procuraduría General de la República, a fin 
de que se inicie el procedimiento administrativo de responsabilidad a los ser­
vidores públicos que intervinieron desde su inicio en la integración de la averi­
guación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007. Asimismo, de configurarse la integración
de un delito, se inicie la averiguación previa procedente y, en su oportunidad, 
se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su 
total cumplimiento.
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México, D. F., 19 de diciembre de 2008

Sobre el caso de los trabajadores de la empresa industrial  
Minera México, S. A. de C. V. (Unidad Pasta de Conchos)

Lic. Eduardo Medina Mora Icaza,
Procurador General de la República

Distinguido señor Procurador:

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo pri-
mero; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46; 51, y 84, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elementos de prueba contenidos en el expediente número 
2007/3552/2/Q, relacionados con el caso de los trabajadores de la empresa Industrial Minera Méxi-
co, S. A. de C. V. (Unidad Pasta de Conchos), y vistos los siguientes:

I. HECHOS

A. El 19 de febrero de 2006 se produjo una explosión en la mina Pasta de Con-
chos, ubicada en San Juan Sabinas, en el estado de Coahuila, quedando atrapa-
dos 65 trabajadores.

B. El 17 de julio de 2006 esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 26/ 
2006 dirigida al Secretario del Trabajo y Previsión Social para que, entre otras 
acciones, se coordinaran las labores de protección civil por parte de las autorida-
des de los tres órdenes de gobierno. Para ese entonces sólo se habían recupera-
do los cuerpos de los señores Felipe de Jesús Torres Reyna y José Manuel Peña 
Saucedo, faltando 63 mineros por rescatar.

C. El 20 de agosto de 2007 familiares de los trabajadores mineros de que per-
dieron la vida en los hechos ocurridos el 19 de febrero de 2006 presentaron un 
escrito de queja ante esta Comisión Nacional, en el cual hicieron valer hechos 
presuntamente violatorios de Derechos Humanos cometidos por servidores públi-
cos de diversas dependencias, entre ellas la Procuraduría General de la República, 
toda vez que el 4 de abril de 2007, la empresa Industria Minera México, S. A. de 
C. V., suspendió los trabajos de rescate de los cuerpos de sus familiares, sin que 
ninguna autoridad lo impidiera y que, después de 18 meses de los hechos en 
que perdieron la vida los trabajadores, la averiguación previa aún no se había 
determinado.

D. Con motivo de los hechos relatados, esta Comisión Nacional inició el 21 de 
agosto de 2007 el expediente de queja 2007/3552/2/Q, en el que se solicitaron 
los informes correspondientes a la Subprocuraduría de Derechos Humanos, 
Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría General de la 
República, los que se obsequiaron en su oportunidad, y se recabaron las eviden-
cias cuya valoración lógica jurídica es objeto de análisis en el capítulo de obser-
vaciones de esta Recomendación.
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II. EVIDENCIAS

En el presente caso las constituyen:

A. El escrito de queja presentado el 20 de agosto de 2007 ante esta Comisión 
Nacional por los familiares de los trabajadores mineros que perdieron la vida en 
el accidente ocurrido el 19 de febrero de 2006 en la Mina 8 Pasta de Conchos, 
en el cual hicieron valer hechos presuntamente violatorios de sus Derechos Hu-
manos cometidos por servidores públicos adscritos a la Procuraduría General de 
la República, toda vez que, según refirieron, existía una irregular integración de la 
averiguación previa, ya que 18 meses después de haberse iniciado aún no se 
había determinado.

B. El oficio 219/08DGPCDHAQI, del 18 de enero de 2008, por el que el Director 
General de Promoción de la Cultura en Derechos Humanos, Atención a Quejas 
e Inspección de la Procuraduría General de la República informa que la averigua-
ción previa 20/UEIDCSPCAJ/2007 se encuentra radicada en la mesa XII-UEIDC-
SPCAJ, y debido a su magnitud se ponía a disposición de esta Comisión Nacional 
para su consulta.

C. El acta circunstanciada del 27 de febrero de 2008, en la que Visitadores Ad-
juntos de esta Comisión Nacional hicieron constar los resultados de la consulta 
realizada a la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007, los días 25 a 27 del mes 
y año en cita.

D. El acta circunstanciada del 11 de septiembre de 2008, en la que Visitadores 
Adjuntos de esta Comisión Nacional hicieron constar los resultados de la consul-
ta realizada en esa fecha a la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007.

E. El oficio V2/43099, del 6 de noviembre de 2008, por el que esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos formuló una Propuesta de Conciliación al Sub-
procurador de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comuni-
dad de la Procuraduría General de la República, al concluir que se habían concul-
cado los Derechos Humanos de los quejosos.

F. El oficio DGARACDH/3204/08, del 21 de noviembre de 2008, por el que el 
Director General de Atención a Recomendaciones y Amigables Conciliaciones en 
Derechos Humanos de la Procuraduría General de la República señaló, en relación 
con la propuesta de conciliación emitida por esta Comisión Nacional, que no era 
posible aceptarla ya que los servidores públicos de esa Procuraduría involucrados 
en la tramitación de las indagatorias no incurrieron en ninguna violación a los 
Derechos Humanos.

III. SITUACIÓN JURÍDICA

El 19 de febrero de 2006, se suscitó un siniestro en la mina 8 (Unidad Pasta de 
Conchos), propiedad de la empresa Industrial Minera México, S. A. de C. V., en 
el que 65 personas perdieron la vida y 11 sufrieron lesiones, motivo por el cual la 
Procuraduría General de Justicia del estado de Coahuila, a través del agente del 
Ministerio Público de la ciudad de Nueva Rosita, municipio de Sabinas, inició la ave-
riguación previa 73/2006, en contra de quien o quienes resulten responsables.
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El 31 de marzo de 2006, el Ministerio Público de la Federación solicitó al De-
legado de la Procuraduría General de Justicia en la zona carbonífera en Sabinas, 
en ese estado, que remitiera copia certificada de la indagatoria iniciada con mo-
tivo de los hechos ocurridos el 19 de febrero de 2006 en la mina de carbón Pas-
ta de Conchos, la cual fue enviada el 15 de mayo del mismo año, radicándose 
con el número AP/PGR/COAH/SAB-I/41/DD/06.

El 16 de febrero de 2007, la Delegada Estatal en Coahuila de la Procuraduría 
General de la República ordenó remitir la referida averiguación previa al Direc-
tor General de Control de Averiguaciones Previas de esa Procuraduría, a fin de 
que continuara con la integración y perfeccionamiento de la misma, por lo que 
el 19 de febrero de 2007 se recibió en México, Distrito Federal, radicándose en 
esa fecha con el número AP/PGR/DGCAP/DF/01/2007.

El 26 de marzo de 2007, el Director General de Control de Averiguaciones Pre-
vias de esa Procuraduría remitió la citada indagatoria a la Unidad Especializada 
en Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Públicos y contra la Adminis-
tración de Justicia, dándose inicio a la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007.

El 28 de julio de 2008, al considerar que la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/ 
2007 estaba integrada, el agente del Ministerio Público de la Federación propuso 
la consulta de reserva de la misma, pues estimó que si bien existían dictámenes 
encaminados a determinar fehacientemente las causas que ocasionaron la explo-
sión en la Mina 8 Pasta de Conchos, ninguno de ellos determinaba objetivamente 
las causas de ésta, por lo que a la fecha de emisión del presente documento la ave-
riguación previa antes señalada se encuentra en reserva.

El 6 de noviembre de 2008, esta Comisión Nacional formuló a la Procuraduría 
General de la República una propuesta de conciliación consistente en:

PRIMERA. Se giren instrucciones a quien corresponda a fin de que se extrai-
ga de la reserva la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007, y se realicen 
tantos dictámenes periciales como sean necesarios, así como las diligencias 
que se requieran a fin de perfeccionar la indagatoria de referencia y, en su 
oportunidad, se determine lo que conforme a Derecho corresponda, lo an-
terior por las omisiones precisadas en el capítulo de observaciones del pre-
sente documento.

SEGUNDA. Gire sus instrucciones para que se dé vista del presente docu-
mento al Titular de Órgano de Control Interno en la Procuraduría General de 
la República, a fin de que se inicie el procedimiento administrativo de res-
ponsabilidad a los servidores públicos que intervinieron desde su inicio en 
la integración de la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007. Asimismo, de 
configurarse la integración de un delito, se inicie la averiguación previa pro-
cedente y, en su oportunidad, se informe a esta Comisión Nacional desde el 
inicio de la investigación hasta la resolución del procedimiento respectivo.

El 21 de noviembre de 2008, el Director General de Atención a Recomendacio-
nes y Amigables Conciliaciones en Derechos Humanos de la Procuraduría Gene-
ral de la República respondió a este Organismo Nacional la negativa de aceptación 
de la antecitada propuesta de conciliación, señalando que no era posible acep-
tarla ya que, en su opinión, los servidores públicos adscritos a esa Procuraduría 
no incurrieron en ninguna violación a los Derechos Humanos, argumentando que 
esta Comisión Nacional invadía la esfera de competencia del Ministerio Público, 
ya que a éste compete la investigación y persecución de los delitos y por ende 
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es a quien corresponde exclusivamente practicar y ordenar la realización de todos 
los actos conducentes a la acreditación del cuerpo del delito y la probable res-
ponsabilidad del inculpado, a fin de llegar a la verdad histórica de los hechos.

IV. OBSERVACIONES

Antes de entrar al estudio de las violaciones a los Derechos Humanos que dieron 
origen a la presente Recomendación, resulta oportuno señalar que esta Comisión 
Nacional hace patente su desacuerdo con la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, pues al no aceptar la propuesta de conciliación planteada se propicia la im-
punidad toda vez que permanece sin determinar la responsabilidad de carácter 
penal de los presuntos responsables dentro de la averiguación previa 20/UEIDC-
SPCAJ/2007, lo que consecuentemente obliga a formular el presente documento 
con base en lo establecido en los artículos 6o., fracción VI, de la Ley de la Co misión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 123 de su Reglamento In terno.

La presente Recomendación se emite ante la violación a los Derechos Huma-
nos que logró acreditar esta Comisión Nacional, con la finalidad de que se agoten 
todas las diligencias de investigación pendientes, tales como que el agente del 
Ministerio Público de la Federación atienda las solicitudes planteadas por los pe-
ritos en materia de incendios y explosiones de la mencionada Procuraduría. Lo 
anterior sin perjuicio de que la indagatoria se determine conforme a Derecho.

Resulta inconducente el planteamiento vertido por el Director General de Aten-
ción a Recomendaciones y Amigables Conciliaciones en Derechos Humanos de 
la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios de la 
Comunidad de la Procuraduría General de la República, en el oficio DGARQCDH/ 
3204/08, del 21 de noviembre de 2008, en el sentido de que esta Comisión Na-
cional invade la esfera de competencia del Ministerio Público, ya que ese órgano 
es el encargado de investigar y perseguir los delitos, así como de ordenar la rea li-
zación de todas las diligencias conducentes a la acreditación del cuerpo del de lito 
y la probable responsabilidad del inculpado, puesto que, en el caso que por esta 
vía se resuelve, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se abocó al es-
tudio de presuntas violaciones a Derechos Humanos, sin que ello implique una 
invasión a la facultad investigadora conferida constitucionalmente a la institución 
del Ministerio Público. Además, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este 
Organismo Nacional cuenta con la facultad para conocer de autos u omisiones 
de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor pú-
blico, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, por lo que en el 
presente asunto es procedente conocer de las actuaciones realizadas por perso-
nal de la Procuraduría General de la República que vulneren Derechos Humanos. 
Desde luego, no cabe interpretación alguna en el sentido de que esta Comisión 
Nacional pretenda calificar la actualización de conductas delictivas sino, como ya 
se apuntó, de violaciones a Derechos Humanos.

Ahora bien, por lo que hace al señalamiento en el sentido de que servidores 
públicos de esa Procuraduría no incurrieron en ninguna violación a Derechos Hu-
manos, esta Comisión Nacional, después de analizar y valorar las constancias que 
integran el expediente de queja, advierte que existen violaciones a los derechos 
de legalidad y seguridad jurídica, así como ejercicio indebido de la función públi-
ca y deficiente integración de averiguación previa, atribuibles a servidores públicos 
de la Procuraduría General de la República, en atención a las siguientes conside-
raciones:
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Cabe señalar que si bien es cierto que los artículos 21, y 102, apartado A, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecen las facultades 
del Ministerio Público, entre las cuales se encuentra la investigación y persecución 
de los delitos, así como la de realizar las diligencias que surjan de la indagatoria, 
también lo es que el agente del Ministerio Público de la Federación encargado del 
trámite de la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007 omitió pronunciarse de 
manera fundada y motivada sobre los planteamientos que le fueron formulados 
por los peritos oficiales, en el sentido de solicitar la intervención de expertos en 
materia de minería a efecto de contar con evidencias que permitieran determinar 
las causas de la explosión ocurrida en la mina Pasta de Conchos el 19 de febrero 
de 2006.

Asimismo, es de señalar que, contrario a lo que sustenta esa Procuraduría, sí 
se cometieron violaciones a Derechos Humanos por servidores públicos de la mis-
ma, ya que, como se sustenta en el oficio de negativa de aceptación de la propues-
ta de conciliación, el agente del Ministerio Público en ningún momento solicitó 
la intervención de los expertos propuestos por los peritos en materia de incendios 
y explosiones, cuando resultaba claro que la investigación exigía determinar las 
causas de la explosión; sin embargo, el Representante Social no acordó la petición, 
por lo que al desatender esa solicitud incurrió en una responsabilidad adminis-
trativa, ya que su obligación consiste, precisamente, en determinar cuáles diligen-
cias practicar y por qué, o cuáles no practicar y porqué, y en ambos casos deberá 
dar sus razones, de manera fundada y motivada, para llegar a la verdad histórica 
de los hechos.

De igual forma, es oportuno subrayar que, contrario a lo que sustenta la men-
cionada autoridad, si bien es cierto que el artículo 131 del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales establece que si de las diligencias no resultan elementos bas-
tantes para hacer la consignación a los tribunales, se reservará el expediente hasta 
que aparezcan otros datos; también lo es que el precepto legal antes señalado 
indica textualmente la condición suspensiva: “Si de las diligencias practicadas no 
resultan elementos bastantes para hacer la consignación a los tribunales y no apa-
rece que se puedan practicar otras, pero con posterioridad pudieran allegarse 
datos para proseguir la averiguación, se reservará el expediente hasta que apa-
rezcan esos datos, y entretanto se ordenará a la policía que haga investigaciones 
tendientes a lograr el esclarecimiento de los hechos”, lo que lleva a corroborar 
en la especie la violación en que incurrió el Representante Social de la Federación, 
pues en ningún momento valoró la posibilidad de requerir la emisión de los dic-
támenes solicitados por los peritos oficiales. Además, de haberse realizado tal di-
ligencia los mencionados servidores públicos se hubieran colocado en posibilidad 
de rendir los dictámenes solicitados y así llegar a la verdad de los hechos, de tal 
suerte que esa dependencia incumplió con la obligación que le impone la ley.

En ese sentido, resulta oportuno señalar que si bien es cierto que dentro de la 
averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007 obran diversos dictámenes en materia 
de minería, entre los que se encuentran los realizados por los peritos norteame-
ricanos Kenneth Ely, Daniel Wooton, Donald McBride, la inspección ocular prac-
ticada en la mina por personal ministerial, el dictamen basado en el estudio rea li-
zado por el Panel Internacional de Expertos en Seguridad en Minas y las opiniones 
del Consejo Consultivo Minero denominado Foro Consultivo Científico y Tecno-
lógico, A. C., así como el dictamen del Servicio Geológico Mexicano, también lo 
es que el agente del Ministerio Público de la Federación debió acordar conforme 
a la investigación que se pretendía realizar para llegar a la verdad histórica de los 
hechos y, en consecuencia, atender las solicitudes planteadas por sus propios 
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auxiliares; sin embargo, al no efectuar pronunciamiento alguno incurrió en vio-
lación a los Derechos Humanos de legalidad y seguridad jurídica, toda vez que 
no agotó las diligencias que estaban a su alcance para allegarse de elementos 
de convicción para determinar la citada indagatoria.

En consecuencia, del análisis lógico jurídico realizado al conjunto de evidencias 
que integran el expediente de queja que por esta vía se resuelve, esta Comisión 
Nacional advierte la existencia de violaciones a Derechos Humanos cometidas por 
el agente del Ministerio Público Investigador de la Federación adscrito a la zona 
carbonífera de Sabinas, Coahuila, el Representante Social de la Federación adscri-
to a la Mesa XII de la Unidad Especializada en Investigación de Delitos Cometidos 
por Servidores Públicos y contra la Administración de Justicia y por el agente del 
Ministerio Público de la Federación adscrito a la Dirección General de Control de 
Averiguaciones Previas, Subprocuraduría de Control Regional Procedimientos Pe-
nales y Amparos en Coahuila, y el Director de Servicios Periciales en la citada Pro-
curaduría, ya que los tres primeros omitieron pronunciarse conforme a Derecho 
respecto a las solicitudes realizadas por los peritos en materia de incendios y ex-
plosiones de la Procuraduría General de la República y el último fue omiso en dar 
contestación a la petición realizada por el agente del Ministerio Público Federal 
el 14 de marzo de 2007, aun cuando es su obligación atender todos los reque-
rimientos hechos por el Representante Social.

Igualmente, al actuar sin la debida diligencia que el ejercicio de su función les 
exige, los servidores públicos responsables de la integración y perfeccionamiento 
de la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007 dejaron de observar las dispo-
siciones previstas en los artículos 4, fracciones I, inciso A, subinciso c), y V; 53, 
fracción IV, y 69, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, 
que en lo sustancial refieren que el Ministerio Público de la Federación, en el ejer-
cicio de sus funciones, tiene la obligación inherente de actuar con diligencia para 
la pronta, completa y debida procuración de justicia, con lo cual se vulneraron los 
derechos a la legalidad y la seguridad jurídica, lo que en los hechos se tradujo en 
actitudes tolerantes que propician la impunidad de los probables responsables, 
más aún si se toma en cuenta que el ex Delegado y el Director Jurídico de la Dele-
gación Federal del Trabajo en el estado de Coahuila, respectivamente, así como 
los dos inspectores federales del trabajo en la Oficina Federal del Trabajo en Sa-
binas, Coahuila, fueron sancionados administrativamente por la Secretaría de la 
Función Pública al considerarlos como administrativamente responsables de los 
hechos sucedidos en la Mina 8 Pasta de Conchos.

Aunado a lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos ad-
vierte también que el titular de la Unidad Especializada en la Investigación de De-
litos Cometidos por Servidores Públicos y contra la Administración de Justicia y 
el Jefe de la Unidad Fiscal Especializada, encargado de la Fiscalía Revisora y Dic-
taminadora en la Procuraduría General de la República, incurrieron en ejercicio 
indebido de la función pública al haber autorizado la propuesta de consulta de 
reserva de la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007, que elaboró el agente 
del Ministerio Público Federal, al considerar erróneamente que no existían dictá-
menes que determinaran objetivamente las causas del accidente ocurrido en la 
Mina 8 Pasta de Conchos, valoración que en opinión de esta Comisión Nacional 
carece de sustento pues, como se ha señalado, consta en autos del expediente 
de queja la comparecencia del 25 de enero de 2007, a cargo de los peritos en 
materia de incendios y explosiones de la Procuraduría General de la República, 
en la que manifestaron textualmente que “una vez que me impuse de los autos 
que integran dicha indagatoria, además de haberme constituido físicamente en 
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la empresa industrial Minera México, S. A. de C. V., Mina número 8, Unidad 
Pasta de Conchos, ubicada en el municipio de San Juan de Sabinas, Coahuila, al 
respecto hago del conocimiento que para estar en posibilidades de emitir un 
dictamen técnicamente fundado, solicito a esta Unidad, me sea proporcionada 
copia simple del expediente y las documentales técnicas que le han sido solicita-
das a la empresa afecta... Además del peritaje de la mina que incluya condicio-
nes de operación y seguridad al momento o antes del siniestro investigado, el 
cual deberá ser practicado por ingenieros en minería…”

En dicha comparecencia, los servidores públicos mencionados observan que 
“una vez terminadas las operaciones de desescombro, rescate de cadáveres y 
desgasificación de la zona motivo del estudio en el interior de la mina se reco-
mienda practicar el peritaje de química forense en las ropas de los trabajadores 
con el fin de buscar e identificar sustancias explosivas; lo anterior, para efecto de 
estar en posibilidades de emitir una fundada opinión técnica”.

Del mismo modo, es de observarse que si bien el 14 de marzo de 2007 el 
agente del Ministerio Público de la Federación solicitó al Director General de Ser-
vicios Periciales de esa Procuraduría que se requiriera la participación de profe-
sionistas de la Universidad Nacional Autónoma de México y del Instituto Poli-
técnico Nacional para acudir a la Mina 8 Pasta de Conchos, no existe respuesta 
alguna por parte del personal de la Dirección mencionada, situación que de igual 
forma constituye una violación a los derechos a la seguridad jurídica y a la lega-
lidad, al omitir la práctica de las diligencias necesarias para esclarecer los hechos. 
Más aún, que las cosas ocurrieran así conllevó en los hechos una deficiente inte-
gración de la averiguación previa de que se trata.

Asimismo, en autos corre agregado el oficio con folio 16350 por el que, el 15 
de marzo de 2007, el perito oficial en incendios y explosiones de la Procuraduría 
General de la República informó al Representante Social de la Federación adscri-
to a la Dirección General de Control de Averiguaciones Previas, Subprocuraduría 
de Control Regional, Procedimientos Penales y Amparos de la Procuraduría Ge-
neral de la República, lo siguiente: “me permito presentar a usted el siguiente: 
Planteamiento de problema: Del oficio en mención se tiene… Que otros profe-
sionistas del área de ingeniería o de diversa profesión y/o técnica, tanto de la 
UNAM, del Instituto Politécnico Nacional y/o de diversa institución o casa de es-
tudios, son los idóneos para que asistan al lugar de los hechos en la Mina núme-
ro 8, Pasta de Conchos, del municipio de San Juan Sabinas, Coahuila, que nos 
ocupa, en compañía de peritos de la Dirección General de Coordinación de Ser-
vicios Periciales… y determinen… I.- Si los trabajos que lleva a cabo la empresa 
contratada por Industrial Minera, S. A. de C. V., son los idóneos para la excavación 
y remoción de escombros en la búsqueda y rescate de los cadáveres de los 63 
mineros que en el lugar se encuentran así como para arribar al origen de la con-
flagración. II.- Si las obras en comento se practican con las adecuadas medidas 
de seguridad para el personal que participa. En atención a su consulta es conve-
niente contar con la presencia de ingenieros en minas, ingenieros geólogos, in-
genieros metalúrgicos, expertos en seguridad e higiene…” El perito mencionado 
señaló a continuación una lista amplia de académicos pertenecientes a diversas 
instituciones de educación superior tales como la Universidad Nacional Autóno-
ma de México, el Instituto Politécnico Nacional, la Universidad Autónoma del 
Esta do de Hidalgo, la Universidad Autónoma de Nuevo León, la Universidad de 
Sono  ra y la Universidad Autónoma de Zacatecas, entre otras, de quienes la Re-
presentación Social podía auxiliarse para contar con los elementos que le permi-
tieran determinar la indagatoria en comento.
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Sobre el particular, esta Comisión Nacional reitera que las irregularidades y 
omisiones en que incurrieron el agente del Ministerio Público Investigador de la 
Federación adscrito a la zona carbonífera de Sabinas, Coahuila; el agente del 
Ministerio Público de la Federación adscrito a la Dirección General de Control de 
Averiguaciones Previas de la Subprocuraduría de Control Regional Procedimientos 
Penales y Amparos en Coahuila, así como el Director General de Servicios Peri-
ciales y el Representante Social de la Federación adscrito a la Mesa XII de la Uni-
dad Especializada en Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Públicos 
y contra la Administración de Justicia, adscrito a la Dirección General de Averi-
guaciones Previas, todos de la Procuraduría General de la República, al no prac-
ticar las diligencias necesarias para la acreditación del cuerpo del delito y la pro-
bable responsabilidad del indiciado, así como para la reparación del daño y los 
perjuicios causados, constituyeron una violación a Derechos Humanos que clara-
mente inobserva los artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafo primero; 21, pá-
rrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, que establecen que la investigación y persecución 
de los delitos incumbe al Ministerio Público, así como la obligación de éste de 
buscar y presentar las pruebas que acrediten la probable responsabilidad de los 
inculpados y hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la ad-
ministración de justicia sea pronta y expedita.

En este sentido, al abstenerse de realizar las diligencias que se requerían para 
acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad de los indiciados, la 
Representación Social obstaculizó la posibilidad de contar con elementos idóneos 
que ayudaran a mostrar la forma en que los hechos tuvieron lugar en la realidad. 
Esta Comisión Nacional estima aplicable al caso la tesis jurisprudencial jurispru-
dencia I.3o.C.J/33, que enseguida se cita, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta XX, julio de 2004, página 1490, bajo el rubro:

PRUEBA PERICIAL, VALORACIÓN DE LOS SISTEMAS.

Por otra parte, el peritaje es una actividad humana de carácter procesal, de-
sarrollada en virtud de encargo judicial por personas distintas de las partes 
del proceso, especialmente calificadas por su experiencia o conocimientos 
técnicos, artísticos o científicos, y mediante la cual se suministran al Juez ar-
gumentos y razones para la formación de su convencimiento respecto de 
ciertos hechos, también especiales, cuya percepción o cuyo entendimiento 
escapa a las aptitudes del común de la gente y requieren esa capacidad par-
ticular para su adecuada percepción y la correcta verificación de su relación 
con otros hechos, de sus causas y de sus efectos o simplemente para su apre-
ciación e interpretación. Luego, la peritación cumple con una doble función, 
que es, por una parte, verificar hechos que requieren conocimientos técni-
cos, artísticos o científicos que escapan a la cultura común del Juez y de la 
gente, sus causas y sus efectos y, por otra, suministrar reglas técnicas o cien-
tíficas de la experiencia especializada de los peritos, para formar la convicción 
del Juez sobre tales hechos y para ilustrarlo con el fin de que los entienda 
mejor y pueda apreciarlos correctamente.

Al omitir la práctica de las diligencias necesarias para esclarecer los hechos, se 
vulneraron también las disposiciones del artículo 14.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; 8, 10 y 11 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; XVIII 
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de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como 2 
y 5 de los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura, que 
establecen que toda persona tiene derecho a disponer de un procedimiento sen-
cillo y breve por el cual la justicia la ampare contra actos de la autoridad que 
violen, en su perjuicio, alguno de los derechos fundamentales consagrados cons-
titucionalmente; aunado a que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ha sostenido que el derecho a la verdad y el acceso a la justicia van de la mano 
en el sistema de Derechos Humanos, mas no deben confundirse, ya que el dere-
cho al acceso a la justicia no se agota con el trámite de procesos internos, sino 
que éste debe además asegurar, en tiempo razonable, el derecho a que se haga 
todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y para que se sancione 
a los probables responsables, debiéndose agregar a esto que en un proceso ade-
cuado no sólo deben de tomarse en cuenta los elementos de prueba aportados 
por la víctima, sino que las mismas autoridades deben recabar todos los elemen-
tos de prueba, tal como se requiere en los estándares de debido proceso.

En el mismo supuesto se encuentran el titular de la Unidad Especializada en 
la Investigación de Delitos Cometidos por Servidores Públicos y contra la Admi-
nistración de Justicia, y el Jefe de la Unidad Fiscal Especializada, encargado de la 
Fiscalía Revisora y Dictaminadora en la Procuraduría General de la República, ya 
que con su actuación incurrieron en ejercicio indebido de la función pública, al 
consentir las omisiones en que incurrió el personal encargado de la integración 
de la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007.

De igual manera, los servidores públicos de la Procuraduría General de la Re-
pública dejaron de cumplir con las obligaciones que les imponen los artículos 7o., 
y 8o., fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos, los cuales establecen que se debe salvaguardar la le-
galidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas 
en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará lu-
gar al procedimiento y a las sanciones que correspondan según la naturaleza 
de la infracción en que se incurra. El referido precepto señala, en su fracción I, 
que los servidores públicos deberán cumplir con la máxima diligencia el servi-
cio que les sea encomendado y abstenerse de cualquier cargo o comisión que cause 
la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebi-
do de un empleo, cargo o comisión. Por otra parte, la fracción XXIV prevé la obli-
gación de abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento 
de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público.

Debido a lo anterior, el 6 de noviembre de 2008, esta Comisión Nacional, me-
diante oficio V2/43099, formuló a la Procuraduría General de la República una 
propuesta de conciliación; sin embargo, el 21 de noviembre de 2008, el Director 
General de Atención a Recomendaciones y Amigables Conciliaciones en Derechos 
Humanos de la Procuraduría General de la República respondió a esta Comisión 
Nacional la negativa de aceptación de la citada propuesta de conciliación, se-
ñalando que no era posible aceptarla pues en su opinión los servidores públicos 
adscritos a esa Procuraduría no incurrieron en ninguna violación a los Dere-
chos Hu manos, argumentando que este Organismo Nacional invadía la esfera de 
competencia del Ministerio Público, ya que a éste compete la investigación y 
persecución de los delitos y, por ende, es a quien corresponde exclusivamente 
practicar y ordenar la realización de todos los actos conducentes a la acreditación 
del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del inculpado, a fin de llegar 
a la verdad histórica de los hechos.

Por las consideraciones jurídicas hechas valer en el cuerpo del presente docu-
mento, esta Comisión Nacional estima necesario que la averiguación previa 20/
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UEIDCSPCAJ/2007 sea extraída de la reserva, a fin de que se practiquen tantos 
dictámenes periciales y diligencias como sean necesarias para que el agente del 
Ministerio Público se allegue de los elementos de convicción que le permitan 
conocer la verdad histórica y jurídica de los hechos y así poder determinar la cau-
sa-efecto que motivó el accidente ocurrido el 19 de febrero de 2006, en la Mina 
8 Pasta de Conchos, y con ello resolver conforme a Derecho la mencionada in-
dagatoria en el momento procesal oportuno.

Asimismo, este Organismo Nacional advierte la necesidad de que se investiguen 
administrativa y penalmente las diversas irregularidades y omisiones descritas en 
el presente apartado, atribuidas al personal señalado y que tuvo a su cargo la 
integración de la investigación ministerial 20/UEIDCSPCAJ/2007, con el propósi-
to de que conductas como las aquí descritas sean sancionadas y evitar, con ello, 
que se repitan nuevamente.

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
considera pertinente formular a usted, respetuosamente, señor Procurador Ge-
neral de la República, las siguientes:

V. RECOMENDACIONES

PRIMERA. Se giren instrucciones a quien corresponda a fin de que se extraiga de 
la reserva la averiguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007, y se realicen los dictá-
menes periciales solicitados por los propios peritos oficiales de esa Procuraduría, 
así como que se practiquen las diligencias que se requieran a fin de perfeccionar 
la indagatoria de referencia y, en su oportunidad, se determine lo que conforme 
a Derecho corresponda, lo anterior por las omisiones precisadas en el capítulo 
de observaciones del presente documento, y se envíen las constancias con las 
que se acredite su total cumplimiento.

SEGUNDA. Gire sus instrucciones para que se dé vista del presente documento 
al titular de Órgano de Control Interno en la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, a fin de que se inicie el procedimiento administrativo de responsabilidad a los 
servidores públicos que intervinieron desde su inicio en la integración de la ave-
riguación previa 20/UEIDCSPCAJ/2007. Asimismo, de configurarse la integración 
de un delito, se inicie la averiguación previa procedente y, en su oportunidad, se 
envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su total 
cumplimiento.

La presente Recomendación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, así como 
de obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias adminis-
trativas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus 
atribuciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad 
cometida.

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a su notificación.
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Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, 
en su caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación 
que se le dirige, se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 
días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar 
sobre la aceptación de la misma.

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad para hacer pública, precisamente, 
esta circunstancia.

Atentamente
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 65/2008
Sobre el recurso de impugnación de la señora  

Ana Rosa Baeza Berzunza

SÍNteSIS: El 19 de diciembre de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Esta­
do de Campeche envió a esta Comisión Nacional el recurso de impugnación inter­
puesto por la señora Ana Rosa Baeza Berzunza, el cual se recibió el 27 del mes y año 
citados, en el que manifestó que el 29 de noviembre de 2007 recibió una notificación 
en relación con que el expediente “005/2007/VG” sería enviado al archivo definitivo 
como Recomendación aceptada con cumplimiento insatisfactorio, situación con la 
que no estaba de acuerdo, toda vez que la contaminación ambiental producida du­
rante las festividades de la Feria Artesanal y Cultural y del Carnaval, eventos que se 
celebra en el municipio de Calkiní, Campeche, seguía afectándola.

Del análisis realizado a las evidencias de que se allegó este Organismo Nacional, 
se desprende que el 13 de abril de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Es­
tado de Campeche radicó el expediente 055/2007­VG, con motivo de la queja pre­
sentada por la señora Ana Rosa Baeza Berzunza en contra del H. Ayuntamiento de 
Calkiní, Campeche, al no dar cumplimiento a una minuta del 30 de junio de 2006, 
a fin de garantizar el respeto a sus derechos fundamentales durante las festividades 
de la Feria Artesanal y Cultural, así como del Carnaval en ese municipio, por lo que 
solicitó en esa fecha, así como el 16 de mayo de 2007, a ese H. Ayuntamiento de 
Calkiní, Campeche, un informe acerca de los hechos narrados por la quejosa, a los 
cuales no se les dio respuesta.

En tal virtud, el 12 de julio de 2007, personal del Organismo Local realizó diligen­
cias de campo en las inmediaciones del domicilio particular de la agraviada, en las 
que vecinos del lugar hicieron constar que las autoridades del H. Ayuntamiento de 
Calkiní de esa entidad federativa no cumplieron con lo acordado con la agraviada 
dentro de la minuta del 30 de junio de 2006, por lo que una vez concluidas las dili­
gencias de referencia se notificó el proyecto de resolución respectivo el 31 de julio 
de 2007 al H. Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, y a la quejosa el 2 de agosto del 
año citado.

El 23 de agosto de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Cam­
peche recibió el oficio HC/PM/0155/2007, del 6 de agosto del año citado, suscrito 
por esa Presidencia Municipal, mediante el cual informó la aceptación de la Reco­
mendación, por lo que el 9 de octubre de 2007 se emitió el acuerdo de conclusión 
del expediente 055/2007­VG, como Recomendación aceptada con cumplimiento 
insatisfactorio, al considerar que se cumplieron sus dos primeros puntos, no así el 
tercero, situación que se informó a la quejosa el 29 de noviembre de 2007.

Por lo anterior, la señora Ana Rosa Baeza Berzunza, el 18 de diciembre de 2007, 
presentó un recurso de impugnación ante ese Organismo Local, el cual ,el 19 de 
diciembre de 2007, fue enviado a esta Comisión Nacional, mismo que se recibió el 
27 del mes y año citados.

Del análisis lógico­jurídico realizado al conjunto de evidencias que obran en el pre­
sente recurso, esta Comisión Nacional considera que los agravios expresados por la 
señora Ana Rosa Baeza Berzunza son fundados al existir violaciones al derecho a 
disfrutar de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, consagrado en 
el artículo 8o., fracción VI, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente, al no aplicarse las disposiciones jurídicas relativas a la prevención y 
control de la contaminación por ruido y olores perjudiciales para el equilibrio ecoló­
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gico y del ambiente, durante la Feria Artesanal y Cultural, así como el carnaval en 
el municipio de Calkiní, Campeche.

Al respecto, no pasó inadvertido que previo a la emisión de la Recomendación emi­
tida por el Organismo Local existía un antecedente sobre la misma problemática, 
que originó la celebración de una minuta el 30 de junio de 2006 entre la recurrente, 
el Secretario y el Asesor Jurídico del H. Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, así como 
que la autoridad no acreditó cumplir los puntos de dicha munita como tampoco los 
del acuerdo del 21 de septiembre de 2007, celebrados con la señora Ana Rosa 
Baeza Berzunza.

Por lo anterior, se violentó lo dispuesto en el artículo 8o., fracción VI, de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; lo estipulado en los 
artículos 11, fracciones II, VIII y XVI; 110; 112, y 113, de la Ley del Equilibrio Ecoló­
gico y Protección al Ambiente del Estado de Campeche, así como lo establecido en 
el artículo 118, fracciones VI y VIII, del Reglamento Interior del H. Ayuntamiento del 
Municipio de Calkiní, Campeche; asimismo, se vulneró lo previsto en la Norma Oficial 
Mexicana 081­Ecol­1994, y en los artículos 4o., párrafo cuarto, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 12.1 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, así como lo marcado en el principio 1 de la De­
claración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano.

Por lo expuesto, esta Comisión Nacional estima que la Recomendación emitida 
por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche se encuentra insu­
ficientemente cumplida, por lo que formuló al H. Ayuntamiento de Calkiní, Campe­
che, la siguiente recomendación:

Con objeto de resolver la problemática planteada por la señora Ana Rosa Baeza 
Berzunza, relacionada con las festividades referidas, se dé cabal cumplimiento a la 
minuta de acuerdo del 30 de junio de 2006, por parte de ese H. Ayuntamiento del mu­
nicipio de Calkiní, Campeche, y con la misma finalidad se cumpla el acuerdo del 21 
de septiembre de 2007, por parte del mismo H. Ayuntamiento del municipio de Cal­
kiní, Campeche, con objeto de prevenir futuros agravios a la recurrente; se siga el 
procedimiento respectivo y se apruebe la determinación que conforme a Derecho 
corresponda en términos del capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de 
Campeche, y se emitan los lineamientos administrativos por parte de ese H. Ayun­
tamiento del municipio de Calkiní, Campeche, con la finalidad de que durante los 
futuros eventos públicos que se verifiquen en el lugar se garanticen los Derechos 
Humanos de los pobladores de dicho lugar.

México, D. F., 22 de diciembre de 2008

Sobre el recurso de impugnación de la señora Ana Rosa Baeza Berzunza

H. Ayuntamiento Constitucional de Calkiní, Campeche

Distinguidos señores:

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párra-
fo; 6o., fracciones IV y V; 15, fracción VII; 24 fracciones I y IV; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso d), 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 159, fracción IV; 160; 162; 
167; 168, y 170, de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expedien-
te CNDH/1/2008/1/RI, relacionados con el recurso de impugnación interpuesto por la señora Ana 
Rosa Baeza Berzunza, y vistos los siguientes:
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I. HECHOS

A. El 13 de abril de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Cam-
peche radicó el expediente 055/2007-VG, con motivo de la queja presentada por 
la señora Ana Rosa Baeza Berzunza, en contra del H. Ayuntamiento de Calkiní, 
Campeche, específicamente del Presidente Municipal y del Presidente del Comi-
té Organizador de la XV Feria Artesanal y Cultural de esa localidad, al considerar 
que derivado de las gestiones realizadas por ese organismo en integración del 
expediente de queja 220/005 se obtuvo como resultado una minuta de acuerdo 
del 30 de junio de 2006, entre la quejosa y el mismo H. Ayuntamiento de Calki-
ní a fin de garantizar el respeto a sus Derechos Humanos durante las festividades 
de la Feria Artesanal y Cultural, así como del Carnaval; sin embargo, a pesar de 
la existencia de dicho documento y de haber solicitado con anticipación a la au-
toridad denunciada se diera cumplimiento a todos los acuerdos contemplados 
en el mismo, a través de sus escritos enviados a esa comuna el 23 de noviembre 
de 2006 y el 7 de febrero de 2007, respectivamente, llegadas las fechas de los 
festejos mencionados no se dio cumplimiento a los puntos relativos a la ubicación 
de la cantina y a la vigilancia policiales, persistiendo en las inmediaciones de su 
domicilio las molestias de ruido y de mal olor como consecuencia de las necesi-
dades fisiológicas que los parroquianos realizan en la vía pública, con lo que dicha 
autoridad no brindó atención a sus escritos.

En virtud de lo anterior, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Cam-
peche, calificó los hechos como violaciones al derecho a la legalidad y a la segu-
ridad jurídica consistente en negativa de derecho de petición y violaciones a los 
derechos colectivos, específicamente el derecho a disfrutar de un medio ambien-
te sano y ecológicamente equilibrado, por lo cual solicitó a ese H. Ayuntamiento 
de Calkiní, Campeche, un informe acerca de los hechos narrados por la quejosa, 
a los cuales no se les dio respuesta.

B. El 12 de julio de 2007, personal de la Comisión de Derechos Humanos del Es-
tado de Campeche realizó diligencias de campo en las inmediaciones del domi-
cilio particular de la agraviada, en las que vecinos del lugar hicieron constar que 
las autoridades del H. Ayuntamiento de Calkiní de esa entidad federativa no 
cumplieron con lo acordado el 30 de junio de 2006, por lo que una vez conclui-
das las diligencias de referencia, el 23 de julio de 2007 el Organismo Local dirigió 
al citado H. Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, una Recomendación en los tér-
minos siguientes:

PRIMERA: Que con el objeto de prevenir se origine, en perjuicio de la C. Ana 
Rosa Baeza Berzunza y vecinos, contaminación ambiental por olores en la 
celebración de las fiestas tradicionales de ese municipio, sean reubicados 
los puntos de ventas de bebidas alcohólicas, en lugares en los que no se cau-
se agravios a la población.

SEGUNDA: Que en el marco de las festividades referidas se establezcan y 
apliquen las medidas que en materia administrativa, de logística y de segu-
ridad pública, sean necesarias para hacer efectiva la prohibición legal de 
emisiones contaminantes que rebasen los niveles máximos permisibles por 
ruido y olores perjudiciales al equilibrio ecológico o al ambiente, buscando 
un justo equilibrio en aras de lograr la armonía y paz social.
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TERCERA: Se agoten las actuaciones y diligencias necesarias para determinar 
la identidad del servidor público quien es directamente responsable de ha-
ber omitido rendir el informe solicitado por esta Comisión y, hecho lo ante-
rior, en términos de lo dispuesto en la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII 
de la Constitución Política del Estado de Campeche, se le inicie el procedi-
miento administrativo disciplinario correspondiente y, con pleno apego a la 
garantía de audiencia, se le apliquen las sanciones correspondientes por 
haber incurrido en dicho incumplimiento.

E. Dicha resolución fue notificada el 31 de julio de 2007 al multicitado H. Ayun-
tamiento de Calkiní, Campeche, y a la quejosa el 2 de agosto del mismo año, y 
el 23 de agosto de 2007, la Comisión de Derechos Humanos Local recibió el 
oficio HC/PM/0155/2007 del 6 de agosto del mismo año, suscrito por esa Pre-
sidencia Municipal, mediante el cual se informó la aceptación a la referida Reco-
mendación.

F. Por lo anterior, el 9 de octubre de 2007, el Organismo Local de Derechos Hu-
manos emitió el acuerdo de conclusión del expediente 055/2007-VG, como Re-
comendación aceptada con cumplimiento insatisfactorio, al considerar que se 
dieron por cumplidos los puntos recomendatorios primero y segundo, no así el 
tercero, ya que la llamada de atención impuesta al servidor público responsable de 
no otorgar respuesta a los requerimientos de la Comisión de Derechos Humanos 
Local no cumplió con lo señalado en el artículo II del título tercero de la ley regla-
mentaria del capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche.

G. El 29 de noviembre de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Campeche notificó esa determinación a la señora Ana Rosa Baeza Berzunza, 
por medio del oficio ST/176/2007 del 15 de ese mes y año, por lo que el 18 de 
diciembre del mismo año la recurrente presentó recurso de impugnación ante esa 
Comisión Estatal.

H. El 19 de diciembre de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Campeche, por medio del oficio VG/2859/2007 envió a esta Comisión Nacio-
nal, el recurso de impugnación interpuesto por la señora Ana Rosa Baeza Berzun-
za, el cual se recibió el 27 de ese mes y año, en el que manifestó: que el 29 de 
noviembre de 2007, recibió notificación en relación a que el expediente “005/ 
2007/VG” sería enviado al archivo definitivo como Recomendación aceptada con 
cumplimiento insatisfactorio, situación con la que no estaba de acuerdo, toda 
vez que la contaminación ambiental producida durante las festividades de la Feria 
Artesanal y Cultural, así como en el Carnaval que se celebran en el municipio de 
Calkiní, Campeche, seguía afectándola.

I. Por lo anterior, se radicó en esta Comisión Nacional el recurso de impugnación 
CNDH/1/2008/1/RI, y el 6 de marzo de 2008 con objeto de contar con mayores 
elementos de juicio para emitir la determinación procedente, se solicitó al Presi-
dente Municipal y del Presidente del Comité Organizador de la XV Feria Artesanal 
y Cultural de esa localidad, así como a la titular de la Comisión de Derechos Hu-
manos del Estado de Campeche, los informes correspondientes, obsequiándose 
lo requerido a través de los oficios VG/606/2008 y sin número, recibidos en esta 
Comisión Nacional el 31 de marzo y 1 de abril de 2008, respectivamente; así tam-
bién, el 30 de octubre de 2008, personal de esta Institución Nacional realizó 
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gestión telefónica con la recurrente, cuya valoración se precisa en el capítulo de 
observaciones del presente documento.

II. EVIDENCIAS

En el presente caso las constituyen:

A. El oficio VG/2859/2007, del 19 de diciembre de 2007, recibido en esta Co-
misión Nacional el 27 de ese mes y año, mediante el cual la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Campeche remitió a esta Comisión Nacional la copia 
certificada del expediente 055/2007-VG, del que se desprenden las siguientes 
constancias:

1. La copia de la minuta de acuerdo del 30 de junio de 2006, en la que el Secre-
tario y el Asesor Jurídico, ambos del H. Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, 
acordaron con la recurrente que durante las actividades anuales de la feria arte-
sanal y cultural, así como del carnaval, se llevarían a cabo diversas acciones por 
el personal de ese Ayuntamiento, tendentes a que la instalación de los juegos 
mecánicos no colindaran con el predio de la recurrente, así como que el horario 
de su instalación sería limitado, se instalaría de manera provisional un reflector 
en el poste que se encuentra ubicado a un costado de la propiedad de la misma, 
la instalación de la cantina se trasladaría cerca de los sanitarios públicos de la 
misma plaza pública, se respetaría la medida de decibeles del sonido que emiten 
los equipos de luz y sonido, se redoblaría la vigilancia policial en los eventos ar-
tísticos y culturales y se respetarían “los acuerdos” señalados en un documento 
que se realizara con antelación a esas festividades, mismo que también fuera en-
viado a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche, con fecha 
17 de enero de 2006.

2. El escrito de queja de la señora Ana Rosa Baeza Berzunza, interpuesto el 12 de 
abril de 2007, ante la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche.

3. Los oficios VG/617/2007 y VG/832/2007, del 13 de abril y 16 de mayo de 2007, 
mediante los cuales la Comisión Estatal de Derechos Humanos solicitó a ese H. 
Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, un informe acerca de los hechos narrados 
por la quejosa, a los cuales no se les dio respuesta.

4. Las diligencias de campo del 12 de julio de 2007, realizadas por personal de 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Campeche, en las inmediaciones 
del domicilio particular de la agraviada, en las que vecinos del lugar hicieron cons-
tar que las autoridades del H. Ayuntamiento de Calkiní de esa entidad federativa 
no cumplieron con lo acordado el 30 de junio de 2006.

5. El oficio VG/1536/2007, del 23 de julio de 2007, mediante el cual la titular 
del Organismo Local Protector de los Derechos Humanos de Campeche emitió 
la Recomendación correspondiente.

6. El oficio HC/PM/0155/2007, del 6 de agosto de 2007, mediante el cual esa 
Presidencia Municipal informó a la Presidenta de la Comisión de Derechos Hu-
manos del Estado de Campeche la aceptación de la Recomendación emitida 
dentro del expediente 055/2007/VG.
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7. El acuerdo del 21 de septiembre de 2007, celebrado entre el Presidente Muni-
cipal, el Presidente del Comité de la Feria Artesanal y el Contralor del municipio de 
Calkiní, Campeche, en el cual se acordó prevenir perjuicios a la señora Ana Rosa 
Baeza Berzunza, y se consideró totalmente independiente a la Recomendación 
del 23 de julio de 2007, emitida por el Organismo Local de Derechos Humanos.

8. El recurso de impugnación del 18 de diciembre de 2007, interpuesto por la 
señora Ana Rosa Baeza Berzunza ante la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Campeche.

B. El diverso VG/606/208, del 19 de marzo de 2008, recibido en esta Comisión 
Nacional el 1 de abril del año en curso, con el cual la Comisión de Derechos Hu-
manos del Estado de Campeche envió a esta Comisión Nacional el informe re-
querido.

C. El oficio sin número del 25 de marzo de 2008, recibido en esta Comisión Na-
cional el 9 de abril del presente año, mediante el cual esa Presidencia Municipal 
rindió el informe solicitado por este Organismo Nacional en relación al referido 
recurso de impugnación, al que acompañó las siguientes constancias:

1. La copia de la audiencia del 24 de agosto de 2007, en la cual el Coordinador 
“A” de la Secretaría Particular de ese Ayuntamiento reconoció la omisión en ren-
dir el informe solicitado por el Organismo Local en relación a la queja interpues-
ta el 12 de abril de 2007 por la señora Ana Rosa Baeza Berzunza.

2. El oficio CM/2007/140, del 11 de septiembre de 2007, a través del cual el Con-
tralor Municipal de Calkiní, Campeche, informó al Coordinador “A” de la Secre-
taría Particular de ese Ayuntamiento que se hizo acreedor de una severa llamada 
de atención, y en caso de reincidencia, se le aplicaría una sanción económica o 
separación del cargo.

3. El oficio CM/2007/152, del 25 de septiembre de 2007, mediante el cual esa 
Presidencia Municipal le informó a la titular de la Comisión de Derechos Humanos 
de Campeche que el 21 de ese mes y año se reunió con el Presidente del Comi-
té de la Feria Artesanal y el Contralor Municipal, y se efectuaron diversos puntos 
de acuerdo para resolver la problemática planteada por la señora Ana Rosa Bae-
za Berzunza.

D. El acta circunstanciada del 30 de octubre de 2008, en que la consta la gestión 
telefónica de esta Comisión Nacional con la recurrente, en la cual ésta manifestó 
que las medidas tomadas por el H. Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, duran-
te el Carnaval que se celebró del 16 al 25 de febrero del año en curso no fueron 
suficientes para dar solución a la problemática materia de su queja, por lo que 
teme que las hechos descritos puedan repetirse.

III. SITUACIÓN JURÍDICA

El 13 de abril de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Cam-
peche radicó el expediente 055/2007-VG, con motivo de la queja presentada por 
la señora Ana Rosa Baeza Berzunza en contra del H. Ayuntamiento de Calkiní, 
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Campeche, al no dar cumplimiento a una minuta del 30 de junio de 2006, a fin de 
garantizar el respeto a sus derechos fundamentales durante las festividades de la 
Feria Artesanal y Cultural, así como del Carnaval en ese municipio, por lo que so-
licitó en esa fecha así como el 16 de mayo de 2007, a ese H. Ayuntamiento de 
Calkiní, Campeche, un informe acerca de los hechos narrados por la quejosa, a 
los cuales no se les dio respuesta.

En tal virtud, el 12 de julio de 2007, personal de la Comisión Estatal de Dere-
chos Humanos de Campeche realizó diligencias de campo en las inmediaciones 
del domicilio particular de la agraviada, en las que vecinos del lugar hicieron cons-
tar que las autoridades del H. Ayuntamiento de Calkiní de esa entidad federativa, 
no cumplieron con lo acordado con la agraviada dentro de la minuta del 30 de 
junio de 2006, por lo que una vez concluidas las diligencias de referencia se no-
tificó el proyecto de resolución respectivo el 31 de julio de 2007 al H. Ayunta-
miento de Calkiní, Campeche, y a la quejosa el 2 de agosto del mismo año.

El 23 de agosto de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Campeche recibió el oficio HC/PM/0155/2007, del 6 de agosto del mismo año, 
suscrito por esa Presidencia Municipal, mediante el cual se informó la aceptación 
a la Recomendación, por lo que el 9 de octubre de 2007 se emitió el acuerdo de 
conclusión del expediente 055/2007-VG, como Recomendación aceptada con 
cumplimiento insatisfactorio al considerar que se cumplieron sus dos primeros pun-
tos, no así el tercero, situación que se informó a la quejosa el 29 de noviembre 
de 2007.

Por lo anterior, y en virtud de no estar de acuerdo con la resolución de la Co-
misión de Derechos Humanos del Estado de Campeche, la señora Ana Rosa Bae-
za Berzunza, el 18 de diciembre de 2007, presentó recurso de impugnación ante 
ese Organismo Local, el cual el 19 de diciembre de 2007, fue enviado a esta Co-
misión Nacional, mismo que se recibió el 27 de ese mes y año.

En ese sentido, se radicó en esta Comisión Nacional el recurso de impugnación 
CNDH/1/2008/1/RI, y con objeto de contar con mayores elementos de juicio para 
emitir la determinación procedente, el 6 de marzo de 2008 se solicitó al Presi-
dente Municipal y del Presidente del Comité Organizador de la XV Feria Artesanal 
y Cultural de esa localidad, así como a la titular de la Comisión de Derechos Hu-
manos del Estado de Campeche, los informes correspondientes, obsequiándose 
lo requerido a través de los oficios VG/606/2008 y sin número, recibidos en esta 
Comisión Nacional el 31 de marzo y 1 de abril de 2008, respectivamente; además, 
se efectuó gestión telefónica el 30 de octubre de 2008, por personal de este 
Comisión Nacional con la recurrente, cuya valoración se precisa en el capítulo de 
observaciones del presente documento.

IV. OBSERVACIONES

Del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de evidencias que obran en el 
presente recurso, esta Comisión Nacional considera que los agravios expresados 
por la señora Ana Rosa Baeza Berzunza son fundados al existir violaciones al 
derecho a disfrutar de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, 
consagrado en el artículo 8o., fracción VI, de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, al no aplicarse las disposiciones jurídicas relati-
vas a la prevención y control de la contaminación por ruido y olores perjudiciales 
para el equilibrio ecológico y del ambiente, durante la feria artesanal y cultural, 
así como el carnaval en el municipio de Calkiní, Campeche.
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Cabe destacar que en el documento recomendatorio emitido por la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Campeche se evidenció que el H. Ayunta-
miento de Calkiní, Campeche, omitió brindar los informes requeridos por esa ins-
titución, circunstancia que motivó que se consideraran como ciertos los hechos 
denunciados por la recurrente, al contravenir la autoridad responsable de viola-
ciones a Derechos Humanos lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Campeche.

Asimismo, es conveniente destacar que el 12 de julio de 2007, durante las di-
ligencias testimoniales practicadas por el personal del Organismo Local en las 
inmediaciones del domicilio particular de la recurrente, varios vecinos del lugar 
fueron coincidentes en indicar que “los organizadores de dichos eventos siguen 
teniendo la misma distribución para poner los depósitos de cervezas, ya que los 
ubican a un costado del domicilio de la señora Ana Rosa Baeza, al igual que 
unos baños portátiles que no son utilizados por toda la gente del pueblo debido 
a que son sólo tres baños pero la gente es demasiada, por lo que las personas 
que ingieren bebidas embriagantes hacen sus necesidades fisiológicas en la vía 
pública […] afectan a varios vecinos debido a los ruidos de los equipos de sonido 
que son muy fuertes de volumen y a altas horas de la noche…”

Con lo anteriormente descrito, la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Campeche pudo acreditar la omisión de las medidas correspondientes por par-
te del H. Ayuntamiento de referencia, sobre la ubicación de los expendios de be-
bidas alcohólicas, la insuficiencia de la cantidad de sanitarios portátiles, lo cual 
motiva que la gente realice sus necesidades fisiológicas en plena vía pública, así 
como el ruido estridente que generan los equipos de sonido hasta altas horas de 
la noche.

Al respecto, no pasó desapercibido que previo a la emisión de la Recomenda-
ción emitida por el Organismo Local, ya existía un antecedente importante sobre 
la misma problemática, que originó la celebración de una minuta el 30 de junio 
de 2006 entre la recurrente, el Secretario y el Asesor Jurídico del H. Ayuntamien-
to de Calkiní, Campeche, en cuyos puntos se estableció que, durante las activida-
des anuales de la feria artesanal y cultural, así como en el carnaval, que se llevan 
a cabo en ese Ayuntamiento no se instalarían los juegos mecánicos cerca del 
predio de la agraviada; que el horario de la instalación sería de manera limitada; 
que se instalaría de manera provisional un reflector en el poste que se encuentra 
ubicado a un costado de la propiedad de la recurrente en la calle 20-A por 19 en 
el momento de la realización de dichas actividades; que la instalación de la can-
tina se trasladaría cerca de los sanitarios públicos de la misma plaza pública; que 
se respetaría la medida de decibeles de sonidos que emiten en la realización de 
luz y sonido y se redoblaría la vigilancia policial en los eventos artísticos y cultu-
rales del municipio de Calkiní.

Tampoco debe pasarse por alto que, de las evidencias que se allegó la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Campeche, la autoridad señalada como res-
ponsable no acreditó fehacientemente haber cumplido con todos y cada uno de 
los puntos acordados en la minuta del 30 de junio de 2006; asimismo, al mo-
mento de emitir su Recomendación estimó que ante la falta de rendición de in-
formes por parte de ese H. Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, se consideraron 
como ciertos los hechos denunciados por la señora Ana Rosa Baeza Berzunza, 
en contra de las autoridades locales.

En consecuencia, quedó demostrado que se conculcó en perjuicio de la agra-
viada el derecho a disfrutar de un medio ambiente sano y ecológicamente equi-
librado, establecido en el artículo 8o., fracción VI, de la Ley General del Equilibrio 
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Ecológico y la Protección al Ambiente, que establece que corresponde a los mu-
nicipios, de conformidad con la ley en comento y las leyes locales en la materia, 
la aplicación de las disposiciones jurídicas relativas a la prevención y control de la 
contaminación por ruido, vibraciones, energía térmica, radiaciones electromag-
néticas y lumínicas y olores perjudiciales para el equilibrio ecológico y el ambien-
te, proveniente de fuentes fijas que funcionen como establecimientos mercanti-
les o de servicios, así como la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones que 
en su caso resulten aplicables a las fuentes móviles, excepto las que conforme a 
esta ley sean consideradas de jurisdicción federal.

Asimismo, el Organismo Local valoró que tanto esa Presidencia Municipal como 
el Secretario, Presidente del Comité de la Feria Artesanal y Asesora Jurídica, ads-
critos al H. Ayuntamiento de Calkiní, Campeche, a su cargo, actuaron en forma 
incorrecta al no cumplir con lo pactado con la recurrente, estimando igualmente 
que existió un ejercicio indebido de la función pública por parte del Coordinador 
“A” de la Secretaría Particular de ese Ayuntamiento a su cargo, al no rendir el 
informe relacionado a los hechos narrados por la quejosa el 12 de abril de 2007, 
solicitado a través de los oficios VG/617/2007 y VG/832/2007, del 13 de abril 
y 16 de mayo de 2007, respectivamente, por lo que con su actitud contravino lo 
dispuesto en el artículo 37 de la Ley que rige a la Comisión Estatal, e incumplió 
con las obligaciones previstas en el artículo 53, fracción XXIV, de la Ley regla-
mentaria del capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche.

No obstante lo anterior, cabe precisar que el 11 de septiembre de 2007, con 
el oficio CM/2007/140, el Contralor Municipal del H. Ayuntamiento de Calkiní, 
Campeche, informó al Coordinador “A” de la Secretaría Particular de ese H. 
Ayuntamiento, que con fundamento en el artículo 49, fracción II, de la Ley re-
glamentaria del capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche, 
se hizo acreedor a una severa llamada de atención; sin embargo, tanto para el 
Organismo Local como para esta Comisión Nacional, no fue ignorado que la re-
ferida llamada de atención no se encuentra prevista como sanción de conformi-
dad con el artículo 58 de la ley en comento, como sí lo es la amonestación pri-
vada o pública prevista en la fracción I.

Asimismo, esta Comisión Nacional advirtió que no obstante que con posterio-
ridad al 23 de julio de 2007, fecha en que fue emitida la Recomendación de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche, el 21 de septiembre 
de 2007, también se realizó un acuerdo independiente a ese pronunciamiento, 
celebrado entre el Presidente Municipal, el Presidente del Comité de la Feria Ar-
tesanal y el Contralor del municipio de Calkiní, Campeche, en el cual se acordó 
que con objeto de prevenir perjuicios a la señora Ana Rosa Baeza Berzunza se 
colocarían unas mamparas de 2.50 metros de altura donde inicia la plaza cívica, 
dejando libre la calle 19 entre 20 y 22; se reubicaría el punto de venta de bebidas 
alcohólicas al otro extremo de la vivienda de la recurrente; se instalarían servicios 
sanitarios portátiles adicionales a los ya existentes para evitar olores y contami-
naciones ambientales, se ubicaría una unidad de seguridad pública y se instalarían 
reflectores para la iluminación entre el domicilio de la agraviada y el local comer-
cial denominado “Aurora”, para evitar que las personas realizaran sus necesidades 
fisiológicas en la vía pública y así contaminaran el medio ambiente, además de 
tomar las medidas necesarias para evitar un volumen de sonido alto durante el 
baile de feria, lo que tampoco fue cumplido.

Cabe destacar que el 30 de octubre de 2008, personal de este Organismo 
Nacional se comunicó vía telefónica con la recurrente y ésta indicó que, respecto 
a la problemática planteada, durante las festividades del Carnaval que se celebra-
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ron del 16 al 25 de febrero del año en curso, advirtió que los acuerdos del 30 de 
junio de 2006, así como del 21 de septiembre de 2007, no han sido cumplidos 
en su totalidad, toda vez que no se han tomado medidas contra las emisiones de 
sonido; además agregó que a un costado de la cochera de su domicilio se esta-
cionó un camión grande que en su plataforma traía una planta de energía eléctri-
ca que arrancaban aproximadamente de las 18:00 horas hasta las 04:00 o 06:00 
horas de la madrugada del día siguiente, por lo que su familia tuvo que adaptar-
se al zumbido que ésta emitía, lo anterior aunado a que enseguida de ese vehícu-
lo estacionaron otro camión que transportaba los instrumentos musicales del con-
junto musical, y junto a éste, un autobús que transportaba a los integrantes del 
mismo, circunstancia que provocó que mucha gente aprovechara la ubicación de 
los vehículos para ocultarse detrás y hacer sus necesidades fisiológicas en la vía 
pública junto a sus ruedas, lo anterior a pesar de que aumentó considerablemen-
te el número de sanitarios portátiles ubicados en la zona periférica de su domi-
cilio de uno a ocho compartimientos. Respecto a la ubicación de la cantina, ésta 
se colocó a unos diez metros de su cochera y a veinte de la entrada principal de 
su domicilio. La vigilancia sí mejoró, ya que advirtió que se realizaban rondines 
por parte de elementos de la Policía Municipal en grupos de tres efectivos; sin 
embargo, considera que fueron muy esporádicos, puesto que pasaban y hacían 
guardia por unos veinte o treinta minutos y después se retiraban para después vol-
ver en periodos de 3 o 4 horas, por lo que considera que las medidas tomadas 
por el H. Ayuntamiento Municipal de Calkiní, Campeche, fueron insuficientes para 
resolver de manera integral la citada problemática.

Por otra parte, precisó que toda vez que en el lugar se realizan diversos even-
tos públicos de forma periódica teme que los hechos anteriormente descritos se 
repitan.

En ese orden de ideas, y del contenido de las documentales que integran el 
presente recurso, así como de la información proporcionada por el H. Ayunta-
miento de Calkiní, Campeche, para esta Comisión Nacional quedó evidenciado 
que los servidores públicos adscritos al mismo no cumplieron con todos y cada 
uno de los puntos contenidos en la minuta del 30 de junio de 2006 y los del 
acuerdo del 21 de septiembre de 2007, celebrados con la señora Ana Rosa Bae-
za Berzunza, toda vez que no aportaron las evidencias respectivas que acredita-
ran que durante las actividades anuales de la feria artesanal y cultural, así como 
en el carnaval, se llevara a cabo la reinstalación de los juegos mecánicos, la ins-
talación provisional de un reflector en el poste ubicado a un costado de la pro-
piedad de la recurrente, la reubicación de la cantina cerca de los sanitarios pú-
blicos de la misma plaza cívica, redoblar la vigilancia policiaca, la colocación de 
mamparas, colocar servicios sanitarios portátiles adicionales a los ya existentes, 
instalación de reflectores para iluminación.

Por lo anterior, se violentó lo dispuesto en el artículo 8o., fracción VI, de la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, que establece que 
corresponde a los municipios la aplicación de las disposiciones jurídicas relativas 
a la prevención y control de la contaminación por ruido, vibraciones, energía tér-
mica, radiaciones electromagnéticas y lumínicas y olores perjudiciales para el equi-
librio ecológico y el ambiente, proveniente de fuentes fijas que funcionen como 
establecimientos mercantiles o de servicios, así como la vigilancia del cumplimien-
to de las disposiciones, que en su caso resulten aplicables a las fuentes móviles, 
situación que en el presente caso no aconteció; y lo estipulado en la Ley del Equi-
librio Ecológico y Protección al Ambiente del Estado de Campeche, que establece 
en sus artículos 11, fracciones II, VIII y XVI; 110; 112, y 113, que corresponde a 
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los Gobiernos Municipales aplicar en sus circunscripciones territoriales ordena-
mientos en materias de su competencia, normas oficiales mexicanas y criterios eco-
lógicos que expida la Federación, vigilando su observancia y establecer y aplicar 
las medidas para hacer efectiva la prohibición de emisiones que rebasen los ni-
veles máximos permisibles por ruido, vibraciones, energía térmica, lumínica, y 
olores perjudiciales al equilibrio ecológico o al ambiente en las zonas de jurisdic-
ción municipal, además de aplicar las sanciones administrativas por su violación; 
el Reglamento Interior del H. Ayuntamiento del Municipio de Calkiní, Campeche, 
que en su artículo 118, fracciones VI y VIII, así como la Norma Oficial Mexicana 
número 081-Ecol-1994, en los que se establece que el titular del Ayuntamiento 
es el responsable de asumir la inspección vigilancia, aplicación y concertación de 
las acciones entre los sectores público y privado en materia de protección al am-
biente.

Asimismo, se vulneró lo previsto en el artículo 4o., párrafo cuarto, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales, que señala en su artículo 12.1 que los 
Estados parte en el mismo reconocen el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental, así como el principio 1 de la De-
claración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano, que destaca que 
entre otros el ser humano tiene el derecho fundamental al disfrute de condicio-
nes de vida adecuadas en un medio ambiente de calidad que le permita llevar 
una vida digna y gozar de bienestar, por lo cual tiene el deber de proteger y me-
jorar el medio ambiente para las generaciones presentes y futuras.

Por lo ya expuesto, esta Comisión Nacional estima que la Recomendación con 
número de expediente 055/2007-VG, emitida por la Comisión de Derechos Hu-
manos del Estado de Campeche se encuentra insuficientemente cumplida, por 
lo que con fundamento en el artículo 66, inciso d), de la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, se declara el incumplimiento de la Recomen-
dación emitida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche 
por parte de la autoridad local a la cual fue dirigida, y por ello se permite formu-
lar respetuosamente a ustedes señores del H. Ayuntamiento de Calkiní, Campe-
che, lo siguiente:

V. RECOMENDACIONES

PRIMERA. Con objeto de resolver la problemática planteada por la señora Ana 
Rosa Baeza Berzunza, relacionada con las festividades referidas, se dé cabal cum-
plimiento a la minuta de acuerdo del 30 de junio de 2006, por parte de ese H. 
Ayuntamiento del municipio de Calkiní, Campeche, y con la misma finalidad se 
cumpla el acuerdo del 21 de septiembre de 2007, por parte del mismo H. Ayunta-
miento del municipio de Calkiní, Campeche, con objeto de prevenir futuros agra-
vios a la recurrente.

SEGUNDA. Se siga el procedimiento respectivo y se apruebe la determinación 
que conforme a Derecho corresponda en términos del capítulo XVII, de la Cons-
titución Política del Estado de Campeche.

TERCERA. Se emitan los lineamientos administrativos por parte de ese H. Ayun-
tamiento del municipio de Calkiní, Campeche, con la finalidad de que durante 
los futuros eventos públicos que se verifiquen en el lugar, se garanticen los De-
rechos Humanos de los pobladores de dicho lugar.
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La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar-
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental, tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra-
tivas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri-
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co-
metida.

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a ustedes para que la respuesta sobre 
la aceptación de esta Recomendación se envíe a esta Comisión Nacional dentro 
del término de 15 días hábiles siguientes a esta notificación.

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se requiere que, en su caso, 
las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen 
a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a 
la fecha en que se haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación 
de la misma.

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre-
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir-
cunstancia.

Atentamente
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 66/2008
Sobre el caso de la menor M1

SÍNteSIS: El 26 de mayo de 2008 se recibió en esta Comisión Nacional el escrito de 
queja formulado por Q1, quien manifestó que el 1 de octubre de 2007 llevó a su 
menor hija de tres años de edad a la Guardería ADIS del Seguro Social, ubicada en 
el estado de Coahuila; que al llegar a su casa la revisó y se percató que la niña esta­
ba sangrando, por lo que la trasladaron al Área de Urgencias de la Clínica Número 
1 del Instituto Mexicano del Seguro Social, donde le comentaron que no había sido 
violada, pero sí había recibido tocamientos, por lo que al día siguiente acudió a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila a interponer su denuncia, 
en contra de una trabajadora de esa guardería, a quien la niña señaló como la res­
ponsable del acto, agregando que su denuncia no ha prosperado pues no han cita­
do a las personas.

Del análisis de los hechos y evidencias que obran en el expediente se cuenta con 
elementos de convicción que acreditan violaciones al derecho a la integridad de la 
menor, a la legalidad, a la seguridad jurídica y a la debida procuración de justicia, por 
parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, ya que la SP1, 
quien tiene bajo su responsabilidad la integración de la averiguación previa SG7­489/ 
2007, ha omitido realizar las diligencias pertinentes y necesarias que permitan el pron­
to y expedito esclarecimiento de los hechos denunciados, y ha dejado de actuar de 
forma continua en la prosecución y perfeccionamiento legal de la averiguación pre­
via provocando así una dilación de más de un año en la integración y determinación 
de la mencionada averiguación previa, y contraviniendo con ello lo dispuesto en los 
artículos 17, párrafo segundo; 20 apartado B, fracciones I, II, III, IV y V, y 21, párra­
fos primero y segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
108, y 111, párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de 
Zaragoza, así como 1, 18 y 193 de la Ley de Procuración de Justicia del Estado de Coa­
huila de Zaragoza, además de incumplir presumiblemente con las obligaciones con­
tenidas en el artículo 52, fracciones I y XXII, de la Ley de Responsabilidad de los Ser­
vidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza; acciones 
con las que de igual forma dejó de observar las disposiciones contenidas en los ins­
trumentos internacionales que son norma vigente en nuestro país, dentro de los que 
destacan: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 24.1, 
y la Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 19.1.

Por otra parte, no pasó inadvertido que el Instituto Mexicano del Seguro Social, 
al rendir su informe, aclaró que la Guardería Estancia Infantil ADIS se trata de una 
guardería participativa, cuyos empleados no son considerados personal del Instituto; 
asimismo, que el titular del Área de Auditoría, Quejas y Responsabilidades adscrito 
al estado de Coahuila informó que se trata de una guardería del esquema vecinal 
comunitario único, cuyo propietario es un particular y el IMSS únicamente conviene 
mediante prestación de servicio de guarderías, por lo que carece de competencia 
para conocer de los hechos denunciados. 

Al respecto, en consideración de este Organismo Nacional es deber del Instituto 
Mexicano del Seguro Social velar por que los menores cuenten con un servicio de 
calidad en lo referente a las guarderías, lo cual no se agota en la sola firma de un 
convenio de subrogación, debido a que dicha institución es la obligada en primer 
orden de brindar los servicios de guardería, por lo que de no poder prestarlo de ma­
nera directa se convierte en corresponsable por los daños que se ocasionen por la 
prestación deficiente del servicio por los particulares.
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Por lo anterior, esta Comisión Nacional formuló al Gobernador del estado de Coa­
huila y al Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social las siguientes 
recomendaciones:

Al Gobernador del estado de Coahuila:

Se dicten las medidas pertinentes a efecto de garantizar la atención médica y 
psicológica que requiera la menor, para que pueda superar los problemas a los 
que se enfrenta, de igual forma se informe a esta Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos de las acciones realizadas para tal efecto; se instruya al Pro­
curador General de Justicia del estado de Coahuila para que gire sus instruccio­
nes al Agente del Ministerio Público responsable del trámite de la averiguación 
previa SG7­489/2007 para que practique todas las diligencias necesarias a efec­
to de se determine a la brevedad y conforme a Derecho esa indagatoria; de igual 
forma se informe a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos de las ac­
ciones realizadas para tal efecto; se dé vista al Área de Responsabilidades en 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, a fin de que inicie 
y determine conforme a Derecho un procedimiento administrativo de respon­
sabilidad en contra de la Agente del Ministerio Público que incurrió en la dila­
ción en la integración de la averiguación previa SG7­489/2007, así como por 
las conductas precisadas en el capítulo de observaciones del presente docu­
mento, y se informa a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos de los 
resultados; que emita las directrices necesarias para que los Agentes del Minis­
terio Público de esa Procuraduría, en caso de cualquier tipo de abuso de me­
no res, asuman sus responsabilidades, informando a sus superiores de los he­
chos, para que de manera inmediata atiendan, prevengan y protejan a las 
víctimas, salvaguardando así su integridad e impidiendo con ello incurrir en 
una dilación en el trámite de las diligencias que son ineludibles para el pronto 
esclarecimiento de los hechos, tal como lo fue en el presente caso.

Al Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social:

Se dicten los lineamientos pertinentes para garantizar que en la subrogación 
de los servicios de guardería se asegure a los beneficiarios las mejores condi­
ciones disponibles en cuanto a precio, calidad, oportunidad y demás circuns­
tancias pertinentes; se adopten las medidas necesarias para garantizar que per­
sonal que laboran en las guarderías subrogadas cuente con la formación técnica 
o profesional que asegure su desempeño en la prestación de sus servicios.

México, D. F., 22 de diciembre de 2008

Sobre el caso de la menor M1

Prof. Humberto Moreira Valdés,
Gobernador Constitucional del estado de Coahuila

Mtro. Juan Molinar Horcasitas,
Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social

Distinguidos señores:

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo prime-
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ro; 6o., fracciones I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamen-
to Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2008/2570/Q, rela-
cionados con el caso de Q1, y vistos los siguientes:

I. HECHOS

La quejosa manifestó que el 1 de octubre de 2007, llevó a su menor hija de tres 
años de edad, a la Guardería ADIS del Seguro Social, ubicada en el estado de 
Coahuila; que al llegar a su casa la revisó y se percató que la niña estaba sangran-
do, por lo que la trasladaron al Área de Urgencias de la Clínica Número 1, del Ins-
tituto Mexicano del Seguro Social, donde le comentaron que no había sido vio-
lada, pero sí había recibido tocamientos, por lo que al día siguiente acudió a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, a interponer su denun-
cia, en contra de una trabajadora de esa guardería, a quien la niña señaló como 
la responsable del acto; agregando que su denuncia no ha prosperado pues no 
han citado a las personas.

II. EVIDENCIAS

En el presente caso las constituyen:

A. El escrito de queja presentado el 22 de abril de 2008 ante la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Coahuila, por Q1, el cual fue remitido por ra-
zones de competencia a esta Comisión Nacional el 26 de mayo del mismo año.

B. La copia del oficio 19945, del 11 de junio de 2008, a través del cual esta Co-
misión Nacional, solicitó al Coordinador de Atención a Quejas y Orientación al 
Derechohabiente del Instituto Mexicano del Seguro Social, un informe sobre los 
hechos constitutivos de la queja.

C. El Oficio 09 52 17 46 B0/07759, del 24 de junio de 2008, suscrito por el Coor-
dinador Técnico de Atención a Quejas e Información Pública de la Coordinación 
de Atención a Quejas y Orientación al Derechohabiente del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, mediante el cual rindió el informe solicitado, y anexó diversa do-
cumentación mismas que se valoran en el capitulo de observaciones del presen-
te documento.

D. El acta circunstanciada del 11 de julio de 2008, en la que consta que personal 
de esta Comisión Nacional, solicitó vía telefónica a la Coordinación de Atención 
a Quejas y Orientación al Derechohabiente del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial, el número de la averiguación previa que se originó con motivo de la denuncia 
de Q1, así como el nombre del área y del servidor público responsable de su in-
tegración.

E. La copia del oficio 27874, del 12 de agosto de 2008, a través del cual esta 
Comisión Nacional, solicitó al Procurador General de Justicia del estado de Coahui-
la, un informe relativo a la integración de la averiguación previa S-G7/346/2007, 
a cargo del Agente Investigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de De-
litos contra la Familia, Menores y Discapacitados en Saltillo, Coahuila.
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F. El oficio SDH-518/2008, del 4 de septiembre de 2008, suscrito por la Subdi-
rectora de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Coahuila, recibido en este Organismo Nacional el 9 de septiembre de 2008, 
al que se anexó el informe respecto del estado que guarda la averiguación previa 
S-G7/346/2007, a través de la tarjeta informativa del 28 de agosto de 2008, sig-
nada por la Agente Investigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de Asun-
tos de Delitos contra la Familia, Menores y Discapacitados, Mesa II, de la Procu-
raduría General de Justicia del Estado de Coahuila, así como copia certificada de 
las constancias ministeriales que integran la averiguación previa S-G7/346/2007, 
de las cuales destacan las siguientes:

1. El dictamen ginecológico del 1 de octubre de 2007, practicado a la menor por 
un perito médico forense en la Agencia del Ministerio Público del Séptimo Grupo 
de Asuntos de Delitos contra la Familia, Menores y Discapacitados, Mesa I, de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila.

2. La denuncia de hechos presentada por comparecencia de Q1, el 2 de octubre 
de 2007, ante el Agente Investigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de 
Asuntos de Delitos contra la Familia, Menores y Discapacitados, Mesa I, de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, en contra de una traba-
jadora de la guardería, por los delitos de atentados al pudor impropio y demás 
que le resulten responsables, en agravio de su menor hija.

3. La declaración ministerial de la menor, rendida el 4 de octubre de 2007, ante 
el Agente Investigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de Asuntos de 
Delitos contra la Familia, Menores y Discapacitados, Mesa I, de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del Estado de Coahuila.

G. El acta circunstanciada del 22 de septiembre de 2008, elaborada por personal 
de esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a través de la cual se dio 
vista a Q1 de la respuesta rendida por la Procuraduría General de Justicia del Es-
tado de Coahuila, obteniendo como respuesta su inconformidad con la actuación 
del Agente del Ministerio Público responsable de la integración de la averigua-
ción previa, pues ha transcurrido casi un año sin que se resuelva la misma.

III. SITUACIÓN JURÍDICA

El 2 de octubre de 2007, Q1, acudió ante el Agente Investigador del Ministerio 
Público del Séptimo Grupo de Asuntos de Delitos contra la Familia, Menores y 
Discapacitados, Mesa I, de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coa-
huila, a interponer su denuncia, en contra de una trabajadora de la Guardería 
ADIS, a quien la menor de tres años de edad, señaló como la responsable de los 
tocamientos físicos que le realizó el 1 de octubre de ese año cuando se encontra-
ba en la citada guardería; sin que la denuncia haya prosperado, pues no se han 
realizado las diligencias tendentes a su determinación.

IV. OBSERVACIONES

Antes de entrar al análisis de las conductas que causan agravio a Q1, con motivo 
de la inactividad en que ha incurrido el Agente Investigador del Ministerio Públi-
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co del Séptimo Grupo de Asuntos de Delitos contra la Familia, Menores y Disca-
pacitados, Mesa I, de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, 
derivada de la dilación de la averiguación previa S-G7/346/2007, esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos considera de suma importancia el respeto a 
los derechos de las personas que por su condición y circunstancias personales 
se encuentren en situación de vulnerabilidad, especialmente en el caso de los 
menores de edad, ya que éstos difícilmente pueden protegerse y cuidarse por sí 
mismos de actos o ataques que atenten contra su desarrollo integral, dignidad per-
sonal e integridad física, psíquica y social, como en el presente caso aconteció.

Del análisis de los hechos y evidencias que obran en el expediente, se cuenta 
con elementos de convicción que acreditan violaciones al derecho a la integridad 
de la menor, a la legalidad, a la seguridad jurídica, y a la debida procuración de 
justicia, por parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, 
en atención a las siguientes consideraciones:

A. Con el fin de integrar el expediente CNDH/1/2-008/2570, este Organismo Na-
cional solicitó mediante oficio 19945 del 11 de junio de 2008, al Coordinador de 
Atención a Quejas y Orientación al Derechohabiente del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, un informe sobre los hechos constitutivos de la queja. En respues-
ta esa autoridad remitió el Oficio 09 52 17 46 B0/07759 del 24 de junio de 2008, 
suscrito por el Coordinador Técnico de Atención a Quejas e Información Pública 
de la Coordinación de Atención a Quejas y Orientación al Derechohabiente del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, mediante el cual rindió el informe solicitado, 
y anexó diversa documentación aclarando que la Guardería Estancia Infantil ADIS 
se trata de una Guardería Participativa, cuyos empleados no son considerados per-
sonal del Instituto; asimismo, que la madre de la menor presentó denuncia penal 
por los hechos, y que por oficio QR726/2008 del 30 de mayo de 2008, el titular 
del Área de Auditoría, Quejas y Responsabilidades adscrito al estado de Coahui-
la, informó del mismo modo que se trata de una Guardería del Esquema Vecinal 
Comunitario Único, cuyo propietario es un particular y el IMSS únicamente convie-
ne mediante prestación de servicio de Guarderías, por lo que carece de compe-
tencia para conocer de los hechos denunciados.

De igual forma el 11 de julio de 2008, personal de esta Comisión Nacional, soli-
citó vía telefónica a servidores públicos de la Coordinación de Atención a Quejas 
y Orientación al Derechohabiente del Instituto Mexicano del Seguro Social, el 
número de la averiguación previa que se originó con motivo de la denuncia pre-
sentada por Q1, así como el nombre del área y del servidor público responsable 
de su integración, obteniendo como respuesta el 15 del mismo mes y año, que 
el número de la averiguación previa es el S-G7/346/2007, la cual se integra en 
la Agencia del Ministerio Público del Séptimo Grupo de Delitos contra la Familia, 
Menores y Discapacitados, a cargo de SP1.

No obstante lo anterior es preciso señalar que el deber del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, de velar por que los menores cuente con un servicio de calidad 
en lo referente a las guarderías, no se agota, en la sola firma de un convenio de 
subrogación, debido a que dicha institución es la obligada en primer orden de brin-
dar lo servicios de guardería, por lo que de no poder prestarlo de manera direc-
ta se convierte en corresponsable por los daños que se ocasionen por la presta-
ción deficiente del servicio por los particulares.

B. Continuando con la integración del expediente, mediante oficio 27874 del 12 
de agosto de 2008, esta Comisión Nacional, solicitó en vía de colaboración, al Pro-
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curador General de Justicia del estado de Coahuila, un informe relativo a las di-
ligencias que el Agente Investigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de 
Delitos contra la Familia, Menores y Discapacitados en Saltillo, Coahuila, respon-
sable de la integración de la averiguación previa S-G7/346/2007, llevó a cabo para 
su debida integración. En respuesta a lo solicitado se envió el oficio SDH-518/2008 
del 4 de septiembre de 2008, suscrito por la Subdirectora de Derechos Huma-
nos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, recibido en este 
Organismo Nacional el 9 de septiembre de 2008, al que se anexó el informe del 
estado que guarda la averiguación previa S-G7/346/2007, a través de la tarjeta 
informativa del 28 de agosto de 2008, signada por la Agente Investigador del 
Ministerio Público del Séptimo Grupo de Asuntos de Delitos contra la Familia, Me-
nores y Discapacitados, Mesa II, de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Coahuila, así como copia certificada de las constancias ministeriales que in-
tegran la averiguación previa S-G7/346/2007, advirtiéndose de la misma lo si-
guiente:

El 2 de octubre de 2007, a las 13:30 horas, la Agente Investigador del Minis-
terio Público del Séptimo Grupo de Asuntos de Delitos contra la Familia, Meno-
res y Discapacitados, Mesa I, de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Coahuila, con el número de expediente “346/2007”, tomó la comparecencia de 
Q1, quien presentó denuncia en contra de una trabajadora de la guardería ADIS, 
y quien o quienes resultara responsables por el delito de atentados al pudor im-
propio y demás que le resulten, en agravio de su menor hija; Agente del Minis-
terio Público que en la misma fecha acordó el inicio de la averiguación previa y 
solicitó al Jefe de Grupo de la Policía Ministerial del estado, Región Sureste, la or-
den de investigación respectiva.

Asimismo, designó a un perito en medicina forense, a fin de que practicara 
dictamen ginecológico a la menor ofendida de tres años de edad, con objeto de 
que dictaminara y determinara el tipo de lesiones que presentaba, de acuerdo a 
su naturaleza, gravedad y consecuencia, acordándose el 2 de octubre de 2008, 
la aceptación y protesta de dicho doctor como perito, quien el mismo día, rindió 
el resultado del dictamen ginecológico concluyendo que la agraviada es “menor 
de edad, impúber, núbil (virgen), sin datos de penetración anal y con presencia de 
lesión en labio mayor derecho con sangrado reciente por estigma ungueal”.

De igual forma mediante oficio del 2 de octubre de 2007, sin número, la Agen-
te Investigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de Asuntos de Delitos 
contra la Familia, Menores y Discapacitados, Mesa I, de la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Coahuila, remitió a su similar, la SP1 en la Mesa II, el ori-
ginal de la denuncia y/o querella presentada por Q1, en contra de una trabaja-
dora de la guardería y quien o quienes resulten responsables por el delito de 
“atentados al pudor impropio” y demás que le resulten, para efectos de que ini-
ciara la averiguación previa correspondiente, practicara las diligencias que fueran 
necesarias tendentes a la acreditación del cuerpo del delito, o delitos de que se 
trata, y la probable responsabilidad del inculpado, y en su oportunidad determi-
nara lo conducente.

El 3 de octubre de 2007, la representación social acordó de recibidas dichas 
actuaciones, correspondiéndole el número de averiguación previa SG7-489/07; 
de igual forma giró orden de investigación, sin número de oficio, al Jefe de la Po-
licía Ministerial del estado, a efecto de que designara elementos a su mando para 
que rindieran su informe de investigación a la brevedad posible, así como que se 
recabaran todas las diligencias necesarias para la debida integración de la inda-
gatoria, sin que esta Comisión Nacional haya advertido en actuaciones el resul-
tado de las mismas.
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Asimismo, el 4 de octubre de 2007, la menor, compareció ante la Agente In-
vestigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de Delitos contra la Familia, 
Menores y Discapacitados, Mesa II, de la Procuraduría General de Justicia del Es-
tado de Coahuila, quien le tomó su declaración, de cuyo contenido a preguntas 
de la Representante Social resalta lo siguiente:

[...] que en la Guardería ADIS, la cuidaba una maestra, con quien jugaba a 
las pelotas y a la doctora, que ella le dijo a su tía Mina y a su abuelita que 
le dolía la colita porque estaba jugando a la doctora con la maestra en el 
colchón blanco, que le quitó el calzón, indicando que se le llenó de sangre 
porque la maestra le pegó, señalando la menor el área de la vagina y pe-
gándose en repetidas ocasiones con la mano derecha; que tienen una cor-
tadita porque la maestra se la hizo con la lengua y le dolió…

Del mismo modo se desprende de actuaciones que el 2 de agosto de 2008, 
Q1, compareció ante la encargada de la integración de la averiguación previa 
SG7-489/2007, en compañía de la niña, y manifestó a dicha autoridad ministerial 
que debido a su nuevo empleo le era imposible acudir ante esa Agencia Investi-
gadora por temor a perder su trabajo, solicitando que le permitieran tener más 
tiempo en la empresa para la que trabaja y pedir permiso, lo cual así se asentó.

Por lo que se evidencia que la Agente Investigador del Ministerio Público del 
Séptimo Grupo de Delitos contra la Familia, Menores y Discapacitados, Mesa II, 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila, aún tiene pendien-
te de desahogar diversas diligencias tales como la inspección del lugar, la evalua-
ción psicológica, así como otras comparecencias con la niña para trabajar con 
las circunstancias de modo, tiempo y lugar, respecto de los actos de los que fue 
objeto por parte la trabajadora de la guardería; lo cual se corrobora con la tarje-
ta informativa del 28 de septiembre de 2008, que dicha licenciada, envió a la 
Delegada de la Procuraduría General de Justicia del estado en la Región Sureste, 
en la que describe las diligencias que se han practicado a partir del 2 de octu-
bre de 2007, en que Q1 presentó su denuncia en contra de una trabajadora de la 
guar dería, a fin de llegar a la verdad histórica de los hechos, y las que aún están 
pendientes, además de señalar que para llevar a cabo esa diligencia se ha citado 
a la mamá de la menor para que comparezca con ella; información que la Sub-
directora de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Coahuila, envió a esta Comisión Nacional, mediante el oficio SDH-518/2008, del 
4 de septiembre de 2008.

Por todo lo expuesto, se desprende que la SP1, quien tiene bajo su responsa-
bilidad la integración de la averiguación previa SG7-489/2007, ha omitido realizar 
las diligencias pertinentes y necesarias que permitan el pronto y expedito escla-
recimiento de los hechos denunciados, y ha dejado de actuar de forma continua 
en la prosecución y perfeccionamiento legal de la averiguación previa provocan-
do así una dilación de más de un año en la integración y determinación de la 
mencionada averiguación previa, y contraviniendo con ello lo dispuesto en los ar-
tículos 17, párrafo segundo; 20 apartado B, fracciones I, II, III, IV y V, y 21, pá-
rrafos primero y segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 108, y 111, párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado 
de Coahuila de Zaragoza, así como 1, 18 y 193 de la Ley de Procuración de Jus-
ticia del Estado de Coahuila de Zaragoza, ya que le corresponde al Ministerio 
Público, promover la pronta, expedita y debida procuración de justicia.

En consecuencia, quedó acreditado para esta Comisión Nacional que la Repre-
sentante Social anteriormente mencionada ha retrasado la debida actuación de 



GACETA
DIC/2008

148

Re
co

m
en

da
ci

on
es

la Institución del Ministerio Público, al omitir la práctica de las diligencias nece-
sarias para la integración de la averiguación previa SG7-489/2007, además de 
incumplir presumiblemente con las obligaciones contenidas en el artículo 52, 
fracciones I y XXII, de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Esta-
tales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Para esta Comisión Nacional, lo anterior resulta grave ya que la Representante 
Social soslayó las conductas que se hicieron de su conocimiento, y omitió inves-
tigar y ordenar, con la celeridad que el caso ameritaba, las diligencias necesarias 
para la debida integración de la denuncia de Q1, por el delito de atentados al 
pudor impropio y demás que resulten, cometido en perjuicio de su hija, acciones 
con las que de igual forma dejó de observar las disposiciones contenidas en los 
instrumentos internacionales celebrados y ratificados en términos del artículo 133 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que son norma 
vigente en nuestro país, dentro de los que destacan: el Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos, en su artículo 24.1, donde se manifiesta el derecho de 
todos los niños, sin discriminación alguna, a las medidas de protección que su 
condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad 
y del Estado; la Convención sobre los Derechos del Niño, que establece en su 
artículo 19.1 que deberán adoptarse medidas legislativas, administrativas, socia-
les y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio 
o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, 
incluido el abuso sexual, mientras que el niño se encuentre bajo la custodia de 
los padres, o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.

Asimismo, preocupa a esta Comisión Nacional que en el presente caso la Agen-
te Investigador del Ministerio Público del Séptimo Grupo de Delitos contra la Fa-
milia, Menores y Discapacitados, Mesa II, responsable de la integración de la 
averiguación previa SG7-489/2007, valiéndose de su función pública ha cuestio-
nado en diferentes ocasiones a Q1, para saber si desea continuar con la denun-
cia, reiterándole los alcances de la misma, y refiriéndole que la declaración de la 
menor no sirve, y la quejosa señala que cuando ha llevado a la niña sólo le hacen 
perder el tiempo porque no le preguntan nada, con lo cual no está de acuerdo, 
pues ella está dispuesta a colaborar con las diligencias que faltan para que se 
solucione el asunto, pero ha transcurrido casi un año sin que se resuelva la misma, 
circunstancia que la quejosa comunicó a personal de esta Comisión Nacional el 
22 de septiembre de 2008, lo que para este Organismo Nacional constituye una 
probable responsabilidad administrativa cometida por dicha servidora pública, al 
transgredir nuevamente las obligaciones contenidas en el artículo 52, fracciones 
I y XXII, de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Mu-
nicipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por lo anterior, se hace necesario que el Área de Responsabilidades competen-
te realice la investigación pertinente, a la Agente del Ministerio Público que in-
cumplió con sus obligaciones, a fin de que esa Procuraduría General adopte las 
medidas necesarias e inmediatas para que la indagatoria respectiva sea resuelta 
a la brevedad y conforme a derecho corresponda, al subsistir las violaciones al 
derecho a que se proteja la integridad de la menor, a la legalidad y seguridad ju-
rídica.

En ese sentido, esta Comisión Nacional formula respetuosamente a ustedes 
señor Gobernador del estado de Coahuila y Director General del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social, las siguientes:
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V. RECOMENDACIONES

Al señor Gobernador del estado de Coahuila:

PRIMERA. Se dicten las medidas pertinentes a efecto de garantizar la atención 
médica y psicológica que requiera la menor, para que pueda superar los proble-
mas a los que se enfrenta, de igual forma se informe a esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos de las acciones realizadas para tal efecto.

SEGUNDA. Se instruya al Procurador General de Justicia del estado de Coahuila, 
que gire sus instrucciones al Agente del Ministerio Público responsable del trámi-
te de la averiguación previa SG7-489/2007 para que practique todas las diligen-
cias necesarias a efecto de se determine a la brevedad y conforme a derecho esa 
indagatoria, de igual forma se informe a esta Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos de las acciones realizadas para tal efecto.

TERCERA. Se dé vista al Área de Responsabilidades en la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Coahuila, a fin de que inicie y determine conforme a dere-
cho un procedimiento administrativo de responsabilidad en contra de la Agente 
del Ministerio Público que incurrió en la dilación en la integración de la averigua-
ción previa SG7-489/2007, así como por las conductas precisadas en el capítulo 
de observaciones del presente documento, y se informa a esta Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos de los resultados.

CUARTA. Que emita las directrices necesarias para que los Agentes del Ministerio 
Público de esa Procuraduría, en caso de cualquier tipo de abuso de menores, asu-
man sus responsabilidades, informando a sus superiores de los hechos, para que 
de manera inmediata atiendan, prevengan y protejan a las víctimas, salvaguar-
dando así su integridad e impidiendo con ello incurrir en una dilación en el trá-
mite de las diligencias que son ineludibles para el pronto esclarecimiento de los 
hechos, tal como lo fue en el presente caso.

Al señor Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social:

PRIMERA. Se dicten los lineamientos pertinentes para garantizar que en la su-
brogación de los servicios de guardería se asegure a los beneficiarios las mejores 
condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, oportunidad y demás circuns-
tancias pertinentes.

SEGUNDA. Se adopten las medidas necesarias para garantizar que personal que 
laboran en las guarderías subrogadas cuente con la formación técnica o profe-
sional que asegure su desempeño en la prestación de sus servicios.

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar-
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca-
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra-
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri-
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate.
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De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, se informe dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a esta notificación.

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca-
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen 
a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a 
la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma.

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre-
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa cir-
cunstancia.

Atentamente
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 67/2008
Caso de tortura de A1 y A2

SÍNteSIS: El 18 de marzo de 2008, esta Comisión Nacional recibió la queja formu­
lada por Q1, en la que señaló que aproximadamente a las 18:00 horas del 17 de 
marzo de 2008 le informaron que su domicilio había sido asaltado, por lo que se 
trasladó a su inmueble en compañía de A1, y observaron que se encontraban diver­
sos elementos del Ejército Mexicano, que manifestaron que debían denunciar los 
hechos ante el Agente del Ministerio Público, por lo que A1 se subió a la camioneta 
de dichos servidores públicos y se lo llevaron con rumbo desconocido. El 19 de mar­
zo de 2008, Q1 manifestó a personal de esta Comisión Nacional, que A1 se encon­
traba detenido en las instalaciones de la Delegación de la Procuraduría General de 
la República en Torreón, Coahuila, y precisó que al entrevistarse con él se pudo 
percatar que se encontraba lesionado.

Con motivo de la integración del presente asunto se observó que A1 fue deteni­
do en compañía del A2, por lo que el 15 de julio de 2008 personal de esta Comisión 
Nacional se entrevistó con A2, quien manifestó que aproximadamente a las 11:00 
horas del 17 de marzo del mismo año fue aprehendido por servidores públicos del 
Ejército Mexicano, quienes lo condujeron a un cuartel militar ubicado en Torreón, 
Coahuila, lugar en que fue golpeado, y aproximadamente a las 16:00 horas del 18 
de marzo de 2008 fue puesto a disposición del Agente del Ministerio Público de la 
Federación en esa localidad.

Del análisis lógico­jurídico realizado al conjunto de las evidencias de que se allegó 
esta Comisión Nacional, se acreditaron violaciones a los derechos de legalidad, de 
seguridad jurídica, de libertad personal e integridad personal, consistentes en tor­
tura, detención arbitraria y retención ilegal, atribuibles a servidores públicos del 33/o. 
Batallón de Infantería de la Sexta Base Militar en Torreón, Coahuila, en agravio de A1 
y A2, ya que el contenido del parte informativo suscrito por los servidores públicos 
adscritos a dicho Batallón, así como de los testimonios y declaraciones que se allegó 
este Organismo Nacional, se advirtió que la actuación de personal del citado Batallón, 
no estuvo apegada a derecho, toda vez que el argumento de que A2 se encontraba 
en actitud “sospechosa” no constituye un elemento que facultara a los citados ser­
vidores públicos para llevar a cabo su detención, en atención a que dicha circuns­
tancia se basó únicamente en una presunción, lo cual hace probable que el asegu­
ramiento de los agraviados no ocurriera de la manera en que lo describieron los 
servidores públicos del Ejército Mexicano, derivando en un acto de molestia contra­
rio a lo dispuesto por el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos.

De igual manera, se pudieron observar elementos para establecer que entre la 
detención de A1 y A2 por parte de elementos del 33/o. Batallón de Infantería y su 
puesta a disposición ante el Agente del Ministerio Público de la Federación transcu­
rrieron más de 20 horas, lo que se traduce en una violación al derecho a la legalidad 
y seguridad jurídica consagrados en el artículo 16, párrafo cuarto, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese orden de ideas, para esta Comisión Nacional los elementos del Ejército 
Mexicano que participaron en la detención y retención de los agraviados inobserva­
ron el contenido del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, y con su conducta posiblemente transgredieron los preceptos 7o. y 8o. de la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en co­
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rrelación con los artículos 2o. y 3o. de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicanos.

Por otra parte, también se contó con elementos para acreditar violaciones al de­
recho a la integridad física de A1 y A2, con motivo de los sufrimientos de que fueron 
objeto por parte de servidores públicos del citado Batallón de Infantería, ya que de 
acuerdo con el contenido de las constancias de que se allegó, este Organismo Na­
cional considera que las lesiones que se le infligieron a A1 y A2 no son propias de 
maniobras de sometimiento, sino de atentado en contra de la integridad física de los 
agraviados y que constituyen lesiones causadas por el uso excesivo de la fuerza y 
características de tortura, tal y como se encuentra previsto en la Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, así como en la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, sin que pase inad­
vertido que la mayor médico cirujano M1, al expedir su dictamen de integridad, se 
abstuvo de describir las lesiones que presentaba en su superficie corporal A1, como 
consecuencia de los sufrimientos físicos de que fue objeto, lo cual constituye una vio­
lación de lesa humanidad que implica un atentado al derecho que tienen los seres 
humanos a que se respete su integridad física y psicológica, así como su dignidad, 
por lo que se vulneró el contenido de los artículos 14, párrafo segundo; 16 párrafos 
primero, noveno y décimo; 19, párrafo cuarto; 20, apartado A, fracción II; 21, pá­
rrafo noveno, y 22, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1; 2; 6, párrafo segundo; 8; 9; 10, y 12, de la Convención Interamerica­
na para Prevenir y Sancionar la Tortura, y 2, 3 y 5 del Código de Conducta para 
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, así como el numeral 6 del Conjun­
to de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier For­
ma de Detención o Prisión, y los artículos 7, 9.1, 9.3, 9.5 y 10.1 del Pacto Internacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos, y 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.5 y 8.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, por lo que dirigió al Secretario de la Defensa 
Nacional las recomendaciones siguientes:

Se giren instrucciones a efecto de que se repare el daño ocasionado a A1 y 
A2, por medio de apoyo psicológico, médico y de rehabilitación necesarios, que 
permitan el reestablecimiento de la condición física y psicológica en que se 
encontraba antes de la violación a sus Derechos Humanos, debiéndose informar 
a esta institución sobre el resultado de las mismas; gire instrucciones a quien 
corresponda para que a la brevedad se les brinde el auxilio a las víctimas y tes­
tigos de los hechos narrados en el capítulo de observaciones del presente do­
cumento, y se tomen medidas de seguridad correspondientes para evitar que 
se realice algún acto de intimidación o represalia en su contra; se dé vista al 
Procurador General de Justicia Militar, de las consideraciones detalladas en el 
capítulo de observaciones del presente documento, a efecto de que sean to­
madas en cuenta por el Agente del Ministerio Público a cuyo cargo se encuen­
tra la integración de la averiguación previa que se inició en contra de personal 
del 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, con motivo de la remi­
sión de la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/AGII­II/181/2008, radicada por el Agen­
te del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Inves­
tigadora Mesa Dos en esa localidad, en contra de quien o quienes resultaran 
responsables de las conductas cometidas en agravio de A1 y A2, debiéndose 
informar a esta Comisión Nacional sobre el trámite que se le dé a dicha inves­
tigación ministerial, durante su integración y perfeccionamiento legal y hasta 
su determinación, así como las medidas que se lleven a cabo a efecto de garan­
tizar su no repetición; se dé vista al Titular de Inspección y Contraloría General 
del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, a fin de que se inicie el procedimiento 
administrativo de investigación correspondiente en contra del personal del 33/o. 
Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, por las consideraciones expuestas 
en el capítulo de observaciones del presente documento, y se informe a esta 
Comisión Nacional desde el inicio de la investigación hasta la conclusión del pro­
cedimiento respectivo, así como la resolución que se emita; se dé vista al Procu­
rador General de Justicia Militar de las consideraciones vertidas en el capítulo 
de observaciones del presente documento para que se inicie averiguación pre­



GACETA
1990/2008

153

Re
co

m
en

da
ci

on
es

via en contra de la Comandante del Pelotón de Sanidad del Trigésimo Tercer 
Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, Coahuila, y se infor­
me a esta institución desde su inicio hasta la determinación respectiva; se dé 
vista al Titular de Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicanos, a fin de que se inicie el procedimiento administrativo de investiga­
ción correspondiente en contra de la Comandante del Pelotón de Sanidad del 
Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la Sexta Zona Militar en Torreón, Coa­
huila, por las consideraciones expuestas en el capítulo de observaciones del 
presente documento, y se informe a esta Comisión Nacional desde el inicio de 
la investigación hasta la conclusión del procedimiento respectivo, así como la 
resolución que se emita; a fin de garantizar la imparcialidad y objetividad del 
personal médico­militar en las certificaciones de estado físico se deberán pro­
gramar cursos cuya finalidad será verificar el cumplimiento del deber jurídico 
y ético de apegarse a los procedimientos de revisión médica que la normativa 
establece, sin abstenerse de describir las lesiones que observen, así como a la 
obligación de denunciar ante el Agente del Ministerio Público casos donde se 
presuma maltrato o tortura; que establezcan cursos de capacitación y evalua­
ción de capacidades para los elementos del Ejército Mexicano, relacionados con 
la implementación de operativos derivados de la aplicación de las bases de 
Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que garanticen el res­
peto de la vida, la integridad corporal, la dignidad, la libertad, el patrimonio de 
las personas y privilegien el empleo de medidas no violentas, enmarcados den­
tro del respeto a los Derechos Humanos, y gire las medidas correspondientes a 
efecto de garantizar que las personas que sean detenidas en los operativos que 
intervengan los elementos del Ejército Mexicano no sean trasladadas a sus ins­
talaciones, sino que deberán ser puestas a disposición de inmediato ante la au­
toridad competente.

México, D. F., 22 de diciembre de 2008

Caso de tortura de A1 y A2

Gral. Srio. Guillermo Galván Galván,
Secretario de la Defensa Nacional

Distinguido señor Secretario:

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo primero; 6o., fracciones 
I, II y III; 15, fracción VII; 24 fracción IV; 42; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha exa-
minado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2008/1270/Q, relacionado con el caso 
de A1 y A2, y vistos los siguientes:

I. HECHOS

El 18 de marzo de 2008, esta Comisión Nacional, recibió la queja formulada por 
Q1, en la que señaló que aproximadamente a las 18:00 horas del 17 de marzo 
de 2008, le informaron que su domicilio había sido asaltado, por lo que se tras-
ladó a su inmueble en compañía de A1, y observaron que se encontraban diver-
sos elementos del Ejército Mexicano, que manifestaron que debían denunciar los 
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hechos ante el Agente del Ministerio Público, por lo que A1 se subió a la camio-
neta de dichos servidores públicos y se lo llevaron con rumbo desconocido.

El 19 de marzo de 2008, Q1 manifestó vía telefónica a personal de esta Co-
misión Nacional, que A1 se encontraba detenido en las instalaciones de la Dele-
gación de la Procuraduría General de la República en Torreón, Coahuila, precisó 
que al entrevistarse con él se pudo percatar que se encontraba lesionado.

Con motivo de la integración del presente asunto, se observó que A1 fue de-
tenido en compañía del A2, por lo que el 15 de julio de 2008 personal de esta 
Comisión Nacional se entrevistó con A2, quien manifestó que aproximadamente 
a las 11:00 horas del 17 de marzo del año en curso fue aprehendido por servi-
dores públicos del Ejército Mexicano, quienes lo condujeron a un cuartel militar 
ubicado en Torreón, Coahuila, lugar en que fue golpeado, y aproximadamente 
a las 16:00 horas del 18 de marzo de 2008 fue puesto a disposición del Agente 
del Ministerio Público de la Federación en esa localidad.

II. EVIDENCIAS

En el presente caso las constituyen:

A. La queja formulada el 18 de marzo de 2008 por Q1, ante la Comisión de De-
rechos Humanos del Estado de Coahuila, misma que fue remitida vía fax a esta 
Comisión Nacional y fue recibida en la misma fecha.

B. Las actas circunstanciadas del 18 de marzo de 2008, en las que personal de 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila hizo constar las de-
claraciones de T1 y T2, en relación con las circunstancias de tiempo, modo y lugar 
en las que fue detenido A1.

C. El acta circunstanciada del 18 de marzo de 2008, en la que personal de esta 
Comisión Nacional hizo constar la ampliación de la queja formulada por Q1.

D. El oficio DH-I-2060, del 28 de abril de 2008, suscrito por el Director de Dere-
chos Humanos de la Secretaría de la Defensa Nacional, mediante el cual rindió 
el informe que se le requirió respecto de la queja presentada por Q1.

E. El oficio 002418/08 DGPCDHAQI, del 6 de mayo de 2008, signado por el Di-
rector General de Promoción de la Cultura en Derechos Humanos, Atención a 
Quejas e Inspección de la Procuraduría General de la República, mediante el cual 
remitió copia simple de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/ 
153/2008, radicada ante el Agente del Ministerio Público de la Federación ads-
crito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, de la que 
se destacan, por su importancia, las siguientes diligencias:

1. El parte informativo del 18 de marzo de 2008, suscrito por PR1 y PR2, servi-
dores públicos adscritos al 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, en 
el que señalaron los motivos por los cuales en esa fecha detuvieron a A1 y A2.

2. El dictamen del 18 de marzo de 2008, suscrito por M1, Comandante del Pe-
lotón de Sanidad del 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, en el que 
se precisaron las lesiones que presentaba A2 al momento de su exploración.
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3. El dictamen del 18 de marzo de 2008, suscrito por M1, Comandante del Pe-
lotón de Sanidad del 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, en el que 
se precisó que A1 no presentaba huellas de lesiones recientes al momento de su 
exploración.

4. El acuerdo del 18 de marzo de 2008, mediante el cual el Agente del Ministe-
rio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa 
Dos en Torreón, Coahuila, inició la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/ 
153/2008 en contra de A1 y A2 por su presunta responsabilidad en la comisión 
de un delito contra la salud.

5. El dictamen del 18 de marzo de 2008, suscrito por un perito médico adscrito 
a la Delegación de la Procuraduría General de la República en el estado de Coa-
huila, en el que se precisaron las lesiones que se le infligieron a A1 y A2.

6. La nota del 18 de marzo de 2008, suscrita por un médico del Área de Urgen-
cias del Hospital General de Torreón, Coahuila, en la que se precisa el tratamien-
to que se le brindó a A2, con motivo de las lesiones que sufrió.

7. Las declaraciones ministeriales del 19 de marzo de 2008, rendidas por los se-
ñores A1 y A2, dentro de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-
II/153/2008, en relación con las conductas delictivas que se les imputaron y en 
la que precisaron las circunstancias de tiempo, modo y lugar en la que fueron de-
tenidos y agredidos físicamente por servidores públicos del Ejército Mexicano.

8. La ampliación de dictamen de integridad física del 19 de marzo de 2008, 
suscrito por un perito médico adscrito a la Delegación de la Procuraduría General 
de la República en el estado de Coahuila, en el que se precisaron las lesiones que 
se le infligieron a A2.

F. El escrito del 12 de mayo de 2008, mediante el cual Q1 remitió diversa docu-
mentación para robustecer las conductas que atribuyó a personal del Ejército 
Mexicano de la que se destacan por su importancia las siguientes constancias:

1. El dictamen psicológico, del 1 de mayo de 2008, suscrito por un psicoterapeu-
ta particular, en el que se refirió el daño emocional que se le ocasionó a A1, con 
motivo de los hechos cometidos en su agravio.

2. El informe médico del 6 de mayo de 2008, suscrito por un neurólogo particu-
lar, en el que se precisan el tratamiento que se le brindó a A1 y las secuelas que 
presentaba con motivo de las lesiones que se le infligieron.

G. El acta circunstanciada instrumentada por personal de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, en la que se hizo constar la entrevista que se le rea-
lizó en el interior del Centro de Readaptación Social de Torreón, Coahuila, a A2, 
el 1 de julio de 2008, respecto de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en 
las que fue detenido y posteriormente lesionado por servidores públicos del 
Ejército Mexicano.

H. El acta circunstanciada en la que personal de esta Comisión Nacional hizo
constar que, el 1 de julio de 2008, se tuvieron a la vista en las oficinas que ocu-

 



GACETA
DIC/2008

156

Re
co

m
en

da
ci

on
es

pa la Delegación de la Procuraduría General de la República en Torreón, Coahui-
la, las constancias que integran la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/AGII/181/ 
2008, radicada ante el Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a 
la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en esa localidad, en contra de quien 
o quienes resultaran responsables de los delitos de lesiones y abuso de autoridad 
cometidos en agravio de A1 y A2.

I. El acta circunstanciada instrumentada por personal de esta Comisión Nacional, 
en la que se hizo constar la entrevista que se le realizó en la ciudad de Torreón, 
Coahuila, a A1, el 2 de julio de 2008, respecto de las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar en las que fue detenido y posteriormente lesionado por servidores 
públicos del Ejército Mexicano.

J. Las opiniones técnicas del 3 de septiembre de 2008, emitidas por la Coordina-
ción de Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, en las que se determinó 
la mecánica de producción de las lesiones que le infligieron a A1 y A2, servidores 
públicos adscritos al 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila.

K. El acta circunstanciada del 24 de octubre de 2008, en la que hizo constar que 
la Directora de Atención a Quejas e Inspección de la Subprocuraduría de Derechos 
Humanos, Atención a Victimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría Ge-
neral de la República, informó telefónicamente a personal de esta Institución que 
la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/181/2008, radicada ante el 
Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda In-
vestigadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, en contra de quien o quienes resul-
taran responsables de los delitos de lesiones y abuso de autoridad cometidos en 
agravio de los A1 y A2, fue determinada el 14 de agosto del presente año, me-
diante acuerdo de incompetencia en razón de la materia, por lo que en esa mis-
ma fecha, la citada indagatoria se remitió a la Procuraduría General de Justicia 
Militar, a efecto de que esa Fiscalía se abocara a la investigación y persecución 
de esas conductas delictivas.

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

A las 11:00 horas del 17 de marzo de 2008, A2 fue detenido por servidores pú-
blicos del Ejército Mexicano, quienes posteriormente se trasladaron al domicilio 
de A1, a quien aproximadamente a las 18:00 horas de ese día, también aprehen-
dieron, remitiéndolos a ambos a las instalaciones del 33/o. Batallón de Infantería 
en Torreón, Coahuila, lugar en el que los agraviados fueron agredidos físicamen-
te, y no fue sino hasta las 16:00 horas del 18 de ese mismo mes que fueron pues-
tos a disposición del Agente del Ministerio Público de la Federación.

El 20 marzo de 2008, el Agente del Ministerio Público de la Federación ads-
crito a la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, con los 
elementos de prueba derivados de las diversas diligencias realizadas dentro de 
la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/153/2008, consideró reunidos 
los elementos del tipo penal y la presunta responsabilidad de A2 en la comisión 
de un delito contra la salud en su modalidad de posesión de marihuana con 
fi nes de comercio; asimismo, el 3 de abril del año en curso, la autoridad ministe-
rial en cita ejercitó acción penal dentro de la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/
AGII-II/170/2008 en contra de A1, por su presunta responsabilidad en la comisión 
del ilícito de uso indebido de insignias y siglas.
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Por otra parte, el 10 de abril de 2008, la representación social de la Federa-
ción en cita, acordó el inicio de la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/ 
181/2008, en contra de quien o quienes resultaran responsables de los delitos 
de lesiones y abuso de autoridad cometidos en agravio de A1 y A2, averiguación 
previa que fue determinada el 14 de agosto del año en curso, mediante acuerdo 
de incompetencia en razón de la materia, por lo que se remitió a la Procuraduría 
General de Justicia Militar, a efecto de que esa fiscalía se abocara a la investiga-
ción y persecución de esas conductas delictivas.

IV. OBSERVACIONES

Antes de entrar al estudio de las violaciones a Derechos Humanos que dieron 
origen a la presente Recomendación, resulta oportuno señalar que esta Comisión 
Nacional no se opone a la prevención, investigación y persecución de los delitos 
por parte de las autoridades competentes; por el contrario, hace patente la ne-
cesidad de que el Estado, a través de sus instituciones públicas, cumpla con su 
deber jurídico de prevenir la comisión de conductas delictivas, investigar con los 
medios a su alcance los ilícitos que se cometan en el ámbito de su competencia, 
a fin de identificar a los responsables y lograr que se les impongan las sanciones 
pertinentes, así como de asegurar que ningún delito sea combatido con otro 
ilícito, máxime cuando éste tenga la connotación de lesa humanidad, como es 
el caso de la tortura, la cual se encuentra estrictamente prohibida en el sistema 
jurídico mexicano.

De igual forma, esta Comisión Nacional no se pronuncia sobre la situación 
jurídica de A1 y A2, ante las autoridades jurisdiccionales respectivas, donde se le 
instruye el proceso penal correspondiente, en virtud de que es circunstancia que, 
de acuerdo con los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 7o., fracción II y 8o., última parte, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 9o., ultima parte, de su 
Reglamento Interno, se traduce en un asunto de naturaleza jurisdiccional donde 
no se surte su competencia.

Del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de las evidencias de que se 
allegó esta Comisión Nacional, se acreditan violaciones a los derechos de lega-
lidad, de seguridad jurídica, de libertad personal e integridad personal, consis-
tentes en tortura, detención arbitraria y retención ilegal, atribuibles a servidores 
públicos del 33/o. Batallón de Infantería de la sexta base militar en Torreón, Coa-
huila, en agravio de A1 y A2, en atención a las siguientes consideraciones:

A. Del contenido del parte informativo del 18 de marzo de 2008, suscrito por 
PR1 y PR2, servidores públicos adscritos al 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, 
Coahuila, se desprende: “Que siendo aproximadamente las 23:36 horas del 17 
de marzo del presente año, durante el recorrido de vigilancia y patrullamiento 
en Torreón, Coahuila, antes de llegar al cruce con la Avenida México, una perso-
na del sexo masculino traía consigo una bolsa de plástico color negra, quien se 
puso nerviosa por lo que de inmediato los suscritos descendimos del vehículo 
con la finalidad de marcarle el alto y entrevistar a dicha persona y saber el moti-
vo por el que se retiraba del lugar pidiéndole al civil sus generales y que sacara 
sus pertenencias. Señalando además que se llama A2 que la bolsa con la droga, 
le fue entregada en la tarde por una persona que conoce como ‘El Cóndor’. Por 
lo anterior, los suscritos procedimos a trasladarnos a la dirección antes señalada 
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y al arribar a la avenida La Paz, observamos que se detuvo frente al citado domi-
cilio, una camioneta de la cual descendió una persona del sexo femenino y un 
individuo del sexo masculino la cual fue señalada por A2 como ‘El Cóndor’, por 
lo que el suscrito PR1 le grité al sospechoso ‘Ejército Mexicano’, deténgase, por lo 
que a dicha orden se detuvo y procedimos a entrevistarlo, manifestando llamar-
se A1”.

El contenido del informe anterior discrepa con la realidad, en atención a los 
diversos testimonios y demás evidencias que se allegó esta Comisión Nacional y 
que orientan en un sentido diverso, tal es el caso de lo asentado en el acta cir-
cunstanciada del 18 de marzo de 2008, instrumentada por personal de la Comi-
sión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, relativa a la queja formulada 
por Q1, en la que se asentó: “Que el día de ayer lunes diecisiete de marzo de 
2008, me encontraba junto A1 en un terreno de su propiedad, eran aproximada-
mente las dieciocho horas y estábamos arreglando el terreno y nos disponíamos 
a comprar las cosas para cenar y empezó a timbrar el celular A1 y siguió sonan-
do el teléfono por lo que contestó y le dijeron que habían asaltado la casa nue-
vamente y al llegar nos percatamos que se encontraban cerrando la calle de un 
lado dos camionetas Hummer y un camioncito de color verde oscuro del Ejército, 
A1 descendió de la camioneta para ver quién había robado y se dirigió a la casa, 
pero antes de entrar le hablaron esas personas y le pidieron que caminara un po-
co hacia un lado, apartándolo de donde me encontraba yo, luego A1 muy tran-
quilo regresó y los militares me dijeron que estaban viendo lo del robo y que iban 
a llevar a A1 a declarar al Ministerio Público, lo subieron a la camioneta Ford lobo, 
y después se retiraron en la camioneta con A1”.

De igual manera, el contenido del acta circunstanciada de 18 de marzo de 
2008, instrumentada por personal de la Comisión de Derechos Humanos del Es-
tado de Coahuila, se recibió el testimonio de T1, quien manifestó: “Que el día 
de ayer lunes diecisiete de marzo del año dos mil seis (sic), aproximadamente a 
las dieciocho horas, me encontraba en mi domicilio cuando de repente recibí una 
llamada por parte de un señor, el cual me dijo que estaba activada la alarma y 
que estaban robando la casa de A1, por lo que inmediatamente acompañada 
de T2 y T3 nos trasladamos al domicilio, al llegar entré a la casa, y vi que estaban 
cinco personas vestidas de militares; llegó A1 y Q1, y uno de los encapuchados 
le pidió que lo acompañara y lo retiró un poco de donde estábamos nosotros y 
habló con él, luego A1 volvió y los militares se acercaron y le dijeron a A1 que sa-
liera para que presentara la denuncia, salí con el y observé que le dijeron que se 
subiera a una camioneta de color azul, a lo que obedeció A1, yo pregunté, para 
que iba con ellos, pero me dijo que a presentar la denuncia del robo y enseguida 
se retiraron junto con dos camioncitos militares”.

Asimismo, el 18 de marzo de 2008, se elaboró otra acta circunstanciada por 
personal de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila, en la 
cual se plasma el testimonio de T2, refirió: “Que el día de ayer lunes diecisiete 
de marzo del año dos mil seis (sic), aproximadamente a las dieciocho horas, me 
encontraba en el domicilio de T1 cuando de repente sonó el teléfono y mi mamá 
atendió la llamada, y nos dijo a mí y a T3, que estaban asaltando en el domicilio 
de A1, por lo que inmediatamente nos trasladamos a dicho lugar al llegar al do-
micilio de A1, vimos que en la calle estaban estacionados impidiendo el paso de 
la calle de ambos lados, camioncitos llamados ‘anfibios’ camuflageados de los 
militares, y se encontraban alrededor de la casa personas del sexo masculino ves-
tidos de militares y negro encapuchados y me preguntaron si tenía manera de 
localizar a A1, y empecé a marcar a su celular, y me contestó hasta la segunda 
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ocasión en que marqué, y le dije que habían asaltado su casa, por lo que A1 me 
dijo que inmediatamente se constituiría en el lugar y me retiré del lugar, regresé 
después de veinte minutos y observé que A1 estaba arriba de una camioneta de 
color azul grisáceo les pregunté a donde llevaban a A1 y me dijeron que a la 
Procuraduría General de la República, y después se retiraron”.

La declaración ministerial del 19 de marzo de 2008, A2, precisó: “fue entre 
diez y media y once de la mañana del día domingo, cuando me dirigía a la tien-
da con mi esposa cuando se me emparejaron algunos soldados que iban en una 
camioneta pick-up de color azul, estos tipos iban vestidos de negro y encapu-
chados, luego me subieron a la unidad y de ahí me llevaron al cuartel, y aunque 
iba encapuchado y agachado, me di cuenta que era el cuartel, porque se miraba 
a través de la capucha ya que era delgada, llegando ahí me metieron a un cuar-
to y me amarraron de pies y cabeza con cinta adhesiva, ahí estuvieron diciéndo-
me los soldados que yo conocía al ‘cóndor’, lo cual es falso ya que yo no conoz-
co a nadie que le digan así, después me querían obligar a golpes a decir que yo 
lo conocía, pero yo no firmé nada, estas personas me golpearon en la espalda y 
en la cabeza con un bat, que no se cuantas personas eran las que me golpeaban 
porque me tenían cubierta la cabeza, pero sé que eran varias personas, igual-
mente me desvistieron todo y me mojaron para luego ponerme unos cables con 
electricidad en mis partes nobles, es decir, en medio de los testículos por debajo, 
después de torturarme me amenazaron diciéndome que si no cooperaba iban 
a desaparecer a mi esposa y a mi hija, por ese motivo tengo miedo...”

De igual manera, se advierte en la declaración ministerial del 19 de marzo de 
2008, rendida por A1, en la que se precisó: “el día lunes diecisiete, estuve traba-
jando con mis hijos en la casa y entre siete y ocho de la noche me percaté que 
tenía varias llamadas perdidas en mi celular entre ellas una de T2, quien al co-
municarse conmigo nuevamente me informó que me estaban llamando de la 
compañía de alarmas porque se había activado la de mi casa por lo que de inme-
diato me trasladé en compañía de Q1 y al llegar me percaté que se encontraban 
algunos elementos del Ejército, llegando a mi domicilio me di cuenta de una per-
sona que usaba pasamontañas quien me dijo que lo acompañara para que rin-
diera mi declaración ante el Ministerio Público, por lo que salí de mi domicilio su-
biéndome a una camioneta gris, la cual se fue circulando por la Avenida Allende 
y al llegar al libramiento Periférico me taparon la cabeza con una capucha de la 
que se transparentaban las luces, por lo que me percaté que me llevaron a la re-
gión militar ‘La Joya’ y de ahí me llevan a un lugar que desconozco dentro de las 
mismas instalaciones donde me empiezan a golpear y aplicar toques eléctricos, 
sin percatarme quien o quienes realizaron dichos actos, en virtud de encontrarme 
con los ojos vendados, y previamente me amarraron en una colcha mojada”.

En el acta circunstanciada instrumentada por personal de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, relativa a la entrevista que se le realizó en el inte-
rior del Centro de Readaptación Social de Torreón, Coahuila, a A2, el 1o. de julio 
de 2008, en la cual se asentó: “que aproximadamente a las 11:00 horas del 17 de 
marzo de 2008, fue detenido por personal del Ejército Mexicano, quienes lo 
subieron a la parte posterior de una camioneta lo acostaron boca abajo y le 
vendaron los ojos, los servidores públicos de quienes se duele, lo condujeron a 
un lugar que supone era el cuartel militar que se encuentra en Torreón, Coahui-
la, y lo ingresaron a un cuarto donde lo golpearon con un bat, y fue en esos 
momentos que se percató que se encontraba con otra persona; que posterior-
mente servidores públicos del Ejército Mexicano, le colocaron unos cables de luz, 
por lo que fue víctima de descargas eléctricas en las proximidades de sus testícu-
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los, precisando que aproximadamente a las 15:00 horas del 18 de marzo de 
2008, fue puesto a disposición del Agente del Ministerio Público de la Federación 
en Torreón Coahuila, y fue hasta ese momento en que le quitaron las vendas que 
le cubrían los ojos”.

Asimismo, en la entrevista que le realizó personal de esta Comisión Nacional 
a A1, el 2 de julio de 2008, refirió: “que aproximadamente a las 18:00 horas del 
16 de marzo de 2008, fue detenido por personal del Ejército Mexicano, quienes 
le taparon la cabeza y cara con una capucha, para conducirlo a la base militar 
que se encuentra en la ciudad de Torreón, Coahuila, precisando que los servido-
res públicos de quienes se duele, lo golpearon en diversas ocasiones en la cabe-
za; que posteriormente fue obligado a acostarse bocabajo sobre el suelo, siendo 
víctima de descargas eléctricas en las piernas y en la espalda, señalando que en 
esos momentos escuchó que golpeaban el piso con un bate de madera y poste-
riormente se percató que en el mismo cuarto se encontraba otra persona, quien 
al parecer también fue lesionada, ya que escuchaba que gemía; que aproxima-
damente a las 15:00 horas del 18 de marzo de 2008, fue puesto a disposición 
del Agente del Ministerio Público de la Federación en Torreón Coahuila, y fue has-
ta ese momento en que le quitaron las vendas que le cubrían los ojos”.

Del contenido del parte informativo suscrito por los servidores públicos adscri-
tos al 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, de los testimonios y de-
claraciones que se allegó esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se 
advierten claras diferencias con respecto a la manera en la que se desarrollaron 
los hechos materia de la Recomendación, lo cual nos permite observar que la ac-
tuación de personal del citado Batallón, que intervino en la detención de los agra-
viados, no estuvo apegada a derecho, toda vez que el argumento en el sentido 
de que A2, se encontraba en actitud “sospechosa” no constituye en sí mismo un 
elemento que facultara legalmente a los citados servidores públicos para llevar a 
cabo su detención, en atención a que dicha circunstancia se basó únicamente en 
una presunción, lo cual hace altamente probable que el aseguramiento de los 
agraviados no ocurriera de la manera en que lo describieron los servidores públi-
cos del Ejército Mexicano, de ahí que sea imperativo conocer la verdad de los 
hechos, a fin de obtener el nombre y cargo del servidor público que tenía a su 
mando el operativo, cuántos lo conformaban y cuáles eran las órdenes recibidas 
por la superioridad, ya que desde el punto de vista de esta institución dichas ac-
tuaciones derivaron en un acto de molestia contrario a lo dispuesto por el artícu-
lo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; aspecto que ha sido reprobado por esta Comisión Nacional a través de la 
Recomendación General 02/2001, emitida el 19 de junio de 2001, y dirigida a to-
dos los Procuradores Generales de Justicia y de la Federación, Secretarios de Se-
guridad Pública Federal y responsables de Seguridad Pública de las entidades 
federativas.

De igual manera, se puede observar que existen elementos suficientes para 
establecer que entre la detención de A1 y A2 por parte de elementos del 33/o. 
Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, y su puesta a disposición ante el Agen-
te del Ministerio Público de la Federación en esa localidad, transcurrieron aproxi-
madamente más de 20 horas, lo cual se corrobora con los testimonios y declara-
ciones anteriormente referidos, así como la puesta a disposición ante el Agente 
del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia Segunda Investiga-
dora Mesa Dos en Torreón, Coahuila y el inició de la averiguación previa AP/PGR/
COAH/TORR/AGII-II/153/2008, circunstancia que ocurrió a las 16:00 horas, del 
18 de marzo de 2008, lo que se traduce en una violación al derecho a la legalidad 
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y seguridad jurídica en perjuicio de los agraviados, consagrados en el artículo 16, 
párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
que establece: “Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento 
en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometi-
do, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con 
la misma prontitud, a la del ministerio público”; contrario a dicho mandato cons-
titucional los agraviados fue detenido por estar en “actitud sospechosa” e interna-
dos en las instalaciones del campo militar, para ser puesto a disposición del Agen-
 te del Ministerio Público de la Federación en esa localidad más de 20 horas después 
de ocurrida su detención.

En tal virtud y tomando en consideración las documentales referidas, así como 
la constancia consistente en el reconocimiento médico de A1 y A2, elaborado 
por la mayor médico cirujano M1, en presencia de dos testigos de asistencia, del 
cual se desprende que se realizó a las 8:30 y 9:00 horas del día 18 de marzo de 
2007 en las instalaciones del Campo Militar Núm. 6-B de la ciudad de Torreón, 
Coahuila, XI Región Militar, 6a. Zona Militar, 33o. Batallón de Infantería, docu-
mental que relacionada con el resto de las evidencias permite observar que los 
servidores públicos del Ejército Mexicano se apartaron del marco constitucional, 
al introducir a personas civiles a instalaciones militares.

En ese orden de ideas, para esta Comisión Nacional los elementos del Ejército 
Mexicano que participaron en la detención y retención de los agraviados inob-
servaron el contenido del artículo constitucional citado y con su conducta posible-
mente transgredieron los preceptos 7o. y 8o. de la Ley Federal de Responsabili-
dades Administrativas de los Servidores Públicos, en correlación con los artículos 
2o. y 3o. de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, toda vez 
que al detener de manera indebida a los agraviados y no ponerlo inmediatamen-
te a disposición del Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la 
Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, omitieron suje-
tar su actuación a los principios de legalidad, eficiencia y profesionalismo que su 
cargo requiere, aspecto que en opinión de esta institución, deberá ser investiga-
do por la Inspección y Contraloría General del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

B. Esta Comisión Nacional también contó con elementos suficientes para acre-
ditar violaciones al derecho a la integridad física de A1 y A2, con motivo de los 
sufrimientos graves de que fueron objeto por parte de servidores públicos del 
33/o. Batallón de Infantería de la sexta base militar en Torreón, Coahuila, en aten-
ción a las siguientes consideraciones:

En el dictamen del 18 de marzo de 2008, suscrito por M1, Comandante del 
Pelotón de Sanidad del 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, se pre-
cisó que A2, presentaba al momento de su exploración: “Equimosis generalizada 
en región dorsal y contusión en glúteo derecho”.

Asimismo, respecto del dictamen del 18 de marzo de 2008, suscrito por M1, Co-
mandante del Pelotón de Sanidad del 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, 
Coahuila, se señaló respecto de A1: “el presente caso no corresponde a posible 
tortura, y no se encuentran huellas de violencia física”.

Ahora bien, del contenido del dictamen del 18 de marzo de 2008, suscrito por 
un perito médico adscrito a la Delegación de la Procuraduría General de la Repú-
blica, se observó que A2, presentaba al momento de su exploración: “huellas de 
violencia física exterior: hematomas en regiones parietales y en región occipital. 
Contusiones con equimosis y eritema en región escapular izquierda, en región dor-
sal y lumbar, ambos lados de la línea media y en brazos, caras externas, tercio me-
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dio. Refiere dolor postraumático en ambos muslos y glúteos, sin evidencia de 
lesiones externas, pero con marcha claudicante por dolor intenso. Sí se requiere 
de atención médica intrahospitalaria”.

Asimismo, en el dictamen en cita se señaló que A1 presentaba: “huellas de 
violencia física exterior presenta: hematoma en región occipital, escoriación en 
dorso de nariz, excoriaciones en ambas rodillas y contusiones con excoriaciones 
en pierna izquierda, cara anterior, tercio medio”.

Los dictámenes anteriores se robustecen con la nota del 18 de marzo de 2008, 
suscrita por un médico del Área de Urgencias del Hospital General de Torreón, 
Coahuila, en la que se precisó el tratamiento que se le brindó a A2, en los si-
guientes términos: “Se trata de masculino de 25 años de edad, el cual es traído 
al Departamento de Urgencias, por haber sufrido golpes contusos (refiere con 
un Bat) en tórax posterior y en región occipital. Refiere dolor intenso localizado, 
limitación a la inspiración profunda a la exploración física con múltiples hemato-
mas en tórax posterior”.

Cabe señalar que el Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a 
la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, dio fe de la 
integridad física que presentaban A1 y A2 respectivamente: “una excoriación en 
la parte alta de la nariz, igualmente presenta excoriaciones en las muñecas de 
ambas manos” y “en la espalda diversos hematomas así como contusiones y 
equimosis, en el glúteo derecho presenta hematoma y una protuberancia o hin-
chazón”.

Ahora bien, en la ampliación de dictamen de integridad física del 19 de marzo 
de 2008, suscrito por un perito médico adscrito a la Delegación de la Procuradu-
ría General de la República en el estado de Coahuila, se precisó que A2 presen-
taba: huellas de violencia física exterior: Hematomas en regiones parietales y en 
región occipital, contusiones con equimosis y eritema en toda la superficie cor-
poral de hemotórax posterior, a excepción de región escapular derecha, estando 
afectadas las siguientes regiones: Región escapular izquierda, regiones dorsal y 
lumbar, a ambos lados de la línea media y en brazos, caras externa, tercio medio. 
Refiere dolor postraumático en ambos muslos y glúteos, sin evidencia de lesiones 
externas, pero con marcha claudicante por dolor intenso. Estas lesiones como se 
anota en la descripción de las mismas, fueron causadas por instrumento contun-
dente, es decir por un instrumento romo, el cual no tiene filos o pico. No ponen 
en peligro de muerte, tardarán para su curación más de quince días y salvo com-
plicaciones no dejarán secuelas. Si requiere de atención médica intrahospitalaria, 
para tratamiento con analgésicos inicialmente y realización de estudios conve-
nientes.

En el dictamen psicológico, del 1 de mayo de 2008, suscrito por un psicotera-
peuta particular, se refirió el daño emocional que se le ocasionó a A1, con moti-
vo de los hechos cometidos en su agravio, en los siguientes términos: “de confor-
midad con el Manual de Diagnóstico y Clasificación de los Trastornos Mentales 
IV (DSM-IV) cumple los criterios diagnósticos correspondientes a la condición de 
trastornos del estado de ánimo, debido a que reúne la presentación de síntomas 
asociados a la categoría de Trastorno Por Estrés Postraumático, consecuencia de 
la experiencia de haber sido privado de su libertad por mas de 20 horas”.

De igual manera, en el informe médico del 6 de mayo de 2008, suscrito por 
un neurólogo particular, derivado del tratamiento que se le brindó a A1, se se-
ñaló: “Al momento de su valoración se encontraba consciente, orientado, inquie-
to, angustiado, sensación de miedo, diaforético, refiriendo cefalea intensa y pares-
tesias en cráneo y cuello. Encontrando a la exploración física zona de equimosis 
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en región parietal derecha y proceso inflamatorio en región cervical, con hipoes-
tesia en la región parietal derecha, reflejos osteotendinosos aumentados, equimo-
sis en ojo derecho y rodilla del mismo lado, así como contusiones en diferentes 
partes del cuerpo. Traumatismo Craneoencefálico por descargas eléctricas. Exis-
te cierto factor de riesgo para que presente crisis convulsivas tardías”.

Por otra parte, de la opinión técnica emitida el 3 de septiembre de 2008, por 
la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión Nacional se advierte lo 
siguiente: “Las lesiones que en su momento presentó A2, son de las que por su 
naturaleza no ponen en peligro la vida y tardan en sanar más de quince días. Las 
contusiones con equimosis y eritema en región escapular izquierda, región dorsal 
y lumbar, a ambos lados de la línea media y en brazos, caras externas, tercio me-
dio son compatibles con contusiones directas por objeto duro de bordes romos 
como toletes, palos, bat, tablas, etc., realizados por terceras personas, coincidien-
do con su relato que fue golpeado con un bat. Las equimosis en brazos por su 
ubicación en caras externas en tercio medio, son compatibles con lesiones produ-
cidas durante su defensa al ser golpeado. Las lesiones que en su momento pre-
sentó A1, son de las que por su naturaleza no ponen en peligro la vida y tardan 
en sanar más de quince días. El hematoma que se describe en región occipital 
es compatible con contusiones directas por objeto duro de consistencia dura y 
bordes romos como sería puños, palos, toletes, etc., siendo compatible con lo re-
ferido por el agraviado que lo golpearon con las manos en la cabeza. La excoria-
ción en dorso de nariz es compatible con la colocación de cinta canela (tipo me-
talizada), tal como lo refiere en su relato que le pusieron una capucha y sobre 
ésta la sellaron con esta cinta hasta la mitad de la cara. Las excoriaciones en am-
bas rodillas son compatibles a las producidas de forma accidental al recostarse 
en el piso de la camioneta y del piso del cuartel donde permaneció detenido. Las 
contusiones con excoriaciones en pierna izquierda en cara anterior, tercio medio, 
que se describen en el certificado médico por PGR, y las cicatrices (zonas hiper-
crómicas) encontradas en fecha 2 de julio del 2008, dadas las características de 
dureza, ser de forma irregular y tener una zona lineal central hipocrómica, se pue-
de establecer desde el punto de vista médico forense que se trata de lesiones 
electroespecíficas (quemaduras por electricidad) compatibles con la colocación 
de puntas eléctricas en forma directa en la piel del agraviado y que derivado del 
paso de la corriente eléctrica se pierde la sensibilidad de la zona por afectación 
de los receptores de sensibilidad. Lesiones que desde el punto de vista médico 
forense coinciden con el relato del agraviado”.

De la certificación médica realizada el 2 de julio de 2008, se observó que “pre-
senta cicatrices en forma de manchas hipocrómicas circulares de 0.3 cm de 
diámetro de consistencia ligeramente indurada en la piel cabelluda en región 
temporal derecha, y dos cicatrices de las mismas características en región parie-
tal derecha con una distancia de 3 cm entre ambas; las cuales de acuerdo a sus 
características de ser manchas hipocrómicas y de consistencia ligeramente dura 
(induradas) desde el punto de vista médico, son compatibles con zonas de que-
maduras por electricidad (lesión electroespecífica) correspondiendo con lesiones 
producidas por ‘chicharra’ y que en alto grado de probabilidad fueron realizadas 
con protección (capucha) tal y como lo describe el agraviado en su relato, y que 
fueron realizadas por personal militar, considerándose coincidentes con lo des-
crito en la valoración clínica realizada el 20 de marzo del mismo año, por la Neu-
róloga al indicar que presenta hipoestesis (adormecimiento) de la región parietal 
derecha”.

De acuerdo con el contenido de las constancias referidas en los párrafos pre-
cedentes, esta Comisión Nacional considera que las lesiones que se le infligieron 
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a A1 y A2, no son propias de maniobras de sometimiento, sino de atentado en 
contra de la integridad física de los agraviados y que constituyen lesiones causa-
das por el uso excesivo de la fuerza y características de tortura, tal y como se en-
cuentra previsto en la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes, así como en la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, en la parte relativa de infligir al detenido un cas-
tigo, lo cual pudiera configurar en alguna de las hipótesis típicas previstas en el 
artículo 3o. de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, el cual esta-
blece que comete el delito de tortura “el servidor público que, con motivo de sus 
atribuciones, inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o 
psíquicos con el fin de obtener, del torturado o de un tercero, información o una 
confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche ha come-
tido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una conducta determina-
da...”, situación que presumiblemente ocurrió en el presente caso y por lo mismo 
debe ser debidamente investigada y no permitir su impunidad.

Ahora bien, en sentido contrario a las evidencias anteriores se encuentra el dic-
tamen del 18 de marzo de 2007, suscrito por M1, Comandante del Pelotón de 
Sanidad del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la sexta base militar en 
Torreón, Coahuila, relativo al examen de integridad física practicado a A1, preci-
só: “el presente caso no corresponde a posible tortura, y no se encuentran hue-
llas de violencia física”.

La anterior documental se contrapone con el contenido de las evidencias antes 
narradas, de manera particular el dictamen suscrito por un perito médico adscri-
to a la Delegación de la Procuraduría General de la República en el estado de 
Coahuila, nota del 18 de marzo de 2008, suscrita por un médico del Área de Ur-
gencias del Hospital General de Torreón, Coahuila, la opinión técnica emitida el 
19 de agosto de 2008, por la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comi-
sión Nacional, los cuales son plenamente coincidentes en el sentido que el agra-
viado presentaba lesiones que no son propias de maniobras de sujeción sino 
características de tortura.

Esta Comisión Nacional observa con preocupación que la mayor médico ciru-
jano M1 al expedir su dictamen de integridad se abstuvo de describir las lesiones 
que presentaba en su superficie corporal A1, como consecuencia de los sufri-
mientos físicos de que fue objeto, que con su conducta no sólo participa pasiva-
mente en el evento, sino también violenta el capítulo segundo del Protocolo de 
Estambul, titulado “Códigos éticos pertinentes”, en el cual al abordar el tema la 
atención de la salud contempla el deber fundamental de actuación, siempre de 
conformidad a los intereses del paciente, por lo que la evaluación de la salud 
de un detenido con el fin de facilitar su castigo, torturar o encubrir es contrario 
a la ética profesional.

En este sentido, no pasa desapercibido que cuando los médicos no ajustan su 
conducta a los códigos éticos pertinentes, al omitir brindar atención médica, des-
cribir lesiones o, en su caso, remitir a especialistas que proporcionen atención 
psicológica y no denunciar o encubrir a otros servidores públicos, incumplen con 
el principio fundamental que impone el deber jurídico de actuar siempre de con-
formidad con el interés del paciente, y propician con ello la impunidad, toda vez 
que una de las pruebas idóneas para acreditar actos de tortura son los certifica-
dos médicos.

En ese orden de ideas, para esta Comisión Nacional resulta preocupante el he-
cho de que la mayor médico cirujano M1 no describiera en el dictamen que emi-
tió el 18 de marzo de 2007 las lesiones que presentaban los agraviados al mo-
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mento en que lo revisó, lo cual puede ser encuadrado en alguna de las hipótesis 
tipifica del ordenamiento penal sustantivo, ya que el hecho de que cualquier otro 
funcionario público que, en ejercicio de sus funciones, expida una certificación 
de hechos que no sean ciertos, viola los principios de legalidad y seguridad jurí-
dica constitucionalmente previstos, por lo que en opinión de esta Comisión Na-
cional, tomando en cuenta que el artículo 57, fracción II, inciso a), del Código 
de Justicia Militar señala que “son delitos contra la disciplina militar los del orden 
común o federal cuando fueren realizados por militares con motivo de su servicio 
o en virtud de actos derivados del mismo”, y a efecto de que esclarezca los hechos 
descritos, la Procuraduría General de Justicia Militar, con las atribuciones que le 
otorgan los artículos 21, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 81, fracciones II y III, del Código de Justicia Militar, deberá dar inicio a 
la averiguación previa correspondiente.

Asimismo, esta Comisión Nacional estima que la mayor médico cirujano M1 
con su proceder posiblemente transgredió los artículos 7o. y 8o. de la Ley Fede-
ral de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en correlación 
con los artículos 2o. y 3o. de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Me-
xicanos, toda vez que no sujetó su actuación a los principios de legalidad, efi-
ciencia y profesionalismo que su cargo requiere, aspecto que en opinión de esta 
institución, también deberá ser investigado por la Inspección y Contraloría Ge-
neral del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

Asimismo, debe señalarse que en la actualidad, la tortura es considerada como 
una de las prácticas más reprobables y, por tanto, de mayor preocupación para 
toda la sociedad; de ahí que no solamente en el ámbito local sino internacional-
mente se le considere un delito de lesa humanidad, toda vez que la práctica de 
este ilícito se presenta como una de las más crueles expresiones de violación a 
Derechos Humanos, y resulta indudable que se continúa empleando bajo la anuen-
cia o con la tolerancia de servidores públicos, lo cual afecta a toda la sociedad, 
por constituir un método que refleja el grado extremo de abuso de poder, y es 
necesario por tal motivo que el Estado asegure que ante cualquier denuncia de 
tortura se realice una investigación con el fin de lograr el castigo de los respon-
sables.

Por las consideraciones vertidas con anterioridad, para esta Comisión Nacional 
se observa que los agraviados fueron sometidos a actos de tortura, los cuales cons-
tituyen una violación de lesa humanidad que implica un atentado al derecho que 
tienen los seres humanos a que se respete su integridad física y psicológica, así 
como su dignidad, por lo que se vulneró el contenido de los artículos 14, párra-
fo segundo; 16 párrafos primero, noveno y décimo; 19, párrafo cuarto; 20, apar-
tado A, fracción II; 21, párrafo noveno, y 22, párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 2; 6, párrafo segundo; 8; 9; 10, y 
12, de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, y 2, 3 
y 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la 
Ley, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Uni-
das el 17 de diciembre de 1979, que en términos generales señalan que toda per-
sona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral, y que 
los mencionados funcionarios podrán usar la fuerza sólo cuando sea estrictamen-
te necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas, así como 
el numeral 6 del Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas 
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión.

Además, en su calidad de servidores públicos encargados de hacer cumplir la 
ley transgredieron los derechos previstos en los tratados internacionales, como 
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son los mencionados en los artículos 7, 9.1, 9.3, 9.5 y 10.1 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos; 5, 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.5 y 8.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que en términos generales señalan que 
todas las personas tienen derecho a la seguridad y a la integridad personal. Par-
ticularmente, respecto de ésta última, se refiere al derecho que tiene toda per-
sona a no sufrir transformaciones nocivas en su estructura corporal, sea fisonómi-
ca, fisiológica o psicológica, o cualquier otra alteración en el organismo que deje 
huella temporal o permanente que cause dolor o sufrimiento graves, con motivo 
de la injerencia o actividad dolosa o culposa de un tercero.

Por lo ya expuesto, esta Comisión Nacional estima que las conductas cometi-
das en perjuicio de los agraviados, no deben quedar impunes, y para ello la Pro-
cura duría General de Justicia Militar deberá abocarse a la persecución e investi-
gación de los hechos descritos en la indagatoria que se inició en esa fiscalía con 
motivo de la remisión de la averiguación previa AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/ 
181/2008, radicada ante el Agente del Ministerio Público de la Federación adscri-
to a la Agencia Segunda Investigadora Mesa Dos en Torreón, Coahuila, en contra 
de quien o quienes resultaran responsables de las conductas cometidas en agra-
vio de A1 y A2.

Finalmente, acorde con el Sistema No Jurisdiccional de Protección de Derechos 
Humanos, se prevé la posibilidad de que al acreditarse una violación a los mismos, 
imputable a un servidor público del Estado, la Recomendación que se formule a 
la dependencia pública debe incluir las medidas que procedan para lograr la 
efectiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas 
a la reparación de los daños que se hubiesen ocasionado, por lo cual, en el pre-
sente caso, se considera que resulta procedente que se repare el daño al agra-
viado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 113, segundo párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 9 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; 44, párrafo segundo, de la 
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 1910 y 1915 
del Código Civil Federal.

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos for-
mula respetuosamente a usted, señor Secretario de la Defensa Nacional, las si-
guientes:

V. RECOMENDACIONES

PRIMERA. Se giren instrucciones a efecto de que se repare el daño ocasionado 
a A1 y A2, por medio de apoyo psicológico, médico y de rehabilitación necesarios, 
que permitan el reestablecimiento de la condición física y psicológica en que se 
encontraba antes de la violación a sus Derechos Humanos, debiéndose informar 
a esta institución sobre el resultado de las mismas.

SEGUNDA. Gire instrucciones a quien corresponda para que a la brevedad se les 
brinde el auxilio a las víctimas y testigos de los hechos narrados en el capítulo de 
observaciones del presente documento, y se tomen medidas de seguridad co-
rrespondientes para evitar que se realice algún acto de intimidación o represalia 
en su contra.

TERCERA. Se dé vista al Procurador General de Justicia Militar, de las considera-
ciones detalladas en el capítulo de observaciones del presente documento, a efec-
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to de que sean tomadas en cuenta por el Agente del Ministerio Público a cuyo 
cargo se encuentra la integración de la averiguación previa que se inició en con-
tra de personal del 33/o. Batallón de Infantería en Torreón, Coahuila, con moti-
vo de la remisión de la indagatoria AP/PGR/COAH/TORR/AGII-II/181/2008, radica-
da por el Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a la Agencia 
Segunda Investigadora Mesa Dos en esa localidad, en contra de quien o quienes 
resultaran responsables de las conductas cometidas en agravio de A1 y A2, de-
biéndose informar a esta Comisión Nacional sobre el trámite que se le dé a dicha 
investigación ministerial, durante su integración y perfeccionamiento legal y has-
ta su determinación, así como las medidas que se lleven a cabo a efecto de ga-
rantizar su no repetición.

CUARTA. Se dé vista al titular de Inspección y Contraloría General del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicanos, a fin de que se inicie el procedimiento administrativo de 
investigación correspondiente en contra del personal del 33/o. Batallón de Infan-
tería en Torreón, Coahuila, por las consideraciones expuestas en el capítulo de 
observaciones del presente documento, y se informe a esta Comisión Nacional 
desde el inicio de la investigación hasta la conclusión del procedimiento respec-
tivo, así como la resolución que se emita.

QUINTA. Se dé vista al Procurador General de Justicia Militar, de las considera-
ciones vertidas en el capítulo de observaciones del presente documento para que 
se inicie averiguación previa en contra de la Comandante del Pelotón de Sanidad 
del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la sexta zona militar en Torreón, 
Coahuila, y se informe a esta institución desde su inicio hasta la determinación 
respectiva.

SEXTA. Se dé vista al titular de Inspección y Contraloría General del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicanos, a fin de que se inicie el procedimiento administrativo 
de investigación correspondiente en contra de la Comandante del Pelotón de Sa-
nidad del Trigésimo Tercer Batallón de Infantería de la sexta zona militar en To-
rreón, Coahuila, por las consideraciones expuestas en el capítulo de observacio-
nes del presente documento, y se informe a esta Comisión Nacional desde el 
inicio de la investigación hasta la conclusión del procedimiento respectivo, así co-
mo la resolución que se emita.

SÉPTIMA. A fin de garantizar la imparcialidad y objetividad del personal médico 
militar en las certificaciones de estado físico, se deberán programar cursos cuya 
finalidad será verificar el cumplimiento del deber jurídico y ético de apegarse a 
los procedimientos de revisión médica que la normatividad establece, sin abste-
nerse de describir las lesiones que observen, así como a la obligación de denun-
ciar ante el Agente del Ministerio Público, casos donde se presuma maltrato o 
tortura.

OCTAVA. Que establezcan cursos de capacitación y evaluación de capacidades 
para los elementos del Ejército Mexicano, relacionados con la implementación 
de operativos derivados de la aplicación de las bases de Coordinación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, que garanticen el respeto de la vida, la integridad 
corporal, la dignidad, la libertad, el patrimonio de las personas, y privilegien el 
empleo de medidas no violentas, enmarcados dentro del respeto a los Derechos 
Humanos.
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NOVENA. Gire las medidas correspondientes a efecto de garantizar que las per-
sonas que sean detenidas en los operativos que intervengan los elementos del 
Ejército Mexicano no sean trasladadas a sus instalaciones, sino que deberán ser 
puestas a disposición de inmediato ante la autoridad competente.

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar-
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra-
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri-
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate.

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la acep-
tación de esta Recomendación, en su caso, se informe dentro del término de 15 
días hábiles siguientes a esta notificación.

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su ca-
so, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen 
a esta Comisión Nacional, dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a 
la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma.

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre-
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente esa cir-
cunstancia.

Atentamente
El Presidente de la Comisión Nacional
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